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INTRODUCCION
Este trabajo monográfico trata sobre el Crimen Organizado y de las Técnicas 
Especiales de Investigación que se utilizan para enfrentarlo. El incremento 
geométrico de la actividad criminal organizada con capacidad económica 
fuerte, ejerciendo su poder a través de la violencia, así como la del ejercicio de 
manipulación y corrupción en amplios sectores del sistema político y Estatal, es 
hoy en día un fenómeno altamente productivo y cada vez más sofisticado. La 
instauración del mercado global a través de la libertad de comercio, han sido 
factores decisivos en la conformación de grupos criminales organizados.
Los grupos delincuenciales se caracterizan por encontrarse en condiciones de 
actuar, tanto en la vertiente legal como en la ilegal de la actividad política y 
económica. En éste sentido se hace imperativo combatir éste flagelo mundial, a 
través de medios legales especiales. En Nicaragua que hasta el momento ha 
mantenido un relativo control del Crimen Organizado es de suma importancia.
En la Constitución Política de Nicaragua prima la dignidad humana como uno 
de los valores fundamentales de la nación. En materia penal esto se traduce a 
que se debe siempre respetar los derechos y garantías a que tienen todas las 
personas involucradas en el proceso.
El nuevo Código Procesal Penal tiene dentro de sus principios la libertad 
probatoria y de licitud de la prueba. En ambas se enfatiza que se debe obtener 
e incorporar la prueba en el proceso penal conforme se dispone en el Código;
la Constitución Política; y los tratados internacionales sobre derechos 
humanos; o sea, que la prueba debe tener un origen que sea lícito y que no 
violente los derechos fundamentales de los individuos. Esta disposición 
también aparece en otras normas sustantivas de nuestro ordenamiento jurídico.
Sin embargo, cuando se trata de combatir el Crimen Organizado, existen 
nuevos métodos de investigación que pueden entrar en conflicto con principios 
fundamentales del Debido Proceso en Derecho, como por ejemplo: el principio 
de contradicción o el de presunción de inocencia, o con derechos 
fundamentales como el derecho a la intimidad.
En éste trabajo, trataremos de dilucidar cuando la prueba es admitida como 
licita o si  la prueba obtenida mediante éstas investigaciones no puede ser 
considerada como tal.
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Es por ello, que en el primer capítulo de éste trabajo, lo iniciaremos  con una 
sección dedicada al Debido Proceso que incluye, entre otros,  los principios de 
libertad probatoria; legalidad probatoria y presunción de inocencia.
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OBJETIVO GENERAL
Estudiar los nuevos métodos de investigación proactivos e encubiertos  
utilizados para combatir el Crimen Organizado y cuales son las  consecuencias 
jurídico-procesales y los mecanismos de control de éstos actos de 
investigación en el proceso penal nicaragüense.
OBJETIVOS ESPECIFICOS
I. Profundizar sobre la admisibilidad y eficacia de la prueba  obtenida 
en éstos actos de investigación, si afectan o no garantías 
constitucionales y procesales.
II. Describir la concepción actual de Crimen Organizado, vista desde la 
perspectiva y necesidad de utilizar nuevos métodos de investigación 
para poder enfrentarse a éste delito de una manera más eficiente.
III. Describir las concepciones amplias y restrictivas de los nuevos 
métodos de investigación del Crimen Organizado, utilizados en 
Nicaragua y comparar con otras legislaciones que utilizan métodos 
similares.
IV. Analizar éstas nuevas técnicas especiales de investigación y los 
mecanismos de control  que deben tener, como resultado de 
sentencias dictadas por los  Tribunales Penales, sobre la materia.
V. Estudiar un caso concreto de tráfico ilegal de estupefacientes y 
Crimen Organizado.
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 7 
 
MARCO TEORICO
Los Principios procesales que resguardan el Debido Proceso acusatorio 
nicaragüense, tales como licitud probatoria; libertad probatoria; y el principio de 
proporcionalidad; son determinantes para comprender mejor el desarrollo de 
éste trabajo, ya que tratamos sobre las técnicas especiales utilizadas en la 
investigación de los delitos del Crimen Organizado. .   
Este trabajo está estructurado en tres capítulos, que son los siguientes:
Capítulo Primero.
Parte I.- Hacer una breve reseña del Debido Proceso Penal y los  principios 
que lo rige en relación a la prueba. Entre éstos está la prueba, legal, ilegal o 
irregular, cuando se  prohíbe etc.  Que dice la legislación penal nicaragüense y
la doctrina. con relación a esto.
Parte II.- Tratamos el concepto de Crimen Organizado, sus características, el 
ámbito de acción, y diferencias significativas con otro tipo de organización 
criminal.
Capítulo Segundo.
Parte I - Describir las nuevas técnicas especiales de investigación; como se 
definen; como  y donde se aplican; lo mismo que los tratados, convenios y 
protocolos en que se fundamentan.
Parte II - Hacer un estudio comparado con la normativa de diferentes países 
que regulan  éstas nuevas TEI y modo de presentar en el proceso, si hay 
violaciones a su derecho interno,  constitucional y derechos humanos.
Capítulo Tercero.
Analizar un caso relevante sobre Crimen Organizado y el resultado por 
sentencia definitiva.
CAPITULO PRIMERO
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I.- Determinar sobre la admisibilidad y eficacia de la prueba  obtenida  por 
medio de las nuevas T E I y si afectan o no garantías constitucionales y 
procesales 
Aquí vamos a describir métodos investigativos relacionados al Crimen 
Organizado; y una vez que se procede al juicio, si estas pruebas obtenidas 
fueron admitidas o rechazadas por considerarse violatorias a derechos 
fundamentales constitucionales y al debido proceso. Recordemos que tratamos 
con una actividad altamente peligrosa y por sus características propias debe 
ser tratada de una manera especial, inclusive, con la forma que se obtiene la 
prueba. 
Este capítulo es de suma importancia porque al final nos lleva a entender mejor 
el conflicto que se presenta cuando se quiere obtener la prueba mediante los 
métodos tradicionales de investigación y las pruebas que se obtienen utilizando 
medios no tradicionales de investigación vinculados estrictamente al Crimen 
Organizado.
Esta sección es prácticamente Doctrinaria, por tanto, la forma de investigación 
será a través de Referencias Bibliográficos (UCA y otras). 
CAPITULO SEGUNDO
II.- Describir los nuevos métodos de investigación (TEI) en el combate 
contra el Crimen Organizado.
Atendiendo lo dispuesto en la “Convención Contra el Crimen Transnacional 
Organizado” (2000) ONU – Articulo 20 – Técnicas Especiales de Investigación.
Este capítulo tratará sobre los nuevos métodos de investigación que utiliza la 
Policía Nacional y, en su caso el Ministerio Público, cuando tratamos 
actividades del Crimen Organizado. Comenzaremos por describir algunos de 
los más relevantes medios investigativos que actualmente se utilizan en 
nuestro país y en otras naciones que tratan sobre organizaciones criminales; 
como son: las actividades de vigilancia electrónica de las comunicaciones 
mediante medios técnicos, y de grabación de las conversaciones; las de 
seguimiento y video vigilancia de personas. Y quizás la más controversial que 
es el uso de la figura del agente encubierto y del agente provocador etc.
Para el desarrollo de éste capítulo analizamos las leyes especiales de 
investigación de los países que utilizamos de referencia, lo mismo que la 
normativa penal de dichas naciones tales como  el Código Penal, el Código 
Procesal Penal y cualquier otro material que nos pudiera servir para 
fundamentarnos mejor sobre la materia. También estudiamos una cantidad de
jurisprudencia para sustentar ésta investigación.
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 9 
 
Esto será el cuerpo del trabajo
CAPITULO TERCERO
III.- Análisis de un Caso Concreto sobre Crimen Organizado.
Estudiar un expediente judicial desde la acusación fiscal hasta la sentencia 
definitiva, tratando de vincular lo más acertadamente posible con las técnicas 
especiales de investigación establecidas en la Ley 735 sobre Crimen 
Organizado.
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MARCO METODOLOGICO
En la realización de éste trabajo hemos empleado el Método de Investigación 
Jurídica Empírico.  Mediante el desarrollo de la presente Tesis Monográfica,  
veremos  el conjunto de datos que dan nacimiento a un orden normativo que 
servirá para  conocer, descubrir, analizar y evaluar las Técnicas Especiales de 
Investigación que actualmente están siendo utilizadas  a nivel mundial  para 
enfrentar al Crimen Organizado. 
El tipo de investigación será descriptivo y comparativo, lo que nos permitirá  
Indagar sobre los Principios Jurídicos que responden a éstas nuevas 
disposiciones. Lo mismo que encontrar y describir las diferencias entre las 
normativas consultadas, y finalmente descubrir la correspondencia entre la 
conducta social y  Crimen Organizado; lo mismo que el efecto resultante en
relación a lo previsto por las normas especiales que tratan sobre el tema.  
Para el desarrollo de éste trabajo hemos estudiado fuentes bibliográficas sobre 
Crimen Organizado. También  consultado diferentes legislaciones que incluyen
éstos nuevos  métodos y procedimientos de investigación policial; igualmente, 
nos hemos respaldado por mucho derecho comparado de tal forma que hay 
una sección dedicada a jurisprudencia. 
Además, hemos trabajado con el Código Penal y Código Procesal Penal de 
varios países, lo mismo que diferentes ensayos y tratados de autores diversos 
que estudian sobre el tema. Todo con el  propósito de brindar lo más 
acertadamente posible una visión más clara sobre la situación actual del 
Crimen Organizado y las normativas empleadas para enfrentarlo.
.
.
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Capitulo I: El Debido Proceso Y Crimen Organizado.
1.1 EL DEBIDO PROCESO.
1.1.1  Concepto del Debido Proceso.
Sabemos que en el sistema penal moderno, es esencial y requisito 
constitucional mantener un Debido Proceso con el fin de  proteger a todos los 
involucrados contra los abusos o extralimitaciones de poder por parte del 
Estado. Nicaragua no es excepción, y  nuestro procedimiento penal acusatorio 
así lo dispone. Queremos a continuación mencionar la importancia del Debido 
Proceso.
El objetivo de éste trabajo, trata sobre las nuevas técnicas de investigación 
policial en los delitos del Crimen Organizado y de su incorporación como 
pruebas en el proceso penal. Sin embargo, sería inútil comenzar, si no 
consideramos o sin tomar en cuenta los principios fundamentales que rigen 
universalmente  el derecho positivo y especialmente al sistema acusatorio 
nicaragüense. Esto es de suma importancia porque al momento de la 
investigación policial se deben realizar los actos correspondientes sin violación 
a los derechos fundamentales de las personas; por lo tanto, debemos siempre 
e imperativamente seguir un Debido Proceso.
Por definición, el Debido Proceso es un principio jurídico procesal según el cual 
toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas tendientes a asegurar 
un resultado justo y equitativo dentro del proceso, y a permitirle tener 
oportunidad de ser oído y hacer valer sus pretensiones frente al juez.
Este principio, procura tanto el bien de las personas como de la sociedad en su 
conjunto. Dicho de otra forma, procura la garantía de los derechos 
fundamentales constitucionales frente al Estado y de la cual toda persona está
en su derecho de pretender. Por lo tanto, podemos decir que:
a) Las personas tienen interés en defender adecuadamente sus 
pretensiones dentro del proceso. 
b) La sociedad tiene interés en que el proceso sea llevado de la manera 
más adecuada posible para satisfacer las pretensiones de justicia que 
permitan mantener el orden social.
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La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, se refiere al Debido 
Proceso y  se encuentra regulado en ese cuerpo normativo en su capitulo II  
“Derechos Civiles y Políticos”  Artículo 8 sobre Garantías Judiciales:
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 
carácter… sigue diciendo: toda persona inculpada de delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 
culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho en plena igualdad 
a diversas garantías mínimas, las que también recoge nuestra Constitución 
Política.
El Debido Proceso es un derecho fundamental y así lo sostiene una Sentencia 
de la CSJ de Nicaragua, Sala Constitucional No. 317/2009 del 16 de julio, la
cual define el Debido Proceso; sus principios rectores; y la forma de su 
cumplimiento, en especial desarrolla el principio de legalidad y de la 
importancia de un Debido Proceso justo, que se le debe brindar al acusado sin 
perjuicio del hecho por el cual se le investiga o acusa.  Además, dice la CSJ 
“Esta Sala recuerda que los derechos fundamentales, entre ellos los 
procesales, son derechos inalienables del ciudadano frente al Estado.”
Cita la Sentencia:
La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de 
Nicaragua deja constancia que “comparte la obligación constitucional de 
luchar contra actos de corrupción, pero una lucha que debe de realizarse 
bajo el imperio de la ley y el respeto de los derechos fundamentales de 
la persona, es decir, que todo esfuerzo por combatir la corrupción u 
otros hechos delictivos que no contemple en su proceso de investigación 
los derechos del proceso justo, se derrumba, se deslegitima, creando 
fisuras en el Estado de Derecho, hecho que esta Sala no puede ni debe 
permitir”.  Sala Constitucional. Sentencia No. 317/2009, del dieciséis de 
julio del año dos mil nueve, de las doce y cuarenta y cinco minutos de la 
tarde.
Mencionamos ésta cita del Tribunal Supremo porque creemos de relevancia 
con el desarrollo del tema. Aquí tratamos sobre el Crimen Organizado y las 
nuevas Técnicas Especiales de Investigación que se utilizan para combatirlo;
por lo tanto, las pruebas obtenidas deben de procesarse conforme lo señalado 
para el Debido Proceso. En los actos de investigación, en éste caso, del 
Crimen Organizado, las pruebas que se obtengan deben regirse bajo ciertos 
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principios básicos para que puedan ser incorporadas al proceso con plena 
licitud; por tanto, no puede haber acciones o actitudes que pueda infringir o 
contradecir los principios fundamentales, porque serían ilícitas y violatorias al 
Debido Proceso.
“En un Estado Democrático y de Derecho debe rechazarse toda actuación que 
implique un desprecio hacia los derechos y garantías individuales reconocidas 
en la Constitución” (Arauz Ulloa, 1996. p. 166).
Actualmente, nos encontramos que en los actos de investigación del Crimen 
Organizado utilizando éstas nuevas técnicas, nos olvidamos de aplicar las 
normas Constitucionales de un Debido Proceso, porque suponemos que  por la 
naturaleza del ilícito podemos obviar ciertos procedimientos y principios que 
son indispensables para la seguridad jurídica de la nación.
Por ejemplo, en muchos casos no se considera la Presunción de Inocencia y 
culpamos a los implicados por el solo hecho de sospechas de estar 
involucrados en actividades del Crimen Organizado; tema que abordaremos 
más adelante.
Para continuar con el Debido Proceso, veamos donde se encuentran regulados 
estos principios y garantías en nuestra legislación. Dentro de los principios
fundamentales o rectores del Debido Proceso se encuentra el de Igualdad y 
Respeto a la Dignidad Humana regulados en los artículos 26; 27; 33.2.1; y 5.1 
Constitucionales. También en nuestra Constitución Política  se expresan otros 
principios y  garantías procesales  en los artículos 32; 33; 34; 36; 130; 160: 183 
Cn. El Código Procesal Penal recoge a la vez el principio sobre el respeto a la 
dignidad humana en el artículo (3). Pero además, el CPP menciona en su Titulo 
Preliminar los principios y garantías procesales en los artículos del 1 al 17, de 
los cuales para éste trabajo vamos a señalar los que directamente conciernen a
la investigación policial del Crimen Organizado y los referentes a la obtención 
de pruebas; consideramos como tales: el Principio de Legalidad (1); Libertad 
Probatoria (15); Licitud Probatoria (16), aunque todos los principios procesales 
de una ú otra manera están entrelazados; no pudiendo estar presente uno sin 
los demás principios.
Debemos recordar que ninguna persona acusada de una infracción puede ser 
considerada responsable hasta que así se declare en una resolución libre y 
razonada, producto a la vez, de una actividad probatoria practicada con la 
observancia de las Garantías Procesales, tales como: Preasunción de 
Inocencia; Derecho a la Defensa; Derecho de Acceso al Proceso; Licitud de la 
Prueba; Libertad probatoria; Juicio Oral y Público; y  Derecho al Recurso.
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Es fundamental para éste trabajo apreciar lo importante y significativo del 
Debido Proceso, porque tratamos sobre un tema, el Crimen Organizado, y 
específicamente sobre la obtención de elementos  probatorios utilizando 
técnicas especiales de investigación consignadas mediante una ley especial 
(Ley 735, sobre Crimen Organizado) y que pueden ser inefectivas, por resultar 
ilícitas las pruebas, si no se procede respetando principios y garantías 
fundamentales establecidas en nuestra Constitución Política. Por lo complejo 
de estos métodos investigativos, se prestan a extralimitaciones y muchas veces 
a los abusos de las autoridades con el fin de demostrar el delito y de la 
participación en los mismos. Esto es muy frecuente en nuestro medio, porque 
frecuentemente amparados bajo la figura de Crimen Organizado se confunde 
con delitos comunes de la criminalidad no organizada. Aún así, dentro de los 
actos de investigación policial propiamente, lo mismo que a las investigaciones 
aplicadas al Crimen Organizado, siempre se debe seguir ciertas normas y 
procedimientos.
1.1.2 Los Actos De Investigación.
Ya vimos la importancia del Debido Proceso y como lo regula nuestra 
legislación. Ahora entramos a un campo complejo pero esencial porque es 
donde se inicia  el proceso penal; éstos son los actos de investigación. Aquí, de 
nuevo, es importante volver a señalar que tratamos sobre TEI, de exclusiva 
aplicación para enfrentar al Crimen Organizado  y que utilizamos dentro de  los 
actos investigativos. 
La investigación criminal son los actos mediante los cuales se trata de 
demostrar la comisión de un delito. Esta comienza con la denuncia o puede 
iniciarse de oficio por la misma Policía y/o  por el Ministerio Público (Art. 248 
CPP).  Partiendo de los hechos presentados se busca como probar o 
sustanciar el delito a través de una sucesión de acontecimientos orientados a 
reconstruir una verdad material. El análisis de ésta responsabilidad se hace 
acorde al principio de libertad probatoria, según la cual, puede demostrarse 
cualquier cosa por cualquier medio, siempre que sea licito. 
“Lo que somete el proceso de investigación al respeto de los derechos y 
garantías fundamentales del acusado y a que el proceso probatorio esté
determinado por aquellas probanzas que legal y constitucionalmente puedan 
ser allegadas a la investigación” (Barrientos et al. 2006. p. 413).
La investigación policial  pasa por diferentes fases, una de ellas es la fase 
preliminar o investigación preliminar, ésta es inmediata y es donde los 
investigadores reúnen ciertos elementos indiciarios que puedan ser utilizados 
como pruebas fehacientes para ser incorporadas al proceso judicial; estas
pruebas deben estar sustanciadas (Art 268 CPP). Las pruebas deben ser 
lícitamente obtenidas y sin violentar los derechos humanos y constitucionales 
de los presuntos culpables. Algunas de las atribuciones de la Policía Nacional 
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al respecto, están reguladas en el artículo 230 CPP. Si en ésta fase o etapa 
investigativa se procede inapropiadamente o se descuida la formalidad legal,
resultaría en perjuicio de un Debido Proceso y aún más significativo, será la 
inadmisibilidad de la prueba en el juicio, y como resultado, el trabajo 
investigativo realizado sería en vano; aunque, como veremos más adelante,
existen excepciones a éstas prohibiciones probatorias. 
Antes de enfocarnos a la prueba en el proceso penal, es importante señalar 
que no se podrá lograr prueba real, verdadera y justa  si la forma de su 
obtención es defectuosa, por ello nos vamos a referir a tres presupuestos que 
deben estar presentes en todo acto de investigación policial, éstos son:
Libertad Probatoria; Licitud Probatoria; y Principio de Proporcionalidad, sin 
dejar de atender los demás principios que rigen el proceso, pero 
concentrándonos en los anteriores. Esto significa que todo hecho ú acto está
sujeto a investigarse y probarse, siempre que ésta haya sido obtenida
legalmente y valorada con equidad; que sea justa o justificada.
En cuanto al Crimen Organizado, existen actos de investigación que pueden o 
no afectar derechos fundamentales. Sin embargo, como son técnicas 
especiales, su procedimiento difiere un tanto en los métodos que utiliza, (por 
ejemplo, intervención de comunicaciones) pero de ninguna manera pueden 
salirse del marco constitucional en cuanto a los derechos fundamentales de los 
que tanto hemos mencionado. Este aspecto de las Técnicas Especiales de 
Investigación las abordaremos en el capitulo II de éste trabajo.
1.1.3  La Prueba En El Proceso Penal.
Todos sabemos lo que significan pruebas para un  proceso penal; son los 
elementos materiales y visibles que sustentan o dan fe de que un hecho o acto 
ha ocurrido. Las pruebas son necesarias y deben ir estrechamente ligados con
la finalidad del proceso que es el esclarecimiento de los hechos y la 
determinación de la responsabilidad de los culpables (Art 7 CPP). Caso 
contrario, podemos decir que los hechos absurdos y los imposibles están 
exentos de prueba, producen certeza de su inexistencia. 
Retomando los principios Libertad probatoria y Licitud probatoria, podemos 
decir que las decisiones que se adopten deben tener como soporte pruebas 
legalmente obtenidas al proceso, es decir incorporadas válidamente y fundadas 
con respeto a la dignidad humana, la libertad y la autonomía individual, 
tomando en cuenta que una ú otra actividad no esté afectada por una conducta 
funcional vulneradora de los derechos fundamentales, pues en éste caso, la 
prueba es ilícita o ilegítima, porque el procedimiento para obtenerla se ha 
realizado vulnerando el ordenamiento jurídico. Se debe tener en cuanta la 
licitud y legalidad con respecto al procedimiento de prueba como también  
respecto a todas las garantías señaladas.
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"La prueba debe ceñirse a la ley para que sea eficaz, cuando el Código 
Procesal Penal exige que se practiquen respetando los derechos humanos, 
está reafirmando ese principio de la legalidad de la prueba” (Terán Luque, s.f. 
p. 3).
Antes de continuar creemos de importancia aclarar algunas terminologías que 
se han venido usando cuando nos referimos a las pruebas; su manera de 
obtención y efecto que producen en el proceso penal. Esto lo hacemos por la 
dificultad que hay para diferenciar entre lo que son pruebas prohibidas o 
prohibiciones probatorias; prueba inconstitucional; prueba nula; prueba viciada;
y prueba clandestina, pero muy especialmente, lo que refiere a la prueba ilegal 
o ilegalmente obtenida y la prueba ilícita o ilícitamente obtenida, también 
debemos agregar el uso del concepto de prueba irregular.
Para esto debemos partir de dos principios importantes para el proceso penal 
1) El Principio de Legalidad de la prueba, la cual dice que los elementos de 
prueba deben obtenerse e incorporarse al proceso conforme los principios y 
normas dispuestas en la ley; y, 2) El Principio de Licitud de la prueba, la cual 
supone que toda prueba debe obtenerse y practicarse con respeto a los 
derechos fundamentales.
Huertas Martin (1999) expresa que  dentro del concepto prueba ilegal, incluye 
los siguientes grupos: 
La prueba prohibida o interdicción legal de utilización de ciertos métodos 
para la consecución de resultados probatorios; b) La prueba obtenida 
con violación de derechos o libertades fundamentales; y c) La prueba 
irregular, esto es, aquella practicada o asumida con violación o en 
ausencia de los requisitos procesales exigidos y/o de los principios que
rigen la actividad probatoria (pp. 132-133).
1.1.4  Conceptos De Prueba Ilícita Y Prueba Irregular.
Por prueba ilícita debe entenderse aquella prueba obtenida y/o practicada con 
vulneración de derechos fundamentales. Por el contrario, prueba irregular 
(ilegal) sería aquella obtenida, propuesta o practicada con infracción de la 
normativa procesal que regula el procedimiento probatorio pero sin afectación 
nuclear de derechos fundamentales.
La anterior diferenciación conceptual tiene una enorme repercusión, pues la 
regla de exclusión probatoria y el reconocimiento de su eficacia refleja, “se 
debe predicar con exclusividad de la denominada prueba ilícita, mientras que la
prueba irregular quedaría sometida al régimen de nulidad de los actos 
procesales, admitiéndose, en determinados casos, su subsanación y/o 
convalidación” (Miranda, 2007. p. 21).
Al respecto, la Constitución nicaragüense en su artículo 26 parte infine señala: 
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“(…) La ley fija los casos y procedimientos para el examen de documentos 
privados, libros contables y sus anexos cuando sea indispensable para 
esclarecer asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia o por 
motivos fiscales… Las cartas, documentos y demás papeles privados, 
sustraídos ilegalmente no producen efecto alguno en juicio o fuera de el…”
A esto agregamos lo que dice Moreno Castillo (2010).
A partir de ésta regulación podemos llegar a la conclusión de que  
nuestra legislación considera nula toda prueba obtenida a través de la 
violación de cualquiera de los derechos individuales como regla general, 
no obstante, existen excepciones, también establecidas en la ley, en las 
que se restringe algunos de estos derechos
Al aceptar que toda prueba obtenida vulnerando derechos 
fundamentales es nula de pleno derecho es la posición mayoritariamente 
aceptada por la doctrina procesal, no obstante, la posición no es tan 
pacifica en los siguientes supuestos:
1) La admisibilidad o no de la prueba ilícita y su valoración NO ES un 
derecho fundamental.
2) La admisibilidad o no de la prueba LÍCITA derivada de otra ILICITA 
(doctrina de los frutos del árbol envenenado o del efecto reflejo).
3) La valoración conjunta de la prueba y su repercusión cuando entre 
los elementos probatorios concurre uno de obtención ilícita o practica 
irregular.
4) La inadmisibilidad o la inapreciabilidad de la prueba ilícitamente 
obtenida (p. 173).
Prácticamente todos los ordenamientos jurídicos de corte acusatorio han 
incorporado una regla de exclusión probatoria en virtud de la cual no se 
reconocen efectos a las pruebas obtenidas con vulneración de derechos 
fundamentales (ilicitud probatoria).
1.1.5  Libertad Probatoria (15 CPP).
Podrá introducirse al debate como prueba todo elemento que arroje indicios de 
la ocurrencia del hecho objeto a probar siempre y cuando el medio empleado 
para obtener dicha prueba no transgreda los parámetros procesales 
establecidos por la Constitución Política y el Código Procesal Penal. 
El Código Procesal Penal de Nicaragua establece el principio de libertad 
probatoria conocido también como principio de libre valoración de la prueba, en 
virtud del cual, “la prueba se valorara conforme al criterio racional observando 
las reglas de la lógica” (art 15 segunda frase) Esta se diferencia de las reglas 
legales de valoración del proceso inquisitorio. En el proceso penal las pruebas 
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 18 
 
se valoran siempre de manera fundada, motivadamente, expresando el juez en 
su sentencia los motivos de convicción en uno ú otro sentido. 
Las garantías constitucionales imponen ciertas limitaciones al principio de 
libertad probatoria, si bien todo elemento de convicción puede ser probado, de 
las garantías individuales se derivan las limitaciones para la adquisición del 
conocimiento del hecho motivo del proceso. Por lo tanto, todo elemento de 
convicción que se incorpore al proceso debe respetar las normas 
constitucionales y procesales para su obtención y realización.
Dice Moreno Castillo (2010) al referirse a éstas limitaciones:
Los limites de los derechos fundamentales se pueden analizar desde los 
operadores jurídicos que los pueden incorporar al ordenamiento jurídico, 
ya que los limites de cada derecho, considerado en general, se pueden 
encontrar en la Constitución y en las leyes…en cambio, los limites de los 
derechos en concreto, aparecerán en la resolución judicial que resuelve 
el conflicto planteado (p. 177).
1.1.6  Licitud Probatoria (16 CPP).
Algunas prácticas de investigación solamente pueden ser llevadas a realización 
con autorización judicial y en algunos actos investigativos por procedimientos 
especiales, por cuanto su complejidad y limitaciones. Por ejemplo: 
Investigaciones corporales; Inspecciones corporales; Intervenciones 
telefónicas; registros domiciliares y de algunos vehículos (Artículo 26 Cn.).
El artículo 16 del CPP dice en cuanto a la licitud de la prueba “la prueba solo 
tendrá valor si ha sido obtenida por un medio licito e incorporada al proceso 
conforme a las disposiciones de este Código” a la vez expresa “cualquier hecho 
de interés para el objeto del proceso puede ser probado por cualquier medio de 
prueba licito.”
En todo caso lo que se pretende es que la policía que investiga y la fiscalía que 
acusa,  deben valorar bien su proceder y no actuar apresuradamente en riesgo 
de cometer un delito al hacerlo. Por lo tanto, se debe considerar cada acto 
particular aplicando la proporcionalidad, principio que establece en el artículo 5 
del CPP.
“Las potestades que éste código otorga a la Policía Nacional, al Ministerio 
Publico o a los jueces de la Republica serán ejercidas racionalmente y dentro 
de los limites de la más estricta proporcionalidad, para lo cual se atenderá la 
necesidad e idoneidad de su ejercicio y a los derechos individuales que puedan 
resultar afectados” y sigue diciendo éste mismo artículo. “Los actos de 
investigación que quebranten el principio de proporcionalidad serán nulos sin 
perjuicio de la responsabilidad penal en que pueda haber incurrido el 
funcionario público que los haya ordenado o ejecutado.”
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Es fundamental señalar, conforme lo dicho, todo medio de prueba debe ser 
legalmente obtenida e incorporada al proceso; no se deben violentar derechos 
y garantías fundamentales constitucionales y de derechos humanos. De aquí 
se deduce que no caben excepciones ni procedimientos especiales para el 
tratamiento de pruebas, sino expresamente señaladas por la ley, ni se debe 
considerar la conducta o el origen del acto criminal para violentar esos 
derechos; muy frecuente cuando se investiga al Crimen Organizado. Existen en 
diferentes legislaciones leyes especiales para el tratamiento de organizaciones 
criminales de carácter transnacional e inclusive para la delincuencia local, que 
pueden traspasar o violentar preceptos constitucionales, esto lo abordaremos 
en la sección dedicada al Crimen Organizado.
1.1.7  Prueba Ilícita.
Habiendo establecido brevemente los conceptos de libertad probatoria y licitud 
probatoria como lo indica nuestro ordenamiento penal y la doctrina en general;
vamos a proceder a entrar a lo que interesa a éste trabajo que es la posibilidad 
de incorporación al proceso penal de las pruebas obtenidas cuando no se 
cumplen los requisitos de licitud probatoria en estricto sentido y cuáles son las 
consecuencias y efectos que pueden resultar de ello. Aquí lo importante 
señalar es que cuando nos referimos a prueba ilícita y su incorporación,
estaremos refiriéndonos a pruebas obtenidas por TEI, que explicaremos más 
adelante.
Para seguir la  secuencia, primero habrá que  desarrollar lo que se considera 
prueba ilícita y posteriormente  ver las posibilidades jurídico-legales de poder 
utilizarlas como pruebas validas.
Por lógica y atendiendo a los conceptos anteriores podríamos decir que una 
prueba ilícita es aquella que se ha procedido obtener violando los derechos 
fundamentales.
Veamos como lo explica Gonzales Sandoval (2006). 
Para que los elementos de prueba sean legales éstas deben haber sido 
obtenidas lícitamente, ya sea de manera directa o indirecta. Cuando 
hablamos de la licitud de la prueba obtenida de manera directa, nos 
referimos a que todo elemento de convicción deberá ser adquirido por la 
Policía Nacional con apego a las garantías fundamentales y procesales. 
Cita un ejemplo: Para poder obtener determinado objeto o sustancia que 
se encuentra en domicilio conocido, la unidad policial de investigación 
deberá contar con la debida resolución judicial que autoriza el 
allanamiento y registro de morada. 
La forma indirecta se diferencia en cuanto, el órgano investigador 
consigue un resultado legitimo – la obtención del objeto sustancia o 
persona – pero a consecuencia de la realización de un acto anterior 
ilegitimo. Cita un ejemplo: Las sustancias prohibidas encontradas en el 
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equipaje de una persona durante el registro en aduana, cuando el 
conocimiento de que en dicho equipaje se encontraban las sustancias 
ha sido obtenido como consecuencia de una intervención telefónica 
practicada sin la debida autorización judicial (p.  20).
LOPJ de Nicaragua en su artículo 16 dice lo siguiente en cuanto a la validez de 
los elementos probatorios: “No surten efecto alguno en el proceso las pruebas 
sustraídas ilegalmente ú obtenidas violentando directa o indirectamente los 
derechos y garantías constitucionales.”
Tomando en cuenta todo lo que anteriormente se ha dicho sobre prueba licita y 
lo que se considera prueba ilícita y su estrecha relación con las garantías 
procesales, se puede llegar a la conclusión que toda prueba obtenida violando 
éstas garantías debe ser considerada ilegitima y  cualquier prueba obtenida de 
manera ilícita, ya directa o indirecta, deberá ser inadmitida para su 
reproducción en juicio oral, a solicitud de parte.
Aquí cabe hacer una diferencia  entre ilicitud de la prueba que depende de un
hecho anterior al proceso o, aún coetáneo a éste, realizado fuera del proceso 
mismo o en un momento diferenciado de la fase de prueba; la ilegalidad se 
corresponde con la infracción de las normas procesales que regulan la 
proposición práctica o valoración de la prueba en cuestión.
Cuando nos referimos a las TEI que se aplican para el Crimen Organizado, y 
debido a que los métodos utilizados son especiales para la obtención de los 
elementos de prueba,  es muy importante tener presente cuando ésta es lícita o 
ilícita para su incorporación al proceso.
Por ejemplo: una prueba puede ser ilícita (por serlo su fuente de obtención) aún
siendo legal, por haberse llevado al proceso y práctica con escrupuloso respeto 
a las normas procesales. Del mismo modo, una prueba con fuente lícita puede 
ser tachada de ilegal por infracción de las normas procesales sobre su práctica 
y valoración. 
El Tribunal Constitucional Español, en su sentencia Nº 64/1986, de 21 de 
mayo, declaró que la garantía se refiere tan sólo a la ilicitud en la obtención de 
la fuente de prueba, no en la que se produce durante su práctica o valoración.
Esta resolución se refiere a un Recurso de Amparo No. 452/2006 que impugna 
sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Constitucional porque considera que 
violenta derechos fundamentales del solicitante de Amparo. Caso: propietario 
de restaurante  que obligaba a meseras a prostituirse con los clientes; se le 
condenó por prostitución. Posteriormente a través de recurso de amparo, el Sr 
X dice que la sentencia condenatoria vulneraba su derecho fundamental de 
presunción de inocencia; que las pruebas incorporadas al proceso se basaban 
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en la confesión del recurrente y la reproducción por lectura de las actuaciones 
sumarias. No habiendo comparecido las presuntas victimas del delito y no 
pudiendo el señor X comprobar la identidad y las declaraciones que aquellas 
hicieran ante la Policía; alega manifiesta indefensión (Siempre fue 
representado).
El Tribunal declaró entre otras, lo siguiente:
La tacha que puede oponerse a las pruebas según la doctrina... es la 
vulneración de los derechos fundamentales que se cometa al obtener las 
pruebas, pero no las que se produzca en su momento de admisión en el 
proceso o de su practica en el… el solicitante no especifica cuales 
derechos fueron violentados…no puede decirse que las pruebas 
sumarias hayan sido practicadas a espaldas del interesado. (Ver 
sentencia en anexos).
1.1.7.1   La Tesis De Exclusión De La Prueba Ilícita.
Vamos a considerar dos tendencias que existen actualmente,  aunque  
extremas,  que se refieren a la prueba ilícita.
La primera considera que ésta prueba (ilícita)  no es admisible; y la segunda 
posición que estima que es procedente su admisión pero que se debe 
sancionar a quien violó el derecho para obtenerla.
La tesis de exclusión de la prueba ilícita, se fundamenta en la imposibilidad de 
aceptar la violación de un derecho; la tesis contraria, en cambio, atiende al 
concepto fundamental de que la verdad es lo que interesa al Derecho. 
Como sabemos la meta del proceso penal es investigar la verdad respecto del 
hecho punible y sancionar al autor. El esclarecimiento de la sospecha debe 
efectuarse desde un punto de vista jurídico constitucional tomando en cuenta 
que los ordenamientos constitucionales o procesales condicionan la búsqueda 
de la verdad sobre el hecho punible respetando los  valores o intereses que 
priorizan sobre ella. En algunas ocasiones, al autor y coautores del delito, no se 
les impone pena porque la comisión del hecho o la participación de éste no se 
han podido acreditar con los alcances (certeza motivada de culpabilidad) y 
dentro de los límites (respeto a la dignidad humana y otras garantías) que 
impone la Constitución Política y las normas procesales. 
Aunque seguramente no es correcto, sí parece ilustrativo afirmar que éste es el 
precio que paga el principio de legalidad (todo delito debe ser penado) porque 
debemos seguir ciertas disposiciones vigentes en un Estado Social  de 
Derecho.
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En reacción a la admisibilidad procesal de medios de prueba obtenidos 
ilícitamente, se encuentra la “Teoría Del Fruto Del Árbol Envenenado”,
teoría que surge en la jurisprudencia norteamericana en el año 1914,
consolidándose en la Constitución Política de ese país en 1961. La teoría del 
fruto del árbol envenenado o prohibido, pretende proteger los derechos del ser 
humano; y hace referencia a la prohibición que tiene las autoridades de obtener 
pruebas mediante detenciones, registros e incautaciones irrazonables, pues los 
mismos no pueden ser utilizados en un proceso contra el sindicado pues debe
de suprimirse, atendiendo a ésta regla existen ciertas características aplicables 
como: intimidar a los funcionarios del orden público para que no vulneren la 
protección constitucional al procesado; evitar que los tribunales aprovechen 
evidencia obtenida ilegalmente; e impedir que el gobierno se beneficie de una 
obra ilícita y por ello se le reste confianza. 
1.1.7.2  Consideraciones Finales De  La Prueba Ilícita.
Toda la teoría sobre la ilicitud de la prueba se debe al Derecho norteamericano, 
a partir de finales del siglo XIX y a la aparición de la <exclusionary rule> por 
aplicación de la cuarta y la quinta enmiendas de la Constitución 
estadounidense.
La incorporación del sistema de prueba ilícita al Derecho español se haría a 
finales del siglo XX. 
Como manifiesta Gonzales García (2005).
La posibilidad de incorporar al proceso penal la prueba ilícita implica la 
adopción de un criterio legal para decidir qué hacer con los medios de 
prueba ilícitamente obtenidos, y reduce la incidencia de la decisión del 
juez sobre la licitud de los medios de prueba a los términos marcados 
por el legislador (p. 26).
Tanto en la LOPJ artículo 16 de Nicaragua como en la LOPJ artículo 11.1 de 
España, coinciden en señalar que “No surtirán efecto las pruebas obtenidas, 
directa o indirectamente, violentando los derechos o  libertades 
fundamentales.”
Sobre la conducta prohíba ú obtención de medios de prueba violentando, 
directa o indirectamente, derechos fundamentales no difieren ambos 
ordenamientos jurídicos, de Nicaragua y de España. Esta normativa es 
generalizada en todos los procedimientos procesales modernos. 
La normativa solo viene afirmar lo que se ha dicho anteriormente, que la 
prueba sólo puede sufrir restricciones por infracción de derechos de idéntica 
calidad, esto es, de derechos fundamentales. Estos derechos están referidos 
en nuestra Constitución Titulo IV capítulo 1 (artos. 23 al 46).  Esto lo 
abordaremos con más profundidad en el capítulo dedicado a TEI.
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Cuando nos referimos al Crimen Organizado, se presenta una problemática, 
porque al utilizar los TEI y al considerar los efectos   de la prueba ilícita  en la 
denominada prueba refleja mediata o derivada; nos preguntamos, cuando 
pueden ser consideradas ciertas pruebas obtenidas directamente en contra de 
un derecho fundamental. 
Por ejemplo, cuando podemos determinar si las pruebas obtenidas a través del 
conocimiento derivado de otra realizada, que vulnera un derecho fundamental, 
(caso del derecho al secreto de las comunicaciones telefónicas), y si deben ser 
excluida o no. La doctrina procesal considera, que ha de precisarse si se hallan 
vinculadas a las que vulneraron el derecho fundamental sustantivo de modo 
directo, esto es, habrá que establecer un nexo entre unas y otras que permita 
afirmar que la ilegitimidad constitucional de las primeras se extiende también a 
las segundas (conexión de antijuridicidad). 
Coincidiendo con Gonzales García (2005), la cuestión es determinar cómo, en 
qué momento y a iniciativa de quién, se invalida la prueba en el seno del 
proceso. Esto se vuelve difícil no solo porque es habitual que el conocimiento 
de la ilicitud de la fuente se conozca con posterioridad a la incorporación de la 
prueba al proceso, incluso con posterioridad a la práctica o conocimiento de 
ésta por el tribunal.
Recordemos lo que mencionamos sobre ilicitud de la prueba y la prueba 
irregular; donde una prueba ilícita violatoria a un derecho fundamental, al no 
oponerse y demostrarse, se convierte en legal dentro del proceso porque se 
utiliza con las debidas observancias. Es sumamente importante tratar el tema 
porque hemos visto que al referirse a los delitos del Crimen Organizado estas
cuestiones quedan desapercibidas. 
1.2  EL CRIMEN ORGANIZADO Y DERECHO PENAL.
1.2.1  Perspectiva Actual.
Antes de proseguir vamos a tratar de definir lo que es el Crimen Organizado y 
diferenciarlo de lo que comúnmente se denomina grupos delincuenciales 
organizados, a la vez, tratar de desvirtuar la nueva tendencia llamada Derecho 
Penal del Enemigo.
El tema del Crimen Organizado como grupos de poder, y que se han convertido 
en  grandes estructuras socio-económicas que utilizan la violencia y otros 
medios coercitivos para operar, ha sido materia de estudio desde hace tiempo, 
pero es la Convención de Palermo (2000) la que define o trata el tema con más 
claridad.
Como se determina lo que es Crimen Organizado, veamos algunos aspectos.
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A diferencia de la concepción tradicional clásica, el Crimen Organizado es todo 
un ente regulador de la vida social, incluso fuente de crecimiento tecnológico, 
científico y renovador de los sentimientos sociales, es por esto que  en la 
actualidad se observa una evolución hacia una forma de criminalidad como 
empresa. Los grupos delincuenciales organizados se caracterizan por 
encontrarse en condiciones de actuar, tanto en la vertiente legal como en la 
ilegal de la actividad política y económica.
El Crimen Organizado,  también se caracteriza por su elevada complejidad a 
nivel organizativo, adoptando modelos y estructuras de tecnología de punta;
por lo que se ha calificado ésta actividad como "industria del crimen", 
"empresas criminales" o "multinacionales del crimen.”
Si bien, a éstas organizaciones criminales se les consideran como tal por sus 
actos delictivos, las mismas, no se fundamentan exclusivamente  por éste 
hecho, ya que su función principal es la rentabilidad económica y el delito 
constituye solamente un instrumento para la consecución de fines materiales, y
se sirve de medios ilegales para lograrlos, o sea, su fin principal es alcanzar el 
máximo de ganancias económicas, y si necesario recurrir a medios criminales. 
El Crimen Organizado actúa con criterios empresariales claramente 
establecidos, planificando sus actividades de acuerdo con los criterios 
económicos de la oferta y de la demanda, contemplando el impacto de la 
acción investigativa y penalizadora del Estado, situación que les permite 
regular el alza o la baja de precios. Esto es claramente visible si se observa 
detenidamente el modelo gerencial de las organizaciones dedicadas al tráfico 
de drogas; de las bandas organizadas de secuestradores; de los grupos que 
lavan dinero; de las organizaciones multinacionales del tráfico de personas; del 
comercio de insumos para el procesamiento de la cocaína; de los carteles de la 
gasolina; de los falsificadores, etc.
Es importante señalar aquí la importancia de poder tipificar el delito de Crimen 
Organizado y la conducta empleada. Mencionamos esto porque no queremos 
caer en la equivocada concepción de creer que toda organización delincuencial 
es Crimen Organizado; y, que a consecuencia de legislaciones excesivamente 
celosas, se apliquen sanciones injustas a la delincuencia común  por ser 
tildadas de ser parte del Crimen Organizado. 
Esto nos lleva a la denominada “cultura de riesgo” Callegari (2010).
Para entender esto mejor veamos lo que ha pasado. La globalización y por la 
misma movilización que resulto de ella, trajo consigo un  creciente sentimiento 
de inseguridad en la sociedad, esto y por la aparición de nuevas formas de 
criminalidad se pensó que el derecho penal pautado existente hasta entonces 
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era obsoleto e incapaz de enfrentar ésta nueva problemática. Como resultado y 
en nombre de la seguridad, se pide mayor protección del Estado para 
establecer políticas represivas vinculadas al Crimen Organizado; en
consecuencia, el Derecho Penal a través de constantes reformas responde con 
la idea que serían más eficientes en la prevención de los nuevos tipos 
delictivos.
Sin embargo,  es posible afirmar que el debate del Derecho Penal en la 
sociedad en riesgo se puede apreciar en tres aspectos: Que éstos nuevos 
riesgos son generalmente artificiales; Que es cada vez mas difícil atribuir 
responsabilidad de riesgo a personas individuales o colectivas porque no existe 
criterio de distribución efectiva; El sentimiento de inseguridad no parece 
guardar exclusiva correspondencia con tales riesgos, sino que se ve 
potenciado por la intensa cobertura mediática de los sucesos peligrosos o 
lesivos en la formación de la opinión pública referente al crimen y la 
criminalidad.
Todo esto, o sea, una expansión del Derecho Penal contemporáneo, obliga  al 
surgimiento de múltiples figuras nuevas y reformas de tipos penales ya 
existentes, haciendo que el principio de taxatividad fuera absolutamente 
olvidado.
La influencia de los medios de comunicación tiene algunas consecuencias, por 
ejemplo: Que se comercie con la criminalidad a través de un falseamiento de 
los datos de la realidad social generando un enorme alarde al vender el crimen 
como un producto rentable generando en el público un recrudecimiento de la 
intervención punitiva y presión sobre los poderes públicos para que las 
reformas penales necesarias sean efectivamente llevadas a cabo; por tanto, 
podemos decir que “El problema se presenta cuando éstas experiencias y 
percepciones son atendidas por el legislador sin la interposición de núcleos 
expertos de reflexión que valoren las complejas consecuencias que toda 
decisión penal conlleva” (Diez Ripolles, 2008. p. 75).
Al introducir nuevas formas penales, por la expansión del Derecho Penal y el 
retorno al punitivismo/eficientismo, el legislador cae en la equivocada 
percepción del llamado discurso de “ley y orden” que es reaccionar con firmeza 
en el marco de la lucha contra la criminalidad llegándose a medidas represivas 
drásticas que configuran en mecanismos de inecuación del delincuente y
directamente encaminados a sacar de la vida social y recluir por largos 
periodos de tiempo a los delincuentes habituales de la criminalidad clásica.
Según Diez Ripolles (2008), refiriéndose al miedo  e inseguridad de la sociedad 
contemporánea de tornase victima de los delitos tradicionales; la cual  ha 
aumentado considerablemente, se debe a dos factores a considerar:
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Primero que las cosas van cada vez peores en cuanto a temas  de 
prevención de la delincuencia que se manifiesta por la poca confianza 
en los poderes públicos para enfrentar el problema;  y, segundo que el 
pequeño delincuente anteriormente visto como un individuo socialmente 
desfavorecido que nos obligaba a prestarle ayuda, ahora son vistos, sin 
mediar el comportamiento delictivo, como seres sin escrúpulo, egoístas 
e inmorales y se les llama con calificativos degradantes y 
deshumanizantes (p. 80).
Igualmente expresa Dornelles (2008) sobre el tema:
Es posible afirmar que el Derecho Penal punitivista/eficientista constituye 
una especie de fundamentalismo penal criminalizado de los conflictos 
sociales, que substituye la mediación política en las relaciones sociales 
por un derecho penal de emergencia con carácter de contra-insurgente
(p. 46).
1.2.2  Derecho Penal Del Enemigo. 
Esta teoría fue expuesta por el jurista alemán Gunter Jakobs y su fundamento 
parte de la metáfora “guerra contra el crimen” que se ha utilizado en muchos 
países especialmente en Estados Unidos de Norteamérica.  Es consecuencia 
del expansionismo y punitivismo/eficientismo del derecho penal que creó una 
simbiosis,  y surge de ella el modelo de una política de prevención criminal 
transformando las cuestiones sociales en cuestiones de policía;
consecuentemente, “Aumenta el poder del Estado y paralelamente la reducción 
de las libertades civiles, volviéndose, muchas veces difícil de distinguir el 
Derecho Penal de  la guerra civil de la propia guerra en si” (Dornelles, 2008. p. 
47).
Por la misma utilización del termino “guerra contra el crimen”  ésta teoría dice 
que existen individuos que deben ser distinguidos como enemigos en relación 
con los demás ciudadanos. Esto implica crear un sistema penal paralelo donde 
la justicia criminal y las fuerzas del orden asumen una forma bélica, ésta 
postura se vuelve más evidente cuando se trata el Crimen Organizado.
Según la teoría, el Derecho Penal del Enemigo está dotado de ciertas 
características especiales, Callegari (2010) enumera las que más destacan: 
Aumento de la criminalidad a partir de la proliferación de bienes jurídicos 
de naturaleza colectiva, intangibles y abstractos; b) Criminalización de 
actos de mera conducta, que prescinden de la efectiva lesión a los 
bienes jurídicos tutelados; c) Anticipación de la intervención penal al 
periodo previo a la efectiva lesión del bien jurídico, generalizándose la 
punición de actos preparatorios, como, por ejemplo, la asociación 
criminal; d) Ampliación de la discrecionalidad de las autoridades 
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policiales; e) Aumento indiscriminado del limite de tiempo de la pena de 
prisión; f) Alteraciones en las reglas de imputación y en el sistema de 
garantías penales y procesales, a partir de la proliferación de tipos 
penales poco precisos y de leyes penales en blanco, así como la 
introducción de la idea de efectividad como principio rector del proceso 
penal, aunque a costa de la flexibilización, si no de la supresión, de las 
garantías de los acusados (p. 148).
Como ya explicamos, el Crimen Organizado se caracteriza por estar bien 
estructurado, con diferentes niveles de ejecución vertical bien sincronizados  y 
se mantiene éste poder a través de la violencia; por tanto, es de gran 
necesidad definir éste tipo de organización criminal para saber como 
enfrentarla, pero sin descuidar las garantías penales y procesales hasta ahora 
conquistadas. 
Por la falta de una norma jurídica completa más específica en la tipificación de 
delitos del Crimen Organizado, muchas veces se opta por definiciones abiertas 
con rasgos similares a la delincuencia común o habitual por su formación como
grupos delictivos. Por ejemplo, la tipificación de las conductas de pertenecer o 
colaborar con una organización delictiva, como delito independiente de los 
hechos punibles que tenga como finalidad la organización.
Pero quizás lo más grave es que mediante éstas figuras  delictivas se transfiere 
la responsabilidad de un colectivo a cada uno de los miembros de la 
organización, dejándose aparte la imputación individual de responsabilidad,
validos normalmente en Derecho Penal. 
Esto quiere decir que entre el Crimen Organizado y grupos delincuenciales 
comunes, no existe diferencia en cuanto a su formación ya que  en ambas se 
define que para la existencia de una organización criminal bastaría el acuerdo 
estable de unos pocos individuos, dos o tres personas, para cometer delitos 
graves. 
El Código Penal de Nicaragua en los artículos 392 y 393 se refiere a 
Asociación para delinquir y Crimen Organizado. En ambos artículos dice:
“asociación” y “estructurado” por dos o más personas; comentaremos sobre 
esto más adelante.
Otro problema es que por el mero indicio de pertenecer al Crimen Organizado,
sin considerar los rasgos esenciales de estos,  se puede caer en lo que se 
puede llamar delitos de sospecha, dejando de a lado medios probatorios y una 
modificación al tipo delictivo; o sea, la delimitación de la conducta prohibida en 
relación a lesividad y peligrosidad, y más bien pasaría a ser la base para la 
adopción de medidas de investigación, cautelares, penitenciarias. 
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De esto se debe siempre aplicar el principio de culpabilidad y responsabilidad 
por el hecho propio.  El hecho practicado es lo que debe ser reprobado y no el 
autor del hecho; por lo tanto, “solamente se puede cobrar a los sujetos los 
comportamientos concretos, delimitados, espacial y temporalmente y no por 
haber escogido un determinado plan de vida o modo de existencia” (Diez 
Ripolles, 2008. p. 148).
Tampoco hay que olvidarse del Principio de Proporcionalidad, que limita la 
sanción aplicada al hecho cometido. La pena debe guardar proporcionalidad en 
relación a la conducta delictiva y tratar de evitar insertar una serie de conductas 
delictivas como propias del Crimen Organizado. 
1.2.3  Distinción Entre Coautoría Y Crimen Organizado.
Antes de entrar a describir la Estructura Típica del delito de Crimen 
Organizado, su concepto; acción de conducta típica; las victimas y formas de 
participación; vamos a tocar brevemente dos puntos de importancia como son: 
El concurso de personas y  Crimen Organizado, lo mismo que algunos 
aspectos de la  convención de Palermo (2000).
La regla del concurso de personas es la reunión eventual de individuos que 
buscan la realización de la misma infracción penal, y que unen esfuerzos entre 
si con el mismo objetivo típico. Sin embargo, no se debe caer en el error de que 
cualquier colaboración de personas para la comisión de delitos pueda ser visto 
como perteneciente a Crimen Organizado. 
Las intervenciones del concurso son distintas en relación al Crimen 
Organizado. Mientras que en el concurso, la división de tareas entre las 
personas no importa necesariamente una colaboración fundamental para el 
éxito final del delito; en el Crimen Organizado los papeles desempeñados son 
más fuertes y necesarios para que el hecho criminal pueda ser practicado. Aquí 
funciona un engranaje, una verdadera estructura de piezas, donde el fallo de 
una puede implicar en el de un fallo total.
Algunas diferencias entre Crimen Organizado y formación de bandas en el 
concurso de personas son: Las primeras requieren una estructura sofisticada 
de actuación; un número determinado de personas y estabilidad asociativa; una
distribución de tareas estrictas. En cambio, la formación de bandas no guarda 
toda esa expectativa organizacional y normalmente está destinada a la práctica 
de delitos comunes. 
Lo expuesto anteriormente es reforzado por Choclan Montalvo (2001) de la 
siguiente manera:
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Debe establecerse adecuadamente la distinción entre el Crimen 
Organizado y la mera coautoría para la comisión de un delito concreto.
El concepto de Organización no puede ser equiparado con la simple 
coautoría, siendo ésta, la mera participación en el hecho de una 
pluralidad de personas que se distribuyen funcionalmente los 
respectivos cometidos. Estos actúan en un plano de igualdad en la que 
basta para su apreciación la estimación de una resolución común al 
hecho y reparto de roles entre los intervinientes, sin subordinación de los 
unos con los otros.
En cambio cuando se alude a una Organización Criminal es necesario 
comprobar que una pluralidad de personas completa una estructura 
jerarquizada y en consecuencia con cometidos de los subordinados 
dependientes de la acción organizativa de otras personas que actúan 
como gestores, jefes o administradores de una “empresa criminal.” La
organización como una empresa adquiere cierta autonomía con relación 
a las personas individuales que contribuyen mediante su aportación a la 
consecución del objeto de esa empresa delictiva (p.243).
Por lo tanto, la organización requiere una estructura funcional que trasciende a 
los concretos actos delictivos realizados, mientras que la coautoría se agota 
con la ejecución del delito.
Porqué es importante hacer una clara distinción entre ambas.  Como hemos 
manifestado anteriormente, en Nicaragua comúnmente se utiliza la figura de 
Crimen Organizado para describir un simple acto de coautoría y asociación 
ilícita  de la delincuencia común, aunque en ella exista delito de  tráfico de 
drogas, y por lo tanto, se impone a los acusados la condición injustificada que 
se aplica al primero. Por ejemplo: el artículo 393 CP dispone como delito grave 
quien  cometa tráfico de drogas y sea parte de Crimen Organizado, la cual 
aumenta la pena por ser ésta una agravante. 
Esto se debe en parte a que en nuestro código  “asociación ilícita” solo se 
refiere para delitos menos graves. Cuando aparece la comisión de tráfico de 
drogas al ser éste  tipificado como delito grave y no poder ser asociación ilícita,
aunque sean  varias personas, caso de delincuencia común, pero no 
pertenecientes a Crimen Organizado, porque no cumple con las características 
de tal; sin embargo, para poder sancionar la gravedad del acto, se les acusa 
como Crimen Organizado la cual conlleva penas mayores.
Caso contrario, al imputado que en verdad es parte del Crimen Organizado y 
los delitos son de clara peligrosidad y gravedad, se le puede aplicar y tipificar 
de manera inequívoca lo dispuesto para asociación ilícita para delinquir, esto
se debe en gran parte porque no hay una distinción clara al respecto. Veamos
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lo siguiente sobre la asociación ilícita y la pertenencia a una organización 
criminal como tipo autónomo.
El Código Penal de Nicaragua en su artículo 392 dice: Asociación para 
delinquir: “quien forme parte de una asociación de dos o mas personas 
organizadas con el propósito permanente de cometer o favorecer delitos menos 
graves, será sancionado con pena de prisión de seis  meses a un año. Los 
jefes o promotores de una asociación ilícita, serán sancionados con pena de 
uno a dos años de prisión.”
El CP Español dice en su artículo 515, son punibles las asociaciones ilícitas, 
teniendo tal consideración: “las que tengan por objeto cometer algún delito o, 
después de constituidas, promuevan su comisión, así como las que tengan por 
objeto cometer o promover la comisión de faltas de forma organizada, 
coordinada y reiterada.”
Hacemos mención de esto porque en nuestro CP al decir que la asociación
para delinquir, según esta definición,  pertenece a la categoría de delitos 
menos graves, y, por lo tanto, en base a esto, no sería posible aplicarlo al 
Crimen Organizado que si son delitos graves y muy graves.
Veamos que dice Choclan Montalvo (2001) al respecto:
En nuestro Derecho el delito de asociación ilícita tipificado en el artículo 
515 CP. Ha tenido una escasa aplicación práctica, debido a una 
insuficiente definición típica, y sobre todo, a la estrecha perspectiva con 
que la jurisprudencia ha interpretado este tipo, probablemente influida 
por el sentido histórico de este delito. El legislador ha preferido la técnica 
de agravaciones específicas para determinados delitos graves, con 
importantes lagunas para la represión eficaz del Crimen Organizado si
no se atribuye al delito de asociación ilícita un contenido adecuado. 
Probablemente ello ha sido debido también a la timidez de los órganos 
judiciales, en su función de interpretación de los tipos penales, a la hora 
de atribuir al delito de asociación ilícita un contenido suficiente que 
permita comprender el injusto del hecho cuando determinados delitos se 
han desarrollado en el contexto de una organización criminal y para ellos 
no se prevé la correspondiente agravación en la parte especial del 
Código; pues es claro que la asociación ilícita bien entendida, debe 
entrar en concurso real o ideal, según proceda, con los delitos que 
llegan a cometerse a través de la misma, quedando solo desplazado 
cuando se contienen agravaciones especificas en los tipos de la parte 
Especial (p.  253).
En nuestro Código Penal está tipificado el Crimen Organizado, lo mismo que 
las agravantes por los delitos que están relacionados a ésta actividad criminal. 
Lo que pretendemos señalar es que de la anterior tipificación resulta que es 
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punible, mediante éste tipo autónomo (Asociación ilícita), la mera pertenencia a 
una organización criminal para la comisión de un delito; cuestión que no está
bien definida en el artículo 392 CP.
1.2.4  Instrumentos Jurídicos Contra El Crimen Organizado.
Habiendo hecho la anterior pauta de reflexión sobre asociación ilícita, coautoría 
y Crimen Organizado, prosigamos con el tema.
Ahora bien, para atender éstas nuevas exigencias para enfrentar la
delincuencia organizada se vio la  necesidad de crear un modelo diferenciado 
de Derecho Penal para el Crimen Organizado, las cuales modificaron ciertos 
criterios e innovaciones, por ejemplo:
1.- En el Plano Sustantivo, mediante los Convenios y las leyes especiales para 
enfrentar al Crimen Organizado.
2.- En el Plano Procesal, para considerar una mayor restricción de los derechos 
fundamentales del individuo sometido al proceso penal, y en la facilitación de 
técnicas especiales de investigación que formalmente pueden llenar incluso los 
requisitos de tipo penal, (por ejemplo, el agente encubierto) pero sujetas a 
autorizaciones especificas que excluyen la antijuridicidad. 
3.- En el Plano Orgánico, la creación de órganos nacionales de persecución 
penal especializados.
Sobre las Leyes especiales, las TEI y los órganos especializados para el 
Crimen Organizado, lo abordamos en el capítulo dos de éste trabajo.
Entre los Instrumentos Internacionales adoptados por Nicaragua para enfrentar 
al Crimen Organizado están:
 Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas o Convención de Viena.
 Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional o Convención de Palermo.
 Convenio Centroamericano y República Dominicana sobre Drogas y 
Lavado, Prevención y Represión de los Delitos de Lavado de Dinero y 
Activos, con Tráfico Ilícito de Drogas y Delitos Conexos.
La Convención de Palermo (ONU. 15/11/2000) es quizás la más citada en 
todos los ordenamientos jurídicos al referirse o que tengan incidencia contra el 
Crimen Organizado.
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El propósito de la Convención de Palermo es promover la cooperación para 
prevenir y combatir más eficazmente la Delincuencia Organizada Internacional. 
Partiendo del Protocolo en mención, vamos a definir algunas características del 
Crimen Organizado y lo que dice nuestra legislación al respecto. Nicaragua 
ratifica el convenio de Palermo el 9 de septiembre de 2002 pero es hasta el 9 
de mayo de 2008 mediante la Ley 641, Código Penal de Nicaragua en que se 
establecen algunos conceptos nuevos relacionados al Crimen Organizado. 
También haremos algunas referencias a la Ley 735, Ley de Prevención, 
Investigación y Persecución del Crimen Organizado Y de la Administración de
los Bienes Incautados, Descomisados y Abandonados.
1.2.5  Definiciones De Crimen Organizado.
El Art. 393 del Código Penal, sobre Crimen Organizado dice: “Quien forme 
parte de un grupo delictivo organizado o banda nacional o internacional 
estructurada, de dos o más personas, que exista durante cierto tiempo y que 
actúe concertadamente con la finalidad de obtener directa o indirectamente un
beneficio económico o de cualquier índole, con el propósito de cometer uno o 
más delitos graves.”
La Ley 735, dice: Crimen Organizado, “grupo delictivo organizado o banda 
nacional o internacional estructurada, de dos o más personas, que exista 
durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con la finalidad de obtener 
directa o indirectamente, un beneficio económico o de cualquier índole, con el 
propósito de cometer uno o más delitos graves establecidos en la Ley.”
La Convención de Palermo en su artículo 2 (a), define el Crimen Organizado de 
la siguiente manera: Por “grupo delictivo organizado, se entenderá un grupo 
estructurado de tres o más personas” única diferencia con las anteriores.
Observaciones a estas definiciones
La Ley 735, recoge lo que dice textualmente el artículo 393 del Código Penal,
con la salvedad que omite decir “quien forme parte de un grupo delictivo”. Esto 
no está muy claro en el código porque deja abierto la cuestión de concurso de 
personas, cosa que debe definirse con mas claridad, ya que sería diferente a 
asociación Ilícita para delinquir (Artículo 392 del Código Penal).
En las definiciones cuando dice: “la participación de dos o más personas” 
puede ser cuestión de debate. Por lógica, una organización de éste tipio no
puede operar con tan solo dos personas o con pocas personas, porque sino no 
sería Crimen Organizado. En nuestra opinión,  dos o tres personas se pueden 
calificar como asociación ilícita para delinquir, no Crimen Organizado; éstos  
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últimos, por su misma estructura compleja, ya sean estructuras jerárquicas 
regionales, agrupación jerárquica, o aún, si operaran como grupo centralizado 
utilizando redes criminales manejables por pocas personas, se consideran 
Crimen Organizado.
Para ilustrar lo anterior vamos a citar una STS de 19 de enero de 1995, la que 
quizá caracterice de una manera más adecuada la organización a los efectos 
de éste tipo agravado. En ésta resolución se requiere que los autores hayan 
actuado dentro de una estructura caracterizada por un centro de decisiones y 
diversos niveles jerárquicos, con posibilidad de sustitución de unos a otros,
mediante una red de reemplazos que asegura la supervivencia del proyecto 
criminal con cierta independencia de las personas integrantes de la 
organización y, que dificulten de manera extraordinaria la persecución de los 
delitos cometidos, aumentando, al mismo tiempo, el daño posible causado.   
“La existencia de la organización no depende del número de personas que la 
integran, aunque ello estará condicionado naturalmente por las características 
del plan delictivo. Lo decisivo, es precisamente, ésta posibilidad de desarrollo 
del plan delictivo de manera independiente, de las personas individuales, pues 
ello es lo que permite hablar de una empresa criminal.”
Como podemos observar, de las tres definiciones anteriores de Crimen 
Organizado que hemos citado, otra característica común es que sea una 
organización estructurada; se cometa delito  grave; la participación es de dos o 
más personas; que concurren para obtener beneficio económico; y  debe existir 
durante cierto tiempo.
Todas expresan que debe ser delito grave, no cualquier ilícito, revisemos un 
poco sobre esto.
Delito y delito grave
Delito es toda infracción de la norma penal, transgresión que debe ser culpable,
o sea, aquella conducta que infringe o va contraria a la norma jurisprudencial, y 
que especialmente se encuentre tipificada y penada por la misma.
Delito Grave: son las infracciones que la ley castiga con penas graves. Esta 
definición pareciera simplista, pero en lo que concierne al Crimen Organizado 
es de suma importancia porque los delitos cometidos por la conducta de éstas 
organizaciones son trascendentes. El artículo 49 (a) CP, establece como pena 
grave, las de cinco o más años de prisión.  
Debemos notar que todos los elementos que componen el Delito como  lo son:
tipicidad objetiva  (sujetos, conductas o modalidades comisivas, finalidad) y,
tipicidad subjetiva (dolo, subjetivos del injusto, circunstancias agravantes); 
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cumplen con lo dicho en el artículo 393 de nuestro Código Penal sobre Crimen 
Organizado.
Veamos lo que dice la ley 735 sobre Crimen Organizado en su artículo 3 “A 
efectos de ésta Ley se consideran delitos de crimen organizado los delitos 
graves, que revistan en su comisión las conductas típicas de esos delitos, 
siendo éstos los siguientes…:”(todas con penas de cinco o más años) y 
tipificados en el Código Penal de Nicaragua. Cabe destacar que éstos son los 
tipos penales que pueden concurrir en el Crimen Organizado.
Relativos a Estupefacientes, Psicotrópicos y otras sustancias controladas 
Artos. 348 (Financiamiento); 349 (Producción); 350 (Tenencia precursores); 
351 (Industrialización); 352 (Transporte ilegal); 354 (Construcción de pistas 
aéreas etc.); 355 (Almacenamiento); 359 (Trafico); 360 (Provocación, 
proposición y conspiración). También el Código Penal regula otras actividades 
del Crimen Organizado como son: Secuestro extorsivo (164); Lavado de dinero 
(282); Trata de personas (182); Trafico de migrantes (318); y Obstrucción a la 
justicia (480 párr. 3).
1.2.6.  Estructura De La Organización Criminal.
El Artículo 2 inc. (c) del Protocolo de Palermo define  “grupo estructurado” se 
entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión inmediata de un 
delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros 
funciones formalmente definidas, ni haya continuidad en la condición de 
miembro o exista una estructura desarrollada.
Se entiende, un grupo formado por dos o más personas con objetivos 
específicos y de continuidad, con la intención de cometer delitos, posee una 
estructura desarrollada dando funciones formalmente definidas a cada uno de 
los miembros que la integran, con el fin de obtener beneficios o lucro 
económico. 
A éstos grupos normalmente se les llama “carteles” porque su actividad se 
centra en un acto delictivo  especifico, sea cualquiera de los anteriormente 
descritos, aunque muchas veces están involucrados en diferentes actividades 
ilícitas ya sea por si solos o en asociación con otros carteles. En cada cartel,  
debe existir una estructura jerárquica, una división de tareas, grados de 
especialización y ciertas reglas con un sistema de premios y castigos que rigen 
el comportamiento de la organización y son impuestas  de manera coactiva. 
Aunque existen diferentes formas de estructuras dentro del Crimen 
Organizado, podemos decir que actualmente hay dos tendencias bien 
marcadas. Por un lado están los grupos que llamamos de violencia,  con 
estructuras rígidas que tienen como objetivo establecer un control monopólico 
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en los mercados ilícitos, ejerciendo su autoridad de arriba hacia abajo mediante 
la violencia y la corrupción; sin embargo, éstos grupos son vulnerables porque 
son más visibles ante las autoridades y perseguidos con más rigor, por 
ejemplo: Los Zetas en México y Los Maras el Salvador.
Por el otro lado, están los grupos que llamamos de poder, con estructuras más 
flexibles y que no pretenden monopolizar los productos y servicios del mercado 
porque lo comparten mediante vínculos tácticos y estratégicos. Estos grupos 
también usan la violencia pero de una forma subsidiaria o incidental a sus 
verdaderos intereses económicos. De éste tipo de Crimen Organizado es el 
que hemos venido describiendo, como el que se desenvuelve como si fuera 
una empresa; éstas organizaciones son mas difícil de detectar, por la misma  
complejidad de sus operaciones sofisticadas y dinámicas, también por la 
diversidad de sus mandos centrales. Estas son a la vez las más peligrosas, 
utilizan diversa cantidad de recursos para operar, pueden controlar una cadena 
de producción, pero también pueden acumular segmentos de actividades 
ilícitas asociadas entre si o pueden delegar a otros grupos especializados que 
pueden obtener resultados más rentables económicamente y en menos tiempo.  
1.2.6.1  Estructura Típica De Una Organización De Poder.
Como hemos manifestado anteriormente, las organizaciones criminales ocupan 
de una organización casi perfecta; estructura, un poco de capital financiero, 
personal, códigos, disciplina, políticas rígidas, etc., pero el área que más
interesa a una organización aparte de su área financiera, es su dirección, la 
cual está representada por sus "jefes", más conocidos como los "grandes 
capos de la mafia" quienes operan en un entorno clandestino y su poder es 
amplio y sanguinario.
Ser "jefe de la mafia" o de una organización criminal, no solo es ser
sanguinario, peligroso o el más buscado; esto no funciona así, si bien es cierto 
que son personas inadaptadas a nuestra sociedad, varios de ellos a pesar de 
cometer grandes crímenes, no llegan a ocupar la silla grande por ese solo 
hecho; se requiere de cierto "ritual" para ocupar éstas organizaciones, podrán 
ser personas muy intelectuales o no serlo, pero en una organización criminal lo 
que más cuenta es la "familia", es decir, la confianza que se tienen entre éstos;
la lealtad, disciplina y jerarquía.
Para darnos una idea, a continuación veremos lo más aproximado posible las 
características y códigos que deben cubrir los integrantes de ésta "familia", 
siendo las siguientes:
 Cualquier violación a las normas de la organización significa muerte.
 Cuando no obedece sus dictados, sus integrantes son asesinados.
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 Los integrantes no pueden ser cobardes, homosexuales ni religiosos.
 También tienen prohibido involucrarse en actividades políticas, (para eso 
están los funcionarios públicos corruptos o personal de la mafia infiltrado 
en las instituciones del gobierno).
 Se ordena luz verde, o sea, represalias que llegan al asesinato, contra 
las pandillas o la gente que se niegan a pagar las ganancias logradas en 
el tráfico de estupefacientes. Está disposición está vigente hasta que se 
cumple.
 Se sanciona con la muerte a los "ratas", o sea a aquellos que cooperan 
con la policía.
 En reuniones, los líderes deciden las órdenes de muerte contra los 
traidores y aquellos a quienes perturben o incomoden sus operaciones.
 Los miembros tienen prohibido aceptar públicamente, la existencia de la 
organización.
SIEDO: Subprocuraduría de Investigaciones Especiales de la Delincuencia 
Organizada, México (2011).
Podemos resumir las características o condiciones esenciales del Crimen 
Organizado de la siguiente manera:
Es la agrupación de una pluralidad de personas, no hay empresario individual, 
sino que la delincuencia organizada es una delincuencia de grupo.  2. La 
existencia de un centro de poder donde se toman las decisiones y disociado a 
menudo de las personas que ejecutan el hecho, aquí se presenta el problema 
de la teoría de la autoría precisamente por la distancia espacio-temporal entre 
la toma de decisión y la ejecución material del hecho  3. La actuación a 
distintos niveles jerárquicos de modo tal que los órganos ejecutivos, en su 
individualidad, desconoce a menudo el plan global, siendo informado solo parte 
del plan asumido  4. Sometimiento a las decisiones que emanan del centro de 
poder, con perdida de moral individual y férrea disciplina 5. Fungibilidad o 
intercambiabilidad de sus miembros que actúan a niveles inferiores inclusive 
los mandos intermedios  6. Aplicación de tecnología y logística 7. Movilidad 
internacional 8. Apariencia de legalidad 9. Intención socio-política o animo de 
lucro 10. Como consecuencia, las concretas manifestaciones delictivas que 
realiza la organización criminal, deben ser calificadas como delincuencia grave.
1.2.6.2  Tipo Penal Del Crimen Organizado.
El Crimen Organizado tiene diferentes manifestaciones delictivas; por tanto, 
habría que determinar la conducta ilícita de cada situación, y poder tipificar el 
delito. En cada uno de éstos casos habría que evaluar los siguientes 
elementos: Tipicidad Objetiva; sujeto activo y pasivo, las conductas comisivas o 
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modalidades (Conspiración o proposición; provocación, apología o inducción 
<art 31 CP>) y, la Tipicidad Subjetiva; si existe Dolo, si hay Agravantes, 
Causas de exclusión etc.  
Aquí, a manera de ejemplo, vamos a desarrollar lo pertinente al “Transporte 
ilegal de Estupefacientes, Psicotrópicos y Otras Sustancias Controladas” según 
lo expresa el artículo 352 CP.
Tipicidad Objetiva.
Sujetos:
Sujeto Activo: Al tenor del artículo 352 CP, es “quien por si o por interpósita 
persona, transporte estupefacientes, psicotrópicos o sustancias controladas…” 
Asimismo, será sancionado el que  “prepare, guie, custodie, o acondicione los 
medios necesarios para realizar dicho transporte.” Del artículo referido 
podemos indicar que se trata de un delito común, pues el sujeto activo puede 
ser cualquier persona.
Sujeto Pasivo: De acuerdo al Titulo XIV del Código Penal, podemos decir que 
los delitos contenidos en el mismo, afectan la Salud Pública.
Conductas o Modalidades Comisivas: Las acciones o conductas comisivas en 
éste tipo penal consisten en transportar estupefacientes, psicotrópicos o 
sustancias controladas y en preparar, ocultar, guiar, custodiar o acondicionar 
los medios necesarios para tal transporte.
Finalidad: La finalidad en éste delito es lograr el transporte de estupefacientes, 
psicotrópicos o sustancias controladas.
Tipicidad Subjetiva.
Dolo: En éste tipo penal, el dolo implica querer transportar estupefacientes, 
psicotrópicos o sustancias controladas.
Elementos subjetivos del injusto: El autor en éste delito, únicamente pretende 
llevar a cabo el transporte de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias 
controladas, no se especifica en el artículo otra intención diferente.
Circunstancias Agravantes: El artículo 352, tercer párrafo del CP, establece 
que la pena se incrementara, cuando el transporte sea internacional,  de 10 a 
20 años de prisión, y de 500 a 1000 días de multa.
Debemos notar que en el “Transporte ilegal de Estupefacientes, Psicotrópicos y 
Otras Sustancias Controladas por lo general hay Concurso Real (clasificación 
heterogéneo), porque existe pluralidad de conductas que conllevan a varios 
delitos. Siendo los coautores acusados por Tráfico de Drogas, modalidad 
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internacional y  de pertenecer al Crimen Organizado. En esto se debe tener 
mucho cuidado al tipificar el delito y demostrar verdaderamente si se trata de 
una actividad de Crimen Organizado.
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Capitulo II: Técnicas Especiales de Investigación e Interpretación 
Jurisprudencial.
2.1  TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACIÓN (TEI).
2.1.1  Justificación.
Los medios tradicionales de investigación del delito se muestran poco eficaces 
en la lucha contra el Crimen Organizado. Por ello se han desarrollado en el 
ámbito del Derecho Procesal Penal nuevos medios para combatir de modo más 
efectivo el Crimen Organizado. A continuación vamos a describir algunas de 
éstas nuevas Técnicas Especiales de Investigación.
A partir de la Convención de Palermo, Ley 17.861 de la ONU, donde queda 
consensuado el concepto de lo que es Crimen Organizado; se vio la necesidad 
de introducir o complementar algunos nuevos métodos y técnicas especiales 
para la investigación de los delitos cometidos por éstas organizaciones 
criminales. 
El artículo 20 de éste texto legal o sea, de la convención de Palermo (ONU), 
dice lo siguiente sobre Técnicas Especiales de Investigación:
Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico interno, cada Estado Parte adoptará, dentro de 
sus posibilidades y en las condiciones prescritas por su derecho interno, 
las medidas que sean necesarias para permitir el adecuado recurso a la 
entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, la utilización de otras 
técnicas especiales de investigación, como la vigilancia electrónica o de 
otra índole y las operaciones encubiertas, por sus autoridades 
competentes en su territorio con objeto de combatir eficazmente la 
delincuencia organizada.
Como se puede observar, ésta disposición deja libertad a los Estados para 
introducir dentro de su ordenamiento interno procedimientos especiales de 
investigación, siempre y cuando estén debidamente reguladas y no violenten 
derechos y garantías constitucionales o procesales. Sin embargo, como 
veremos más adelante, cada Estado tiene variaciones en cuanto a lo que 
permite constitucionalmente en el uso de éstas técnicas; por ello, la misma 
Convención considera  cuales son éstas nuevas técnicas y los parámetros 
jurídicos en que se deben desenvolver; también, en el artículo 3, indica el 
ámbito de aplicación donde se deben desarrollar. Esto es de suma importancia 
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porque éstas técnicas son exclusivas para enfrentar al Crimen Organizado y 
consideramos no deben ser empleadas para otras actividades delictivas 
comunes. 
Los sistemas penales contemporáneos, para enfrentar al Crimen Organizado, 
están imponiendo principios que anteriormente habían sido rechazados, pero 
que actualmente se pretende o existe una tendencia de su aceptación. Por 
ejemplo, la utilización de agentes encubiertos y aún la infiltración policial, 
entregas controladas y otros procedimientos.  
Para evitar un degeneramiento del sistema procesal penal,  se obliga  someter 
éstos procedimientos a controles legales y judiciales rigurosos, porque a pesar 
de que si bien posibilitan una intervención temprana y eficaz de la investigación 
policial, también hace más fácil incurrir en comportamientos prohibidos.
Sin embargo, hay que enfrentar con realismo la necesidad de resolver 
problemas procesales que faciliten la actividad investigativa del Crimen 
Organizado. 
Antes de continuar, veamos cuales son los principales delitos del Crimen 
Organizado con relevancia internacional y en donde aplicaremos éstas 
técnicas; algunas ya las mencionamos en el capítulo anterior, pero revisemos. 
Tráfico y Transporte Internacional de Drogas; Tráfico de Personas; Tráfico de 
Armas; Lavado de dinero; Secuestro y Extorsión; Terrorismo Internacional.
2.1.2  Normativa (TEI) De Cinco Países.
Para el desarrollo de éste trabajo, hemos considerado tomar como referencia 
cinco países que tratan sobre el tema y que consideramos representativas de 
la problemática mundial del Crimen Organizado; España, porque casi toda 
nuestra jurisprudencia tiene raíz en éste país; México, que al igual que 
Colombia,  son países con un alto índice de criminalidad organizada; 
Guatemala por su cercanía con Nicaragua, nos servirá para hacer una 
comparación real de porqué existe una diferencia marcada del Crimen 
Organizado entre ambos países. Finalmente, determinar la similitud y/o 
discrepancias entre los resultados obtenidos de éstas TEI.
Ahora veamos algunas de las innovaciones más importantes que actualmente 
están recogidas en éstas legislaciones, y las cuales están conforme a los 
Convenios Internacionales sobre la materia; o sea, las Leyes o Normas 
Jurídicas que regulan las Técnicas Especiales de Investigación con aplicación 
al Crimen Organizado.
 NICARAGUA: Ley 735, “Ley de Prevención, Investigación y Persecución 
del Crimen Organizado Y de la Administración, de los Bienes 
Incautados, Descomisados y Abandonados que entró en vigencia el 13 
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de octubre del 2010. - Aprobada el 9 de Septiembre del 2010 - Publicada 
en La Gaceta No. 199 y 200 del 19 y 20 de octubre del 2010.
 ESPAÑA: Las TEI con relación a la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 
España. Y La Ley Orgánica 5/1999, vinieron a modificar en materia de 
perfeccionamiento de la acción investigadora relacionada con el Tráfico 
de Drogas y otras actividades ilícitas graves. 
 MEXICO: Ley Federal Contra La Delincuencia Organizada - Nueva Ley 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de noviembre de 
1996 -Texto Vigente - Última reforma publicada DOF 15-11-2011.
También se rige por la Ley de Policía Nacional (2009) y su Reglamento. 
(2010).
Esta Ley tiene por objeto establecer reglas para la investigación, persecución, 
procesamiento, sanción y ejecución de las penas, por los delitos cometidos por 
algún miembro de la delincuencia organizada.
 GUATEMALA: En Guatemala, el Decreto 21-2006, Ley Contra la 
Delincuencia Organizada, y su Reglamento Acuerdo Gubernativo No. 
158-2009 sobre TEI.
Esta Ley, nos brinda una serie de métodos especiales de investigación como: 
Operaciones encubiertas, Agentes encubiertos, Entregas vigiladas, 
Intercepciones telefónicas y otros medios de comunicación y la Declaración por 
video conferencia. 
 COLOMBIA: Técnicas Especiales De Investigación. - Ley 906 de 2004 
(agosto 31) El Código Penal Titulo XII (Ley 599 – 2000) - Delitos Contra 
La Seguridad Publica - Capitulo Primero (Artículos 340 Al 349). La Ley 
906 De 2004,  por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal.  
(Corregida de conformidad con el Decreto 2770 de 2004).
Para cumplir la labor de control de policía judicial en la indagación e 
investigación, el fiscal dispondrá de acceso ilimitado y en tiempo real, cuando 
sea posible, a la base de datos de policía  judicial.
Como una anotación adicional a éste apartado, mencionamos lo siguiente: 
México y Colombia son miembros de GAFISUD organización de países 
sudamericanos para combatir la delincuencia organizada. Se creó formalmente 
el 8 de diciembre de 2000 en Cartagena de Indias, Colombia, mediante la firma 
del Memorando de Entendimiento constitutivo del grupo por los representantes 
de los gobiernos de diez países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, 
Ecuador, México, Paraguay, Perú y Uruguay.    
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2.1.3  Operaciones Encubiertas y El Debido Proceso.
Hasta ahora hemos identificado lo que son las TEI que normalmente se utilizan 
para tratar los delitos cometidos por el Crimen Organizado. También 
mencionamos la normativa que regulan estas técnicas en diferentes 
legislaciones. La pregunta que nos hacemos ahora, es que si violentan los 
principios procesales y garantías constitucionales.
Cuando hablamos de agentes clandestinos agrupamos todas las actividades 
TEI, porque de una ú otra manera se realiza de una manera secreta o 
confidencial. Dentro de las TEI hay involucramiento de personas que no operan 
clandestinamente como agentes, sin embargo, por su función especial, si lo 
son ante la organización criminal, siendo el caso del Arrepentido, Testigos y 
Peritos, incluyendo la protección de éstos.
En los actos de investigación de los presuntos delitos del Crimen Organizado 
se utilizan éstos métodos TEI, sin embargo, al presentar el libelo acusatorio 
muchas veces no se dice expresamente el método utilizado; si por agente 
encubierto, por testigo, por informante etc. A veces se dice solamente “de que 
se tuvo información” de tal o cual situación, o circunstancia y por lo tanto, la 
policía actuó en correspondencia a ésta. 
Nos parece que en la acusación debe especificarse el método utilizado en la 
investigación, ya que es través de ésta información que podemos determinar si 
se cumplieron las exigencias legales y procedimentales.
Como sabemos todas las actividades TEI tienen una función determinada, una 
manera para adquirir la información. En cada una de ellas se debe seguir un 
procedimiento establecido por la Ley de la materia; existen límites de lo que se 
puede hacer y de lo que no es permitido hacer. Estos requisitos son 
fundamentales para mantener la seguridad jurídica, el Debido Proceso y las 
garantías constitucionales de los indiciados.
En todas las legislaciones que estudiaremos y que tratan sobre el tema, existe 
uniformidad en cuanto a la aplicación de éstas TEI, porque todas parten de las 
directrices establecidas en el Convenio de la ONU; sin embargo, hay 
diferencias en cuanto a las limitaciones que imponen las leyes internas y las 
mismas constituciones de éstos países. Aquí vamos a exponer algunas de las 
más relevantes tomando en cuenta que lo que perseguimos al final es 
establecer si son adecuadas y efectivas en el combate del Crimen Organizado;
pero más importante aún, es ver de que manera pueden vulnerar los derechos 
humanos y garantías constitucionales.
Antes de proceder al análisis de éstas TEI, queremos recalcar que nos 
referimos a las que serán utilizadas teniendo un objetivo especifico, que es el 
combate al Crimen Organizado el cuál hemos descrito anteriormente. No se 
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trata de otro tipo de delincuencia como corrupción de funcionarios públicos o de 
personas de las que se tiene sospecha de cometer o haber cometido otro 
ilícito. Cuando  en las diferentes legislaciones hacen referencia a la 
intervención de las comunicaciones privadas, por ejemplo, expresan que se 
debe seguir con unas reglas y procedimientos estrictos para poder autorizar su 
uso o llevarlas a cabo. Pero cuáles serían los efectos, en el caso de las 
intervenciones telefónicas, si la utilización de éste procedimiento es para delitos 
del Crimen Organizado. Cuando serían ilícitas las pruebas o se podrán 
incorporar al proceso legalmente y, en que situaciones son válidas.
2.1.4  Breve Descripción de las TEI.
Hemos visto de manera general cuales son las principales TEI. Ahora veamos 
como y en que se fundamentan, o sea, que dicen diferentes legislaciones al 
respecto.
Para entender mejor éstas TEI, y de manera general, daremos una breve 
descripción de cada una de ellas y las que más se utilizan para enfrentar al 
Crimen Organizado. También vamos a  señalar lo que dicen las leyes y normas 
de los cinco países de referencia, sobre cada una de estas actividades, para 
luego entrar a la sustanciación, o sea, de cómo son tratadas en las diferentes 
legislaciones.
Para mantener un orden al explicar cada uno de éstas TEI, partamos  de cómo 
lo enumera la Ley 735 de Crimen Organizado nicaragüense, y las cuales están 
en consonancia con el CPP 1) Intercepción de Comunicaciones, artículo 62 y 
sig.; 2) Operaciones encubiertas (Agente encubierto, Agente Revelador y el 
Informante) artículo 82 y sig.;  3) Entrega Vigilada y Entrega Controlada, 
artículo 83 y sig.; 4) Protección de Victimas, Peritos y Testigos, artículo 67 y
sig.;  5) y por último, el artículo 91 de la Ley, que se refiere sobre las Garantías 
Constitucionales.
En éste momento creemos necesario dar una descripción de lo que son 
investigaciones especiales vistas desde la perspectiva de la ley nicaragüense, 
que de alguna manera general recoge el pensar de las otras legislaciones.
De igual forma, en la actualidad,  sea  en el ámbito nacional como 
internacional, se usan técnicas investigativas que utilizan medios como la 
vigilancia electrónica de comunicación y grabación; el seguimiento y vigilancia 
de personas; todas ellas en algún momento pueden entrar en conflicto con las 
garantías que establece nuestro ordenamiento jurídico. 
Más adelante vamos a confrontar estas técnicas con las garantías que ofrece el 
artículo 34 de la Constitución Nacional, lo mismo que lo dispuesto en el CPP.
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2.1.4.1  Vigilancia Electrónica o Intervención de Comunicaciones Privadas
Esta quizás sea la más delicada de las TEI que utilizan las autoridades en el 
combate al Crimen Organizado. Si no es adecuadamente monitoreado pudiera  
afectar directamente la intimidad y privacidad de las personas que como 
derecho fundamental está presente  en todas las legislaciones modernas del 
mundo. Se trata de una excepción al respeto al derecho fundamental de la 
inviolabilidad de comunicaciones privadas, del bien jurídico tutelado, que es la 
privacidad o intimidad de las personas.
Por general, para acceder a ésta técnica deben haber ciertas condiciones 
preexistentes y muy estrictas tales como: a) La decisión debe ser tomada de 
una forma motivada de acuerdo al sistema penal de cada país por un fiscal o 
juez que tenga la misión de velar por la legalidad y el respeto a las libertades 
individuales; b) La decisión solo debe ser aceptada para ciertas infracciones de 
especial gravedad; c) Las grabaciones deben ser destruidas después de 
terminado el procedimiento.
Se trata de garantizar la impenetrabilidad de terceros ajenos a la conversación 
de tal modo, que la presencia de un extraño a aquellos entre los que media la 
conversación, es indispensable para configurar el delito.
En éste apartado nos vamos a concentrar un poco más por su relevancia 
Constitucional de inviolabilidad a la privacidad de las personas.
2.1.4.1.1 Legalidad de la Intervención de comunicaciones.
Nos hacemos la siguiente pregunta: Resultarán un medio eficaz de prueba los 
hallazgos obtenidos por medio de la ejecución de las medidas especiales de 
interceptación telefónica o escuchas telefónicas, dentro del proceso penal.
Recordemos que durante los actos de investigación siempre debe estar
presente lo relativo a los indicios, especialmente en la investigación preliminar,
la solicitud y la autorización judicial fundamentada; lo mismo que los efectos 
que pueden producirse posteriormente, o sea, la conexión o desconexión de 
antijuridicidad de las pruebas en el juicio. Cabe notar que éstos requerimientos 
no son exclusivos de la intervención de comunicaciones, más bien, son 
aplicables a todas las actividades de operaciones encubiertas para enfrentar el 
Crimen Organizado.
Primero comencemos determinando si las interceptaciones de comunicaciones 
son validas para enfrentar al Crimen Organizado. Veamos lo siguiente: Todos 
los textos constitucionales muestran la preocupación estatal de resguardar la 
vida privada al incluir expresiones como "excepto", "salvo en caso de", "con la 
debida autorización" y otras; para posibilitar la utilización de interceptaciones 
telefónicas previa autorización judicial. Por lo tanto, se limita el derecho a la 
intimidad cuando se trata de la protección de la seguridad nacional; del orden 
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público; salud y moralidad públicas, y, de los derechos y libertades de los 
demás individuos.
La protección del derecho del individuo a la vida privada se enfrenta con 
dificultades para mantener el equilibrio racional entre la garantía de éste 
derecho y el deber del gobierno de proteger a los ciudadanos de toda clase de 
ilícitos cometidos por el Crimen Organizado, como son el tráfico de drogas, 
secuestros, robos, chantajes, asesinatos, actos terroristas, etc.
En el capítulo anterior abordamos sobre la licitud o ilicitud de pruebas 
obtenidas violentando Derechos Fundamentales. Aquí nos vamos a concentrar 
especialmente a la validez probatoria de la intervención e interceptación de 
comunicaciones en el proceso investigativo por  operaciones encubiertas. 
Moreno Castillo (2010) lo expresa de la siguiente manera:
Se plantea como pocos la necesidad de especiales cautelas a la hora de 
delimitar el ámbito de validez de las intervenciones telefónicas o 
comunicaciones escritas, telegráficas y electrónicas como medio de 
prueba en el CPP. Esta cuestión refleja una interesante problemática 
técnica-jurídica, ya que la verdad material no puede hallarse a cualquier 
precio, sino a través del respeto de las exigencias, presupuestos y 
limitaciones reconocidas en el ordenamiento jurídico nicaragüense y, en 
especial, el debido respeto a los derechos y garantías individuales 
consagradas en nuestra Constitución, sin que ello signifique negar, ni 
mucho menos rechazar de plano, el valor que tienen éstos medios de 
prueba en la investigación de un hecho delictivo (p. 173).
Ningún derecho es absoluto, aún los derechos fundamentales, éstas 
excepciones las  abordaremos en la parte segunda de éste capítulo. 
Si el derecho a la vida privada fuera absoluto, resultaría imposible el 
procesamiento criminal a consecuencia de la protección a la vida privada. Así 
lo expresa  Hugo Black, juez del Tribunal Supremo de los Estados Unidos 
(1967).
En éste país se están cometiendo crímenes de atrocidad incalificable y 
nosotros no podemos permitirnos el prescindir de cualquiera de los 
métodos como para detectarlos y corregirlos, a no ser que lo prohíba la 
Constitución o lo desaconseje la actuación legislativa; y una de esas dos 
cosas creo que ocurra en el caso de las claves secretas.
Refiriéndose a la “Guerra Fría”, sin embargo, éste pensamiento  se puede 
aplicar a nuestra guerra actual contra el Crimen Organizado.
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El artículo 16 de la LOPJ de Nicaragua, ya analizado en el capítulo primero, 
establece que no surten efecto las pruebas sustraídas ilegalmente ú obtenidas 
violentando directa o indirectamente los derechos y garantías constitucionales.
Sin embargo, Moreno Castillo (2010) dice al respecto:
Es oportuno señalar, aunque el articulo 16 del CPP  no lo haga, (Licitud 
de la Prueba) que en la practica judicial pueden presentarse 
<situaciones excepcionales> que ameriten una interpretación relativa de 
éste precepto a partir del principio de proporcionalidad y ponderación de 
intereses en conflicto (p. 176).
Por otra parte, cuando se habla de la protección al derecho de la vida privada, 
habrá que distinguir dentro de los datos personales obtenidos por las escuchas 
de comunicación entre los datos sensibles y los no sensibles. Los primeros 
serían, por ejemplo, los que revelan origen racial y étnico, opiniones políticas, 
convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información 
referente a la salud o a la vida sexual y en general cualquier dato que haga 
referencia a la ideología, creencias o vicisitudes de una persona; y, los 
segundos, los no sensibles, que entran en la categoría de excepciones, las que 
podrían admitirse  como pruebas.
2.1.4.1.2  Legislación Constitucional Sobre Derecho A La Privacidad.
Como nota introductoria a éste apartado  sobre la Inviolabilidad de domicilio, 
correspondencia y comunicaciones, nos referimos a lo siguiente:
La Constitución Política de la República de Nicaragua en el título IV, Capítulo I, 
titulado “Derechos, deberes y garantías del pueblo nicaragüense”, 
concretamente en el apartado sobre los “Derechos Individuales”, en el artículo 
26.2; contempla lo referente a la inviolabilidad de la correspondencia y de las 
comunicaciones, preceptuando lo siguiente: Toda persona tiene derecho 1) A 
su vida privada y a la de su familia; 2) A la inviolabilidad de su domicilio, su 
correspondencia y sus comunicaciones; 3) Al respeto de su honora y 
reputación.
En dicho artículo, referente a la inviolabilidad de la correspondencia y de la 
comunicación, parte de la premisa mayor de la inviolabilidad del domicilio y del 
respeto y la integridad de la vida privada.
El domicilio sólo puede ser allanado por orden escrita de juez competente ó de
autoridad expresamente facultada para ello, con el fin de impedir la comisión de 
un delito y para evitar daños a las personas o bienes, de acuerdo al 
procedimiento que prescribe la ley.
La ley fija los casos y procedimientos para el examen de documentos privados, 
libros contables y sus anexos cuando sea indispensable para esclarecer 
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asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia o por motivos 
fiscales.
“Las cartas, documentos y demás papeles privados, sustraídos ilegalmente no 
producen efecto alguno en juicio o fuera de el.”
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 17.1 dice:
“Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su familia o su correspondencia…”
La Carta Magna nicaragüense, se asemeja al artículo 24 de la Constitución de 
Guatemala ya que en ambos protegen la vida privada y la inviolabilidad de la 
correspondencia y de las comunicaciones. Tanto Nicaragua en su artículo 26 
Cn., como  en Guatemala en su  artículo 24 Cn., preceptúan éstos derechos de 
inviolabilidad.
En los demás países que utilizamos como modelos de referencia en sus 
respectivas  “Carta Magna” establecen principios similares al de Nicaragua y 
Guatemala.
2.1.4.2  Agente Encubierto.
El agente encubierto supone una evolución en la lucha contra la delincuencia 
organizada. Se caracteriza por su infiltración en dinámicas delictivas o por el 
uso de una identidad supuesta para la consecución de pruebas que inculpen a 
los sospechosos de las actividades delictivas propias del Crimen Organizado. 
El agente se integra en la estructura de una organización que tenga fines 
delictivos, para dentro de la misma, obtener pruebas suficientes que permitan 
la condena penal de sus integrantes, y como fin ultimo, la desarticulación de la 
organización criminal.
Como hemos manifestado anteriormente el uso del agente encubierto en las 
investigaciones delictivas es bastante limitado, por ejemplo, en España solo 
procede para los delitos excepcionalmente graves como el terrorismo, 
narcotráfico y Crimen Organizado, cabe notar que en España se limita el uso 
del agente encubierto o provocador, al tráfico de drogas objeto de investigación 
cuando son mas  de tres personas, evitando que sea un objeto perseguible por 
la norma. La Ley 91-1264 en Francia, el agente encubierto se permite cuando 
la finalidad de la investigación sea relacionada a estupefacientes y en Italia, el 
Decreto 9-10-1990 autoriza solo para casos de narcotráfico.
La técnica de provocación se admite también en general bajo la condición de 
que es preciso que el agente actué para poner de manifiesto que el sujeto ya 
se encuentra dedicado al tráfico de drogas, pero nunca para provocar 
infracciones por parte de un individuo que no estaba dedicado a ese tráfico. A
este respeto, la jurisprudencia norteamericana ha establecido la defensa de 
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“entrapment”   delito inducido por un agente de gobierno, que significa que si el 
individuo no estaba predispuesto a cometer una infracción será absuelto. Su 
objetivo fundamental es prevenir al gobierno de fabricar un delito. Lo mismo 
rige en Francia y Austria y la jurisprudencia Belga admite la misma distinción. 
El agente no puede provocar la voluntad criminal, sin embargo, si la 
intervención de la fuerza policial se limita a poner en evidencia el delito, la 
información obtenida es totalmente legal. 
2.1.4.3  Infiltración Policial.
La policía, además de utilizar a sus propios funcionarios también utiliza a 
cualquier persona que colabore proporcionando información de forma ocasional 
o de carácter continuo. Se trata de los llamados Informantes, ésta actividad 
debe  entenderse como de infiltrados que sin quebrantar la legalidad, se 
encamina al descubrimiento de delitos y la acumulación de pruebas que son 
muy difíciles obtener en el Crimen Organizado; por lo que ésta actividad juega 
un papel clave en el combate contra éstas organizaciones. Estos colaboradores 
no buscan la comisión de delitos, sino conocer los medios, las formas o los 
canales por los que éste tráfico ilícito se desenvuelve. 
Es importante señalar, lo que se pretende es la obtención de pruebas en 
relación a una actividad criminal que ya se está produciendo, pero que  solo 
hay sospecha fundada de que existe. Siempre debe establecerse la diferencia 
entre delito provocado y delito preexistente descubierto por la iniciativa del 
agente policial que simula aceptar su participación en el delito para consumarlo 
o como mecanismo o técnica para descubrir su comisión.
“En los supuestos en que se llegara a utilizar éste medio, no se puede 
establecer que la actividad policial provoque el delito, sino que se utiliza 
técnicas policiales conducentes al descubrimiento de delitos ya cometidos”
(STS 44-2001).
2.1.4.4  Entrega Vigilada.
Nos parece que la descripción más adecuada de entrega vigilada está referida
en la Ley 735 de Nicaragua sobre Crimen Organizado cuando dice:
Entrega vigilada: Es un acto especial de investigación que se realiza a solicitud 
de uno o más Estados sustentada en Instrumentos Internacionales que tiene 
como finalidad permitir que remesas ilícitas de dinero o títulos valores, armas, 
sustancias controladas, precursores o instrumentos que hubieren servido o 
pudiesen servir para la comisión de alguno de los delitos relacionados en la 
presente Ley, entren al país, lo atraviesen y salgan de él, con el conocimiento y 
bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el interés de 
identificar a las personas implicadas ó la recopilación de elementos probatorios.
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También la Ley Nicaragüense establece otra figura como es la Entrega 
Controlada, que significa que en los casos que las autoridades policiales 
tengan sospecha fundada de que en interior de un envío se encuentra oculto 
un genero de tráfico prohibido deberán proceder inmediatamente a su 
detención, apertura y examen. 
La entrega vigilada aplicada conjuntamente con la entrega controlada es útil 
particularmente en los casos en que el contrabando se identifica o intercepta,
para luego entregarse bajo vigilancia, a fin de identificar a los presuntos 
beneficiarios o vigilar su distribución posterior a toda la organización delictiva.
2.1.4.5  El Arrepentido  (Co-implicado o Co-participe).
El arrepentido es un individuo perteneciente al Crimen Organizado que decide 
acudir a las autoridades penales dispuesto a confesar sus propios crímenes y 
colaborar con la justicia mediante el suministro de información que permitirá 
individualizar los hechos delictivos del grupo y a sus integrantes;
fundamentalmente a los miembros destacados de la cúpula directiva. El espíritu 
colaborador del arrepentido, obedece en mayor parte, al objetivo principal de la 
obtención de beneficios punitivos y protección de su integridad personal y 
familiar.
Debemos observar, y lo mismo señala Cruz Ochoa (2006), que el testimonio 
del  arrepentido puede ser arriesgado y carente de veracidad, porque muchas 
veces lo hace como venganza personal; por lo tanto,  debe haber ciertos
requisitos que puedan validar éstas declaraciones. Lo que busca el arrepentido 
es obtener sanciones por debajo del mínimo como atenuante o la concesión de 
la inmunidad judicial para no ser enjuiciado. 
Con respecto al arrepentido, el artículo 26 de la Convención de Palermo; 
Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas de 
hacer cumplir la ley, establece:
Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las 
personas que participen o hayan participado en grupos delictivos 
organizados: a) Proporcionar información útil a las autoridades 
competentes con fines investigativos y probatorios; b) Prestar ayuda 
efectiva y concreta a las autoridades competentes que pueda contribuir a 
privar a los grupos delictivos organizados de sus recursos o del producto 
del delito. El mismo artículo enumera diferentes situaciones aplicables.
Como se sabe, en el Crimen Organizado, las operaciones sucias las hacen los 
cuadros inferiores, intermedios o delegados. Muy raras veces los actos 
delictivos son cometidos por la estructura mayor de la organización, por lo cual 
su participación generalmente no puede ser probaba por el testimonio de las 
víctimas o testigos, ni aún de las pruebas periciales; de allí que se hace muy 
importante para la acusación trabajar con las declaraciones de los 
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coimputados. En estas declaraciones, habrá que estar claro sobre si son 
válidos o no  y posteriormente  determinar su alcance.
2.1.4.6  Protección de Testigos y Peritos.
El artículo 24 de la Convención de Palermo requiere que los Estados adopten 
medidas apropiadas contra posibles actos de represalia o intimidación a los 
testigos y peritos que participen en actuaciones penales y que presten 
testimonio de los delitos comprendidos en el protocolo. También establece, sin 
perjuicio de los derechos del acusado, incluido el derecho a las garantías 
procesales; ciertas medidas como: procedimientos de protección, normas 
probatorias que mantengan la seguridad del testigo, y la posibilidad de acordar 
con otros Estados para la reubicación de éstos testigos. 
La convención de Palermo, en su artículo 25, agrega lo referente a la asistencia 
y protección de las Víctimas, una situación que generalmente queda en el 
olvido por las autoridades y es de suma relevancia, cuando está involucrado el 
Crimen Organizado.
2.1.5 Sustanciación Jurídica de las TEI (5 Legislaciones).
2.1.5.1 Intervención de Comunicaciones. 
Como mencionamos, ésta es quizás la TEI más delicada porque trata de  
inmiscuirse en la intimidad de las personas, una garantía constitucional muy 
preciada y precepto fundamental de los Derechos Humanos.
Los artículos 213 y 214 del CPP de Nicaragua, establecen la limitabilidad de los 
derechos fundamentales en la investigación criminal; por tanto, no se puede 
obtener la verdad real en perjuicio de los derechos fundamentales. 
Sin embargo, Moreno Castillo (2010) expresa lo siguiente:
Puede resultar compatible con el respeto a la dignidad e intimidad o vida 
privada de la persona humana, cuando se permiten intromisiones en 
principio ilegitimas, en la vida privada, si, y solamente si, existe el 
obligado correlato o proporcionalidad entre el derecho vulnerado y la 
intromisión efectuada (p. 180).
 Nicaragua: El artículo 62 de la Ley 735 dice respecto a la interceptación 
de comunicaciones:
En los casos de investigación de los delitos previstos en ésta Ley, a solicitud 
expresa y fundada del Fiscal General de la República o del Director General de 
la Policía Nacional, los Jueces de Distrito de lo Penal podrán autorizar a éste el 
impedir, interrumpir, interceptar o grabar comunicaciones, correspondencia 
electrónica; otros medios radioeléctricos e informáticos de comunicaciones, 
fijas, móviles, inalámbricas y digitales o de cualquier otra naturaleza, 
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únicamente a los fines de investigación penal y de acuerdo a las normas 
establecidas en el Código Procesal Penal.
Este artículo menciona autorización judicial previa para concederla, lo mismo,
dicen los artículos 213 y 214 del CPP., que lo demandan para la intervención e 
interceptación de comunicaciones.
 España: Es de notar que en la Ley Orgánica 5/1999 que reforma el 
Código Penal y la Ley de Enjuiciamiento Criminal (para el Crimen 
Organizado), dentro de las Medidas TEI no se incluye la Interceptación 
de comunicaciones. Sin embargo, ese medio de investigación y 
obtención de pruebas está autorizado por la Constitución (art. 18.3) y  
por el artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
El Artículo 579 de la LECrim., dice lo siguiente:
Podrá el Juez acordar la detención de la correspondencia privada, postal y 
telegráfica que el procesado remitiere o recibiere. Asimismo, el Juez podrá 
acordar, en resolución motivada, la intervención de las comunicaciones 
telefónicas del procesado…  De igual forma, el Juez podrá acordar, en 
resolución motivada, por un plazo de hasta tres meses, prorrogable por iguales 
períodos, la observación de las comunicaciones postales, telegráficas o 
telefónicas de las personas sobre las que existan indicios de responsabilidad 
criminal, así como de las comunicaciones de las que se sirvan para la 
realización de sus fines delictivos.
Como se observa, la interceptación telefónica es una diligencia instrumental, 
controlada judicialmente, para obtención de informaciones acerca de la práctica 
de un delito por intermedio de acompañamiento de llamadas telefónicas, 
pudiendo ser utilizada posteriormente como medio probatorio (prueba 
anticipada) para su aportación al proceso.
 México: El artículo 16 y siguientes del Cap. IV de la Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada dice:
Cuando en la averiguación previa de alguno de los delitos a que se refiere ésta 
Ley o durante el proceso respectivo, el Procurador General de la República o el 
titular de la unidad especializada a que se refiere el artículo 8º anterior, 
consideren necesaria la intervención de comunicaciones privadas, lo solicitarán 
por escrito al juez de distrito, expresando el objeto y necesidad de la 
intervención, los indicios que hagan presumir fundadamente que en los delitos 
investigados participa algún miembro de la delincuencia organizada; así como 
los hechos, circunstancias, datos y demás elementos que se pretenda probar.
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Cabe notar que el Reglamento de la Ley de Policía Federal 2010 en la parte de 
La Intervención de comunicaciones privadas, dice lo siguiente:
Para efectos de éste Reglamento se entiende por intervención de 
comunicaciones privadas la operación policial con autorización judicial para 
interceptar o captar comunicaciones, con la finalidad de recopilar, analizar y 
aplicar la información obtenida para la prevención, y bajo la conducción y 
mando del Ministerio Público, combate a los delitos… (Art. 219).
La solicitud de autorización de intervención de comunicaciones se hará ante el 
Juez correspondiente a través de cualquier medio, incluso aquellos que los 
adelantos electrónicos y tecnológicos permitan, de conformidad con las 
disposiciones aplicables, anexando los elementos con los que se constate la 
existencia de indicios suficientes que acrediten que se está organizando la 
comisión de alguno de los delitos señalados en el artículo 51 de la Ley (Art. 
220).
La solicitud deberá contener, además de los requisitos señalados por la Ley, el 
tipo de procedimiento para llevar a cabo la intervención.
Si al practicarse la intervención de comunicaciones resultare el descubrimiento 
de un delito distinto al objeto de la investigación, se hará constar en el acta 
correspondiente y se dará aviso de inmediato al Ministerio Público (Art. 221).
 Guatemala: El artículo 48 del Cap. III del Decreto 21/2006 dice:
Cuando sea necesario evitar, interrumpir o investigar la comisión de los delitos 
regulados en los artículos 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10  y 11 de la presente Ley, 
podrá interceptarse, grabarse y reproducirse, con autorización judicial, 
comunicaciones orales, escritas, telefónicas, radiotelefónicas, informáticas y 
similares que utilicen el espectro electromagnético, así como cualesquiera de 
otra naturaleza que en el futuro existan.
 Colombia: El artículo 235 del capítulo II de la Ley 906/2004 dice:
El fiscal podrá ordenar,  con el único objeto de buscar elementos materiales 
probatorios y evidencia física, que se  intercepten mediante grabación 
magnetofónica o similar las comunicaciones telefónicas,  radiotelefónicas y 
similares que utilicen el espectro electromagnético, cuya información tengan  
interés para los fines de la actuación. En éste sentido, las entidades 
encargadas de la operación  técnica de la respectiva interceptación tienen la 
obligación de realizarla inmediatamente después  de la notificación de la orden.
La parte que corresponde a TEI del CPP dice: Actuaciones que no requieren 
autorización judicial previa para su realización… A diferencia de otras 
legislaciones, ésta Ley exime de una previa autorización judicial para realizar 
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ésta actuación, sin embargo,  especifica en su artículo 237 la obligación del 
control de legalidad posterior, o sea, que se presenta fiscal ante juez para 
audiencia dentro de 24 horas siguientes a las diligencias, para determinar la 
validez del procedimiento. Igualmente en el Artículo 233 habla sobre retención 
de correspondencia.
2.1.5.2  El Agente Encubierto.
Lo que trataremos de hacer es confrontar la figura del agente encubierto con 
los Derechos Fundamentales a la intimidad de las personas y a la no 
autoincriminación. Pero primero veamos lo que dicen las normativas sobre el 
agente encubierto en las leyes especiales sobre el Crimen Organizado.
 Nicaragua: La Ley 735 CO., en el capítulo X artículo 82 dice lo siguiente 
en relación a los actos investigativos especiales:
Se entenderá por actos investigativos especiales aquellas operaciones 
encubiertas que permitan mantener la confidencialidad de las investigaciones y 
de las personas que intervengan en ellas, la omisión de impedir la oportunidad 
de que se corneta un delito y el concurso de agentes encubiertos, agentes 
reveladores o informantes, quienes pueden asumir transitoriamente identidades 
y documentación de identidad ficticios, con la finalidad de acumular elementos 
probatorios de la comisión de hechos punibles a los que se refiere ésta ley.
Continúa el artículo 82 de la Ley diciendo: 
Únicamente podrán desempeñarse como agentes encubiertos los funcionarios 
activos especializados de la Policía Nacional o del Ejército de Nicaragua.
Las operaciones especiales excepcionales de compra o venta simulada de 
bienes, instrumentos o productos relacionados con delitos a que se refiere la 
presente ley, pertenecerán al grupo de agentes especializados en operaciones 
encubiertas de las Instituciones autorizadas por ésta Ley.
Es obligación de la Policía Nacional o del Ejército de Nicaragua, según 
corresponda, controlar las actividades de los agentes indicados, brindarles 
protección y una remuneración adecuada, y exigirles responsabilidad si fuera el
caso.
En otras palabras,  deja claro quienes serán las personas autorizados para 
llevar a cabo éstas operaciones, lo mismo que la Institución encargada de 
llevar la vigilancia y control de éstas actividades. Sin embargo, ésta ley no se 
refiere a las calificaciones que debe tener el agente, por ejemplo,  
especialización para desarrollar una actividad especifica.  
Debemos observar que la descripción que da el artículo 82 de la Ley, al 
referirse a las operaciones encubiertas, se limita a mencionar al agente 
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encubierto, al agente revelador o al denominado como informante. Quizás se 
deba a que estas figuras son las más controvertidas, porque muchas veces el 
agente encubierto, en determinados casos, se puede convertir en agente 
provocador y como resultado, las pruebas obtenidas pueden o no ser 
incorporadas al proceso por ser violatorias a los derechos constitucionales.
También debemos observar que la ley nicaragüense es muy ambigua cuando 
habla de investigaciones especiales limitándose a decir que son operaciones 
encubiertas, inclusive aquí, no hay una clara designación de agente encubierto. 
Además,  la Ley no incluye sobre las otras operaciones que tienen que ver con 
las investigaciones, como es  la posibilidad de utilizar las declaraciones o 
confesión del arrepentido etc., como lo hacen otras legislaciones, sin embargo, 
en el caso de las comunicaciones si lo regula en otro apartado de la Ley.
 España: El artículo 2 de la Ley Orgánica 5/1999 dice respecto al agente 
encubierto:
Se añade en el Título III del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Criminal un 
artículo 282 bis., con la siguiente redacción:
A los fines previstos en el artículo anterior (Circulación o Entrega Vigilada) y 
cuando se trate de investigaciones que afecten a actividades propias de la
delincuencia organizada, el Juez de Instrucción competente o el Ministerio 
Fiscal dando cuenta inmediata al Juez, podrán autorizar a funcionarios de la 
Policía Judicial, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta su 
necesidad a los fines de la investigación, a actuar bajo identidad supuesta y a 
adquirir y transportar los objetos, efectos e instrumentos del delito y diferir la 
incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el 
Ministerio del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por períodos de 
igual duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo 
relacionado con la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y 
social bajo tal identidad.
Este artículo también se refiere a que la resolución  debe contener entre otras;
el nombre verdadero y supuesto del agente y conocimiento de quien autorizó la 
investigación sobre la protección al agente. Esto conforme lo previsto en la Ley 
Orgánica 19/1994 del 23 de diciembre.
Igualmente señala éste artículo, que el agente encubierto estará exento de 
responsabilidad criminal por aquellas actuaciones que sean consecuencia 
necesaria del desarrollo de la investigación, siempre que guarden la debida 
proporcionalidad con la finalidad de la misma y no constituyan una provocación 
al delito.
Cuando las actuaciones de investigación puedan afectar a los derechos 
fundamentales, el agente encubierto deberá solicitar del órgano judicial 
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competente las autorizaciones que, al respecto, establezca la Constitución y la 
Ley, así como cumplir las demás previsiones legales aplicables. Inclusive el 
artículo enumeró los delitos donde puede actuar el agente encubierto.
 México: Las Operaciones encubiertas no están reguladas en la Ley 
Federal Contra La Delincuencia Organizada de 1996; pero si se 
encuentra en La Ley de la Policía Federal de 2009 en el artículo 8 
sección VII y XII, y en su Reglamento publicado en 2010. En los 
artículos 209 al 218 del reglamento dice así de las operaciones 
encubiertas y usuarios simulados:
Para efectos de éste Reglamento se entiende por operación encubierta, la 
actuación de agentes policiales, que ocultando su verdadera identidad, tengan 
como fin infiltrarse en el medio criminógeno para recopilar, analizar y aplicar la 
información obtenida para la prevención y, bajo la conducción y mando del 
Ministerio Público, combate al delito (Artículo 209).
Para la realización de operaciones encubiertas se podrán utilizar las siguientes 
figuras: Agente encubierto, que es el Integrante que bajo una identidad   
supuesta se involucra en estructuras, asociaciones o agrupaciones con 
propósitos delictivos, con el objeto de identificar a los participantes, así como 
de obtener información necesaria en la investigación para prevenir actos 
delictivos; y, el de Informante, es la persona que suministra información útil, 
oportuna y suficiente para actividades de investigación e inteligencia para la 
prevención de los delitos, así como para la localización y detención efectiva de 
personas respecto de las cuales exista un mandamiento ministerial o judicial 
con el fin de cooperar en la investigación o cumplimiento de los mandatos 
ministeriales o judiciales (Articulo 211).
El Comisionado General autorizará, previo acuerdo con el Secretario <de 
Seguridad Pública> operaciones encubiertas para desarrollar inteligencia para 
la prevención, y, conforme a las demás disposiciones aplicables, en el caso de
la investigación del delito (Articulo 215).
 Guatemala: El Decreto 21/2006 en lo que refiere a TEI en su capítulo 
primero, artículos 21 al 34  sobre operaciones encubiertas dice:
Se entenderá por operaciones encubiertas, aquellas que realicen agentes 
encubiertos con la finalidad de obtener información o evidencias que permitan 
procesar a las personas que forman parte de grupos delictivos organizados y 
su desarticulación, mediante el diseño de estrategias eficaces con estricto 
control del Ministerio Público (Art. 21).
Este mismo artículo establece que el agente queda prohibido y la prueba 
excluida cundo en la fase de investigación se provoque el delito o se hagan 
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fuera de las acciones y planificaciones en la fase de investigación, salvo en 
casos  especiales y con la debida autorización del Ministerio Público. 
Son agentes encubiertos los funcionarios policiales especiales que 
voluntariamente, a solicitud del Ministerio Público, se les designe una función 
con la finalidad de obtener evidencias o información que permitan descubrir y 
procesar a los miembros de grupos delictivos organizados (Art. 22).
Habla del carácter transitorio de identidad y de los roles ficticios del agente, el  
modo secreto de actuar y de omitir la realización de procedimientos normales 
de su cargo ante la comisión de delitos, con la salvedad y deber de informar a 
las autoridades en casos que establece el artículo 25, delitos contra la vida y de 
futura comisión como son: el plagio, tortura, lesiones graves o gravísimas, 
delitos de violación y abusos deshonestos.
Queremos destacar dos artículos: la Sanción del agente encubierto y la 
Intervención de la defensa.
El agente encubierto que cometa delito por extralimitarse en las actividades 
generadas a que está autorizado, será sancionado con la pena señalada para 
el delito cometido aumentada en una cuarta parte (Art. 31).
A partir de la primera declaración, el imputado o su defensor podrá revisar el 
expediente que deberá contener la documentación de la información recabada 
durante la operación encubierta, con el objeto de constatar si en el 
procedimiento y en los actos realizados no se vulneraron los derechos y 
garantías del imputado y si se respeto el contenido de la presente ley (Art. 32).
Los restantes artículos de éste apartado, se refiere a las facultades del agente;
como debe ser el análisis de la organización criminal; los procedimientos para 
autorizar las operaciones; el contenido de la resolución; control de la operación;
y el control administrativo. Todos muy similares a lo que dicen las legislaciones 
anteriores consultadas.
 Colombia: La Ley 906 de 2004, en los artículos 241 y 242 se refieren al 
agente encubierto:
Cuando el fiscal tuviere motivos  razonablemente fundados, de acuerdo con los 
medios cognoscitivos previstos en éste código, ordenará la planificación,  
preparación y manejo de una operación, para que agente o agentes 
encubiertos la infiltren con el  fin de obtener información útil a la investigación 
que se adelanta, de conformidad con lo  establecido en el artículo siguiente
(Art. 241).
Cuando el fiscal tuviere motivos razonablemente  fundado previa autorización 
del Director Nacional o Seccional de Fiscalías, podrá ordenar la  utilización de 
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agentes investigativos, dichos agentes estarán  facultados para intervenir en el 
tráfico comercial, asumir obligaciones, ingresar y participar en  reuniones en el 
lugar de trabajo o domicilio del indiciado o imputado y, si fuere necesario,  
adelantar transacciones con él… así mismo, podrá disponerse que actúe como 
agente encubierto el particular que, sin modificar  su identidad, sea de la 
confianza del indiciado o imputado o la adquiera para los efectos de la 
búsqueda y obtención de información relevante  y de elementos materiales 
probatorios y  evidencia física.  Durante la realización de los procedimientos 
encubiertos podrán utilizarse los medios técnicos de  ayuda previstos en el 
artículo 239 o sea, vigilancia y seguimiento de personas.
En cumplimiento de lo dispuesto en éste artículo, se deberá adelantar la 
revisión de legalidad  formal y material del procedimiento ante el juez de control
de garantías dentro de las treinta y  seis (36) horas siguientes a la terminación 
de la operación encubierta, para lo cual se aplicarán,  en lo que sea pertinente, 
las reglas previstas para los registros y allanamientos. 
En todo caso, el uso de agentes encubiertos no podrá extenderse por un 
período superior a un  (1) año, prorrogable por un (1) año más mediante debida 
justificación. Si vencido el plazo  señalado no se hubiere obtenido ningún 
resultado, ésta se cancelará, sin perjuicio de la  realización del control de 
legalidad correspondiente (Art.242).
Notemos que en éste artículo pareciera que se permite el “agente provocador” 
lo mismo que el Informante o agente particular para infiltrarse en la 
organización criminal; también menciona al Arrepentido como parte de 
operaciones encubiertas. En cuanto a la posterior revisión del juez, tampoco 
es claro cuando dice: “dentro de las treinta y  seis (36) horas siguientes a la 
terminación de la operación encubierta” o sea, de iniciado o finalizado.
2.1.5.3  La Entrega Vigilada.
En diferentes legislaciones la entrega vigilada ó de circulación, básicamente 
dice y se refiere al control de  mercaderías ilícitas que entran, circulan y salen 
del territorio nacional con el objeto de seguir e informar sobre su destino final y 
proceder a la desarticulación del “modus operandi” de la organización criminal. 
Cómo se diferencia de la entrega controlada ya que a veces, especialmente en 
Nicaragua, no se deja que la mercancía siga su curso y normalmente se 
detiene y captura a los implicados materiales del ilícito, sin llegar nunca a 
establecer una conexión más amplia de la jerarquía organizacional criminal.
 Nicaragua: En la ley 735 sobre Técnicas Especiales de Investigación se 
dice:
En caso de ser necesario para la investigación de los delitos a que se refiere en 
ésta Ley, el Fiscal. General de la República deberá autorizar las técnicas 
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especiales de investigación de entrega vigilada y entrega controlada, según 
corresponda. Las que una vez autorizadas deberán ser controladas en su 
ejecución por la máxima autoridad de la Policía Nacional… (Art. 83).
En Nicaragua se utiliza como TEI la entrega vigilada y entrega controlada, 
artículos 84 y 85 de la Ley 735, especialmente en tráfico de estupefacientes y 
materiales conexos. En la entrega vigiada (circulación controlada), no se 
detiene el curso del envío; sino, una vez comprobada la ilicitud de tráfico de 
drogas, se permite que entren, circulen y salgan del territorio, o sea, no son 
interceptados por la autoridad policial. Esto se hace con el fin de descubrir las 
pruebas e identificar a todas las personas involucradas en el delito y 
posteriormente poder desintegrar la organización.
La entrega controlada se da en caso de que existan indicios razonables de que 
se ha cometido un delito, y se da comienzo a su ejecución, sin embargo, bajo 
ciertas condiciones: a) Cuando la investigación del caso aparezca como 
imposible o sumamente difícil; b) Cuando el especial significado del hecho exija 
la intervención del agente de operaciones encubiertas porque otras medidas 
resultaron inútiles; c) Cuando se haga necesaria la compra o venta simulada de 
objetos, sustancias, bienes, valores o productos que sean los medios o que 
constituyan el provecho del delito.
Sin embargo, aquí se debe tener mucho cuidado porque muchas veces no se 
puede determinar o identificar al remitente por ser documentación falsa y por 
otro lado, el destinatario o quien recoge el envío puede alegar un completo 
desconocimiento sobre el contenido del ilícito; por lo tanto, no constituye 
prueba de cargo suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia, de 
manera que su posible culpabilidad queda sometida a la prueba de indicios. 
Recordemos que siempre debe existir entre los indicios y el hecho necesitado 
de prueba, un enlace preciso y directo.
En el caso de la entrega vigilada las autoridades del país requirente deberán 
solicitar al Fiscal General de la República la autorización para que la Policía 
Nacional aplique la entrega vigilada, permitiendo que las remesas ilícitas de 
dinero o títulos valores, armas, sustancias controladas, precursores o 
instrumentos que hubieren servido o pudiesen servir para la comisión de 
algunos de los delitos relacionados en la presente Ley. En cambio,  en el caso 
de la entrega controlada el Director General de la Policía Nacional solicitará al 
Fiscal General de la República su aplicación, quien otorgará la autorización 
para el uso de la técnica especial de investigación de entrega controlada. 
Veremos esto más a fondo utilizando Derecho Comparado. (Parte II de éste 
capitulo).
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 España: La Ley Orgánica 6/1999, artículo 1 dice: Se modifica, en el 
Título I del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Criminal el artículo 263 
bis., que tendrá la siguiente redacción (En cursillo lo incorporado tras la 
reforma).
El Juez de Instrucción competente y el Ministerio Fiscal, así como los Jefes de 
las Unidades Orgánicas de Policía Judicial, centrales o de ámbito provincial, y 
sus mandos superiores podrán autorizar la circulación o entrega vigilada de 
drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, así como de otras 
sustancias prohibidas. Esta medida deberá acordarse por resolución fundada, 
en la que se determine explícitamente, en cuanto sea posible, el objeto de 
autorización o entrega vigilada, así como el tipo y cantidad de la sustancia de 
que se trate. Para adoptar éstas medidas se tendrá en cuenta su necesidad a 
los fines de investigación en relación con la importancia del delito y con las 
posibilidades de vigilancia. El Juez que dicte la resolución dará traslado de 
copia de la misma al Juzgado Decano de su jurisdicción, el cual tendrá 
custodiado un registro de dichas resoluciones.
También podrá ser autorizada la circulación o entrega vigilada de los equipos, 
materiales y sustancias a los que se refiere el artículo 371 del Código Penal, de 
los bienes y ganancias a que se hace referencia en el artículo 301 de dicho 
Código en todos los supuestos previstos en el mismo, así como de los bienes, 
materiales, objetos y especies animales y vegetales a los que se refieren los 
artículos 332, 334, 386, 566, 568 y 569, también del Código Penal.
Se entenderá por circulación o entrega vigilada la técnica consistente en 
permitir que remesas ilícitas o sospechosas de drogas tóxicas, sustancias 
psicotrópicas u otras sustancias prohibidas, los equipos, materiales y 
sustancias a que se refiere el apartado anterior, las sustancias por las que se 
haya sustituido las anteriormente mencionadas, así como los bienes y 
ganancias procedentes de las actividades delictivas tipificadas en los artículos 
301 a 304 y 368 a 373 del Código Penal, circulen por territorio español o salgan 
o entren en él sin interferencia obstativa de la autoridad o sus agentes y bajo su 
vigilancia, con el fin de descubrir o identificar a las personas involucradas en la 
comisión de algún delito relativo a dichas drogas, sustancias, equipos, 
materiales, bienes y ganancias, así como también prestar auxilio a autoridades 
extranjeras en esos mismos fines.
El recurso a la entrega vigilada se hará caso por caso y, en el plano 
internacional, se adecuará a lo dispuesto en los tratados internacionales. Los 
Jefes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial centrales o de ámbito 
provincial o sus mandos superiores darán cuenta inmediata al Ministerio Fiscal 
sobre las autorizaciones que hubiesen otorgado de conformidad con el 
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apartado 1 de este artículo y, si existiese procedimiento judicial abierto, al Juez 
de Instrucción competente.
La interceptación y apertura de envíos postales sospechosos de contener 
estupefacientes y, en su caso, la posterior sustitución de la droga que hubiese 
en su interior se llevarán a cabo respetando en todo momento las garantías 
judiciales establecidas en el ordenamiento jurídico, con excepción de lo 
previsto en el artículo 584 de la presente Ley.
Aquí se mencionan los órganos competentes para autorizar la adopción de ésta 
medida, sin embargo, el que se exija resolución fundada y la necesidad de 
notificarlo inmediatamente al Ministerio Fiscal y en su caso al Juez de 
Instrucción competente, abonan la interpretación de que solo cuando razonas 
de urgencia lo aconsejen se podrá autorizar la circulación o entrega vigilada por 
la Policía Judicial.
En éste artículo, también se habla de que envíos postales sospechosos se 
pueden interceptar, pero no menciona sobre carga por transporte terrestre de 
estupefacientes,  que se puedan interceptar. 
Es importante notar que en algunas normativas, incluyen dentro de entrega 
vigilada, la posibilidad de detener un envío sospecho de drogas etc. (Ver 
numeral 4 artículo 263 LECrim. Española).
Un ejemplo de esto,  es la posibilidad de que en los casos que las autoridades 
policiales tengan sospecha de que en interior de un envió se encuentra oculto 
un genero de tráfico prohibido deberán proceder inmediatamente a su 
detención, apertura y examen. 
En Nicaragua ésta actividad se califica como entrega controlada, una distinción 
que nos parece ser más acertada (Ver Art. 85 Ley 735).
 México: La Ley Federal Contra La Delincuencia Organizada de 1996 
(Ultima Reforma 2011) pero especialmente en la Ley de la Policía 
Federal de 2009  y su Reglamento del 2010, no hablan del todo de una 
normativa sobre entrega vigilada. 
En la 20ª Reunión de Jefes de los Organismos Nacionales  encargados  de 
Combatir el Tráfico Ilícito de Drogas, América Latina y el Caribe en Lima Perú 
en octubre del 2010, México observó que la entrega vigilada no se había 
incorporado aún en la  legislación del país. Actualmente se preparaba un 
código de procedimientos a nivel  federal  en el que  se preveía la  entrega  
vigilada , de modo que  en  el  futuro  se  la   pudiera incluir en los tratados de 
asistencia judicial recíproca con otros Estados.  El código estaba todavía en 
borrador y se lo analizaría más detenidamente antes de  presentarlo al 
Congreso para  su examen oficial.   
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 Guatemala: En el Titulo Tercero, capítulo. primero de la ley 21/2006 en 
TEI, se refiere a entregas vigiladas en los artículos del 35 al 47 de la 
siguiente manera:
Se entenderá por entrega vigilada el método de investigación que permite el 
transporte y transito de remesas ilícitas o sospechosas, así como de drogas o 
estupefacientes y otras sustancias, materiales ú objetos prohibidos o de ilícito 
comercio, que ingresen, circulen o salgan del país, bajo la estricta vigilancia o 
seguimiento de autoridades previstas en ésta ley (Art. 35).
Este artículo menciona que la utilización de éste método, es para conocer de la
manera en que entran y salen éstas sustancias, también de como se 
distribuyen o comercializan, con el fin de obtener elementos probatorios que 
sirva para capturar a los participes y la desarticulación de de la organización 
criminal. 
Una cuestión que ésta ley incluye y que no está específicamente indicado en 
las otras legislaciones estudiadas, y que puede tener una repercusión muy 
cuestionada porque  se puede interpretar como “provocación”,  es la siguiente:
Durante el desarrollo de operaciones encubiertas el Fiscal General de la 
República y Jefe del Ministerio Público, a requerimiento y bajo la 
responsabilidad del agente fiscal encargado del caso podrá autorizar que uno o 
más agentes encubiertos pongan a circular dentro de un grupo delictivo 
organizado, drogas o estupefacientes, así como otras sustancias, materiales u 
objetos prohibidos o de ilícito comercio, a efecto de descubrir el funcionamiento 
y operación de dichas organizaciones y obtener la demás información que se 
persigue mediante la utilización de las entregas vigiladas (Art. 36).
En cuanto se refiere  a personal especial; requisitos de la solicitud; sobre la 
dirección del procedimiento; comprobación de la información; el informe 
operacional; la cadena de custodia; la cesación de operaciones encubiertas 
etc., todos de entrega vigilada, son casi parecidas a las otras normativas, sin 
embargo, no se menciona nada sobre el control judicial.
 Colombia: En la Ley 906/2004 sobre TEI dice:
El fiscal que tuviere motivos razonablemente fundados, de  acuerdo con los 
medios cognoscitivos previstos en éste código, para creer que el indiciado o el  
imputado dirige, o de cualquier forma interviene en el transporte de armas, 
explosivos,  municiones, moneda falsificada, drogas que producen 
dependencia o también cuando sea  informado por agente encubierto o de 
confianza de la existencia de una actividad criminal  continua, previa 
autorización del Director Nacional o Seccional de Fiscalías, podrá ordenar la  
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realización de entregas vigiladas de objetos cuya posesión, transporte, 
enajenación, compra,  alquiler o simple tenencia se encuentre prohibida. A 
estos efectos se entiende como entrega  vigilada el dejar que la mercancía se 
transporte en el territorio nacional o salga de él, bajo la  vigilancia de una red 
de agentes de policía judicial especialmente entrenados y adiestrados 
(Art.243).
Aquí también se utiliza  el concepto de  entrega controlada y entrega vigilada  
sin distinción alguna; no hay separación de una ú otra, como lo expresa la 
norma nicaragüense.
Sigue diciendo el artículo, que en éstos eventos está prohibido al agente 
encubierto sembrar la idea de la comisión del delito  en el indiciado o imputado. 
Así, sólo está facultado para entregar por sí, o por interpuesta  persona, o 
facilitar la entrega del objeto de la transacción ilegal, a instancia o por iniciativa 
del  indiciado o imputado.
Se vuelve a considerar entrega vigilada al decir que el fiscal facultará a la 
policía judicial para la realización de vigilancia especial,  cuando se trate de 
operaciones cuyo origen provenga del exterior y en desarrollo de lo dispuesto  
en el capítulo relativo a la cooperación judicial internacional.
Finalmente el artículo dice refiriéndose a control judicial posterior, que una vez 
concluida la entrega vigilada, los resultados de la misma y, en especial,  los 
elementos materiales probatorios y evidencia física, deberán ser objeto de 
revisión por parte  del juez de control de garantías, lo cual cumplirá dentro de 
las treinta y seis (36) horas siguientes  con el fin de establecer su legalidad 
formal y material.
Volvemos a recordar que en la normativa Colombiana sobre TEI no requiere de 
autorización previa del Juez en ninguna de las Operaciones encubiertas, 
inclusive, en la de  Intervención de Comunicaciones.
Al igual que en la norma Española, la Colombiana habla de la retención de 
correspondencia. El Fiscal General o su delegado podrá ordenar a la  policía 
judicial la retención de correspondencia privada, postal, telegráfica o de 
mensajería  especializada o similar que reciba o remita el indiciado o imputado, 
cuando tenga motivos  razonablemente fundados, de acuerdo con los medios 
cognoscitivos previstos en éste código,  para inferir que existe información útil 
para la investigación (Art. 233).
Aquí también, sobre audiencia de control judicial posterior dice lo siguiente:
Dentro de las veinticuatro (24) horas  siguientes al diligenciamiento de las 
órdenes de registro y allanamiento, retención de  correspondencia, 
interceptación de comunicaciones o recuperación de información dejada al  
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navegar por internet ú otros medios similares, el fiscal comparecerá ante el juez 
de control de  garantías. El juez podrá, si lo estima conveniente, interrogar 
directamente a los comparecientes y, después  de escuchar los argumentos del 
fiscal, decidirá de plano sobre la validez del procedimiento (Art. 237).
Entregas vigiladas también están reguladas en los artículos 241, 242 y 243 del 
CPP.
2.1.5.4  El Arrepentido.
Anteriormente hicimos una descripción de la figura del arrepentido y su 
importancia para la investigación del Crimen Organizado, ya que sin su 
colaboración sería más difícil lograr la captura de los implicados. Cuando esto 
se realiza existen concesiones y beneficios a favor del arrepentido. Con 
relación a éstas  concesiones nos referimos a lo que dice la ley nicaragüense y 
las otras legislaciones estudiadas.
Nicaragua: El artículo 41 de la Ley 735 dice: El Ministerio Público podrá aplicar 
el acuerdo y la prescindencia de la acción penal como manifestaciones del 
principio de oportunidad, a fin de sustentar la acusación en contra de las 
estructuras superiores de las organizaciones criminales, cuando se trate de los
delitos referidos en ésta Ley.
Prescindir de la acción penal solo lo autoriza el Fiscal General y solo en   casos
especiales (Art. 60 CPP). También el fiscal puede hacer uso de la figura del 
Acuerdo Condicionado que establece el artículo 61 del CPP. 
Observamos que en la ley nicaragüense no se menciona la figura del 
arrepentido, solo dice “el que ayude a sustentar la acusación” Pensamos que 
debe de haber mayor claridad al respecto. Igualmente,  ésta ley no condiciona 
ni establece requisitos para poder acceder la las concesiones que se le brindan 
al arrepentido. Recordemos que ésta ley es reguladora para enfrentar al 
Crimen Organizado, por tanto, debe ser mas exigente, clara y especifica, no 
siempre se puede recurrir al CPP, que generalmente es referida para delitos 
comunes.
España: La Ley solo autoriza la figura del arrepentido en casos Narcotráfico y 
Terrorismo (Art. 376 y 579-3 Código Penal).
En la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, que modifica la Ley Orgánica 
10/1995 del 23 de noviembre del Código Penal, dice en su artículo 132 lo 
siguiente; se modifica el artículo 376 CP que queda redactado como sigue:
En los casos previstos en los artículos 368 a 372 LECrim., (Salud Publica-
Delitos Muy Graves-Tráfico de drogas) los jueces o tribunales, razonándolo en 
la sentencia, podrán imponer la pena inferior en uno o dos grados a la señalada 
por la ley para el delito de que se trate, siempre que el sujeto haya abandonado 
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voluntariamente sus actividades delictivas y haya colaborado activamente con 
las autoridades o sus agentes bien para impedir la producción del delito, bien 
para obtener pruebas decisivas para la identificación o captura de otros 
responsables o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones 
o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado.
México: Se regula en el capítulo séptimo “De La Colaboración En La 
Persecución De La Delincuencia Organizada” de la Ley Federal Contra La 
Delincuencia Organizada.
Artículo 35.- El miembro de la delincuencia organizada que preste ayuda eficaz 
para la investigación y persecución de otros miembros de la misma, podrá 
recibir los beneficios siguientes:
I. Cuando no exista averiguación previa en su contra, los elementos de prueba 
que aporte o se deriven de la averiguación previa iniciada por su colaboración, 
no serán tomados en cuenta en su contra. Este beneficio sólo podrá otorgarse 
en una ocasión respecto de la misma persona;
II. Cuando exista una averiguación previa en la que el colaborador esté 
implicado y éste aporte indicios para la consignación de otros miembros de la 
delincuencia organizada, la pena que le correspondería por los delitos por él 
cometidos, podrá ser reducida hasta en dos terceras partes;
III. Cuando durante el proceso penal, el indiciado aporte pruebas ciertas, 
suficientes para sentenciar a otros miembros de la delincuencia organizada con 
funciones de administración, dirección o supervisión, la pena que le 
correspondería por los delitos por los que se le juzga, podrá reducirse hasta en 
una mitad, y
IV. Cuando un sentenciado aporte pruebas ciertas, suficientemente valoradas 
por el juez, para sentenciar a otros miembros de la delincuencia organizada 
con funciones de administración, dirección o supervisión, podrá otorgársele la 
remisión parcial de la pena, hasta en dos terceras partes de la privativa de 
libertad impuesta.
En la imposición de las penas, así como en el otorgamiento de los beneficios a 
que se refiere éste artículo, el juez tomará en cuenta además de lo que 
establecen los artículos 51 y 52 del Código Penal para el Distrito Federal en 
Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero
Federal, la gravedad de los delitos cometidos por el colaborador. En los casos 
de la fracción IV de éste artículo, la autoridad competente tomará en cuenta la 
gravedad de los delitos cometidos por el colaborador y las disposiciones que 
establezca la legislación sobre ejecución de penas y medidas de seguridad.
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Artículo 36.- En caso de que existan pruebas distintas a la autoinculpación en 
contra de quien colabore con el Ministerio Público de la Federación, a solicitud 
de éste se le podrán reducir las penas que le corresponderían hasta en tres 
quintas partes, siempre y cuando, a criterio del juez, la información que 
suministre se encuentre corroborada por otros indicios de prueba y sea 
relevante para la detención y procesamiento de otros miembros de la 
delincuencia organizada de mayor peligrosidad o jerarquía que el colaborador.
Artículo 37.- Cuando se gire orden de aprehensión en contra de un miembro de 
la delincuencia organizada, la autoridad podrá ofrecer recompensa a quienes 
auxilien eficientemente para su localización y aprehensión, en los términos y 
condiciones que, por acuerdo específico, el Procurador General de la 
República determine.
En el caso de secuestro, la autoridad podrá ofrecer recompensa a quienes sin 
haber participado en el delito, auxilien con cualquier información que resulte 
cierta y eficaz para la liberación de las víctimas o la aprehensión de los 
presuntos responsables. La autoridad garantizará la confidencialidad del 
informante. Párrafo adicionado DOF 21-12-2004.
Artículo 38.- En caso de que se reciban informaciones anónimas sobre hechos 
relacionados con la comisión de los delitos a que se refiere ésta Ley, el 
Ministerio Público de la Federación deberá ordenar que se verifiquen estos 
hechos. En caso de verificarse la información y que de ello se deriven indicios 
suficientes de la comisión de estos delitos, se deberá iniciar una averiguación 
previa, recabar pruebas o interrogar a testigos a partir de esta comprobación, 
pero en ningún caso dicha información, por sí sola, tendrá valor probatorio 
alguno dentro del proceso.
Para el ejercicio de la acción penal, se requerirá necesariamente de la 
denuncia, acusación o querella correspondiente.
Artículo 39.- Toda persona en cuyo poder se hallen objetos o documentos que 
puedan servir de pruebas tiene la obligación de exhibirlos, cuando para ello sea 
requerido por el Ministerio Público de la Federación durante la averiguación 
previa, o por el juzgador durante el proceso, con las salvedades que 
establezcan las leyes.
Guatemala: El Decreto 21/2006 Ley Contra la Delincuencia Organizada regula 
ésta figura en sus artículos 90 al 102.  El artículo 90 dice lo siguiente: 
La persona que ha participado en un hecho delictivo, sea o no integrante de un 
grupo delictivo organizado, que preste ayuda o colaboración eficaz para la 
investigación y persecución de miembros de grupo delictivo organizado, podrá 
recibir los beneficios otorgados en la presente ley.
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El artículo 91 menciona el ámbito de colaboración eficaz y el artículo 92 
enumera los beneficios de colaboración eficaz, entre los que se encuentran 1)
Suspensión de la Acción Penal; 2) Prescindir de la Acción Penal; 3) Rebaja de 
la Pena en 2/3.del delito. 
Sin embargo, la ley guatemalteca dice que los beneficios que regula el artículo 
91, no se otorgarán a los Jefes, Cabecillas o Dirigentes de las organizaciones 
criminales.
Colombia: La figura del Arrepentido no está regulada en la parte TEI, sin 
embargo lo recoge el artículo 324 numeral 5 y 6 del CPP bajo Principio de 
Oportunidad,  “los que colaboren eficazmente…” Cabe notar que es el Fiscal 
General quien concede éstos beneficios como el de prescindir de la acción 
penal (art. 329). También se requiere posterior Control Judicial (art. 327 CPP).
Al igual que la ley de Guatemala,  los beneficios no son aplicables a los jefes, 
organizadores o promotores de la actividad ilícita. 
2.1.5.5 Protección de Testigos.
La protección de testigos, peritos y víctimas del Crimen Organizado,
Nicaragua: La Ley contra el Crimen Organizado de Nicaragua, Ley 735, en su 
Capitulo IX, dedica una sección completa para la Protección de testigos, peritos 
y demás sujetos procesales como un conjunto de medidas, acciones y 
procedimientos tendientes a salvaguardar la vida, la integridad personal, la 
libertad o bienes del testigo peritos y demás sujetos procesales, o de la familia 
de un sujeto protegido.
Vamos a señalar los elementos más significativos de éste apartado de la ley.
Primeramente establece los principios que deben estar presentes para 
considerar la protección, como son: Principio de Necesidad; Principio de 
Proporcionalidad; Principio de Confidencialidad; Principio de Celeridad y 
Eficiencia; Principio de Temporalidad; Principio de Reciprocidad; Principio de 
subsidiariedad; Principio de voluntariedad (art 70).
Seguidamente en su artículo 72 se refiere sobre el reclutamiento, selección y 
deber de confidencialidad. Dice que los funcionarios y empleados que formen 
parte de la estructura del programa de protección para personas sujetas a 
protección, estarán sujetos a las disposiciones de la Ley No. 346, "Ley 
Orgánica del Ministerio Público" y su reglamento, Decreto Ejecutivo No. 133-
2000, aprobado el 11 de diciembre del año 2001 y publicado en La Gaceta, 
Diario Oficial No. 14 del 19 de enero del año 2001 y, la Ley No. 586, "Ley de 
Carrera del Ministerio Público" y las normativas y directrices que al efecto dicte 
el Fiscal General de la República.
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La autoridad para establecer el programa de protección es el Ministerio Público
a través de su Fiscal General, quien dicta las normativas y directrices que lo 
regulan.
La ley nicaragüense, no dice que para aplicar éstas medidas se requiere de 
autorización judicial motivada y fundamentada en el caso concreto.
El artículo 75 menciona sobre la solicitud de las medidas de protección. Las 
solicitudes de colaboración de la autoridad central (MP) serán dirigidas a la 
máxima autoridad de la Policía Nacional, del Ejercito de Nicaragua, del Sistema 
Penitenciaria y del Poder Judicial, según sea el caso, por escrito y 
especificando las medidas de protección que deban adoptarse. La solicitud 
debe expresar claramente la medida de protección. 
Cuando las autoridades estuviesen imposibilitadas de practicar lo solicitado por 
la autoridad central, deberá de comunicarse de inmediato, dejando constancia 
por escrito para que ésta oriente lo que corresponda.
En su artículo 73 establece las medidas de protección entre las que se 
encuentran: Prestación de servicios de seguridad física, asistencia médica, 
legal, social, sicológica y de alojamiento; Resguarde de la identidad de las 
personas sujetas a protección; Utilizar las técnicas e instrumentos necesarios 
para impedir que las personas sujetas a protección que comparezcan en la 
práctica de diligencias puedan ser reconocidas; Fijar a efectos de citaciones y 
notificaciones, como domicilio especial de las personas sujetas a protección, la 
sede de la autoridad competente interviniente, quien se las hará llegar 
confidencialmente a sus destinatarios; El traslado, alejamiento del lugar del 
riesgo y reubicación temporal o definitiva de las personas sujetas a protección 
dentro o fuera del país; Cambio de identidad, medida que será utilizada de 
manera excepcional. 
También se establecen medidas a la Policía y sistema penitenciario, lo mismo 
que medidas de los tribunales y Ejercito Nacional.
Una disposición muy importante de ésta ley está en el Art. 76  Anticipo 
jurisdiccional de prueba en caso de víctima, testigo o perito, que dice: 
Además de los casos establecidos en el Código Procesal Penal, procede 
aplicar el anticipo jurisdiccional de prueba cuando se trate de una víctima, 
testigo o perito, cuya seguridad, vida o integridad física corran riesgo con 
motivo de su participación en el proceso y se presuma razonablemente que su 
declaración en juicio no será posible pues no se reducirá el riesgo o éste podría 
aumentar. Así mismo, cuando el testigo o perito se encuentre ante 
circunstancias de fuerza mayor, tenga que salir fuera del país o cuando la 
víctima, testigo, corran el peligro de ser expuesto a presiones mediante 
violencia, amenaza, oferta o promesa de dinero ú otros beneficios análogos. En 
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todos los casos en que se haya acordado la reserva de las características 
físicas del declarante, por la existencia de un riesgo para su vida o integridad 
física, se procederá a recibir su testimonio en forma anticipada.
Si lo considera admisible, el juez practicará el acto citando a todas las partes, 
quienes tendrán derecho de asistir, con todas las facultades y obligaciones 
previstas en el Código Procesal Penal.
Cuando se hayan admitido para juicio testigos que se encuentren protegidos 
procesalmente, el Tribunal adoptará las medidas necesarias para garantizar la 
recepción de su testimonio en la forma acordada al disponerse la protección, 
para lo cual podrá disponer que la audiencia se realice en forma privada, o que 
se utilicen los medios tecnológicos necesarios, todo ello sin perjuicio de lo que 
se pueda resolver sobre el tema en el curso del debate, sin perjuicio de que se 
prescinda de su recepción y se incorpore el anticipo jurisdiccional de prueba, 
cuando el riesgo para la vida o integridad física del declarante no haya 
disminuido o se vea aumentado con motivo del juicio.
Esta Ley contempla un sistema de colaboración con autoridades extranjeras, lo 
mismo que disposiciones sobre la revisión y terminación  de las medidas, y lo 
referente a la protección de la   Policía Nacional y del Ejercito Nacional.
Una cuestión importante y que muchas veces causa inactividad en el 
cumplimiento de cualquier ley,  es la pregunta de siempre: cómo se financiará.
En ésta ley, se dispone que los gastos serán financiados por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, con los recursos provenientes de la Unidad 
Administradora de Bienes Incautados, Decomisados o Abandonados, sin 
perjuicio de ayuda proveniente de donaciones públicas o privadas, internas o 
externas. 
España: La Ley Orgánica 19/1994 del 23 de diciembre, sobre la Protección a 
Testigos y Peritos en Causas Criminales, dice en sus artículos únicos 1,2,3,4; y
se refiere a las medidas de protección aplicables a quienes en calidad de 
testigos o peritos intervengan en procesos penales. También dispone que para 
que sean de aplicación las disposiciones de la Ley será necesario que la 
autoridad judicial aprecie racionalmente un peligro grave para la persona, 
libertad o bienes de quien pretenda ampararse en ella, su cónyuge o persona a 
quien se halle ligado por análoga relación de afectividad o sus ascendientes, 
descendientes o hermanos. Igualmente, apreciada la circunstancia, el Juez 
instructor acordará motivadamente, de oficio o a instancia de parte, cuando lo 
estime necesario en atención al grado de riesgo o peligro, las medidas 
necesarias para preservar la identidad de los testigos y peritos, su domicilio, 
profesión y lugar de trabajo, sin perjuicio de la acción de contradicción que 
asiste a la defensa del procesado, pudiendo adoptar las siguientes decisiones: 
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Que no consten en las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, 
domicilio, lugar de trabajo y profesión, ni cualquier otro dato que pudiera servir 
para la identificación de los mismos, pudiéndose utilizar para ésta un número o 
cualquier otra clave; 2) Que comparezcan para la práctica de cualquier 
diligencia utilizando cualquier procedimiento que imposibilite su identificación 
visual normal; 3) Que se fije como domicilio, a efectos de citaciones y 
notificaciones, la sede del órgano judicial interviniente, el cual las hará llegar 
reservadamente a su destinatario.
Por último ésta ley dispone cuales serán las autoridades encargadas de la 
protección durante y posterior al proceso. Como anotación adicional 
agregamos que ésta ley orgánica no menciona nada sobre protección a las 
víctimas.
México: Está regulado en el capítulo sexto “De La Protección De Las 
Personas” de la Ley Federal, en su artículo 34 el cual dice: La Procuraduría 
General de la República prestará apoyo y protección suficientes a jueces, 
peritos, testigos, víctimas y demás personas, cuando por su intervención en un 
procedimiento penal sobre delitos a que se refiere ésta Ley, así se requiera. 
Guatemala: El Decreto 21/2006 en su artículo 103 dice: Las Medidas de 
Protección previstas en ésta ley, son aplicables a quienes en calidad de 
colaboradores intervengan en las investigaciones o procesales penales objeto 
de la presente ley. Y el artículo 104 enumera las medidas de protección.
Colombia: No está reglamentada en el CPP, sin embargo, lo recoge la Ley 
975/2005 (Re-incorporación de miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley) en su artículo 38, protección de victimas y testigos; y, el 
artículo 40, otras medidas de protección durante el proceso.
Observemos que la figura de Protección a las víctimas, testigos, peritos y 
demás sujetos que intervienen en la investigación y en el proceso penal, están 
de manera expresa  contenidas en la normativa nicaragüense y guatemalteca 
en sus respectivas leyes contra el Crimen Organizado. En las otras normativas 
estudiadas ésta figura se encuentra dispersa en diferentes disposiciones 
legales.
2.1.5.6  Derecho a la Defensa.
Concluimos ésta sección con un tema que consideramos de suma importancia, 
no tanto porque el derecho a la defensa sea un precepto constitucional y 
procesal imprescindible para asegurar el Debido Proceso, sino por cuanto éste 
derecho requiere que sea debidamente aplicado al imputado cuando es 
detenido y mantenido en las dependencias de  la Policía Nacional y cuando se 
trata de delitos en actividades del Crimen Organizado. 
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Aquí no pretendemos hacer un estudio conceptual sobre el Derecho a La 
Defensa, eso corresponde hacer en un trabajo separado. Lo que queremos 
señalar es que si éste derecho es aplicado con equidad en el caso del los 
involucrados en el Crimen Organizado, que por haber cometido un presunto 
delito muy grave, como es el tráfico de drogas, generalmente se toman 
medidas excesivas cuando detenidos en la delegación policial.
Como ejemplo, podemos observar, que una vez detenido, el imputado, por lo 
general es mantenido incomunicado, es decir, no tiene oportunidad para 
comunicarse con familiares ni con su abogado defensor como lo establece el 
artículo 95 numeral. 3 del CPP, y que debe ser en el termino de 3 horas 
posteriores a la detención. El numeral 12 del mismo artículo 95 CPP prohíbe
ser obligado a confesar y el último párrafo del artículo dice que el detenido 
debe ser tratado con dignidad. 
Sabemos que los delitos del Crimen Organizado son tipificados como muy 
graves, sin embargo, será correcto no proceder conforme se establece en la ley 
para cualquier otra persona bajo las mismas condiciones de detenido.
En España,  por ejemplo, la  CE en su artículo 17 expresa en numeral 1 lo 
siguiente:  Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de 
lo establecido en éste artículo y en los casos y en la forma previstos en la Ley,
y en numeral 2 dice: La detención preventiva no podrá durar más del tiempo 
estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al
esclarecimiento de los hechos y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y 
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la 
autoridad judicial.
Puede prolongarse la detención Incomunicado otras 48 horas con la debida  
autorización judicial motivada y para fines investigativos (Cinco días total) en 
caso de los delitos del artículo 384 LECrim., (Bandas armadas y terrorismo), sin 
perjuicio del derecho a la defensa, artículo 520.2 LECrim. Sin embargo, no dice 
expresamente sobre Crimen organizado.
Ahora veamos lo que se dice sobre los derechos del imputado cuando 
incomunicado
Los artículos 520 al 527 LECrim., regulan el ejercicio del derecho de defensa, 
de la asistencia de abogado y del tratamiento de los detenidos y presos. Los 
detenidos en el caso del Crimen Organizado, por ser presunciones de delitos 
muy graves, por lo general son mantenidos Incomunicados. A esto se refiere el 
artículo 527 LECrim., cuando dice: El detenido o preso, mientras se halle 
incomunicado, no podrá disfrutar de los derechos expresados en el presente 
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capítulo, con excepción de los establecidos en el artículo 520 con las siguientes 
consecuencias negativas:
a. En todo caso, su Abogado será designado de oficio, o sea, no será 
designado libremente por el detenido.
b. No tendrá derecho a la comunicación prevista en el apartado (d) del 
número 2, o sea, a que se ponga en conocimiento del familiar o persona 
que desee, el hecho de la detención y el lugar de custodia en que se 
halle en cada momento. 
c. Tampoco tendrá derecho a la entrevista con su Abogado prevista en el 
apartado (c) del número 6, esto es, en caso de incomunicación queda 
suspendido la entrevista reservada del abogado  con el detenido al 
término de la práctica de la diligencia en que hubiere intervenido.
No hay duda que la suspensión de derechos del  detenido, afectan 
directamente y negativamente por cuanto, la detención deberá practicarse en la 
forma que menos perjudique al detenido en su persona, reputación y 
patrimonio (art. 520.1 LECrim).
En Colombia, el derecho a la defensa no está regulado en la parte TEI Crimen 
Organizado de  la Ley 906 de 2004 (CPP), sin embargo, ésta figura si está 
incluida en el CPP en el artículo 290 que se refiere a ejercer éste derecho 
cuando se formula la acusación. En el artículo 297 se dice que el detenido
debe presentarse ante el juez dentro de 36 horas y el artículo 303 numeral 4 
dice que se debe ejercer el derecho a la defensa en el menor tiempo posible 
posterior a la captura. También en el artículo 283 de refiere al derecho de 
guardar silencio y el 283 la aceptación del imputado.
Este artículo no deja claro cuando se refiere a “ejercer el derecho a la defensa 
en el menor tiempo posible posterior a la captura.”
En cuanto a la revisión del Expediente por el imputado y su abogado, en 
Guatemala, la  Ley Contra la Delincuencia Organizada en el artículo 32, 
Intervención de la Defensa, dice lo siguiente: A partir de la Primera 
Declaración, el imputado o su Defensor podrá revisar el expediente que deberá 
contener la documentación de la información recabada durante la operación 
encubierta con el objeto de constatar si en el procedimiento y en los actos 
realizados no se vulneraron los Derechos y Garantías del imputado y si se 
respeto el contenido de la presente ley.
Sin embargo,  éste artículo no deja claro a que se refiere cuando dice “primera 
declaración” será al momento de su detención o posteriormente. Igualmente, 
en que momento se le permite comunicarse con su abogado. 
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Resumiendo:
En Nicaragua no hay una regulación expresa cuando se refiere a detenidos, en 
la delegación policial, por actos de Crimen Organizado. Como podemos 
observar tanto en la legislación Española como en la de Guatemala y de 
Colombia, hay diferencias en cuanto a la aplicación de éste derecho, siendo la 
de España más inflexible, seguramente porque es regulada de manera 
especial. Creemos que se debe introducir en la ley nicaragüense una 
disposición para regular más eficazmente los derechos del detenido cuando a 
éste se le imputa estar  involucrado en presuntos actos del Crimen Organizado. 
Pero mientras esto suceda, y en las condiciones procedimentales actuales,
debemos decir que  se están violentando los siguientes:
1.- Creemos que se violenta el derecho a la defensa y las garantías mínimas 
del imputado que establece  la Constitución Política, en sus artículos 26.4; 33. 
2.1 y 2.2; 34.1, 4. 5 y 7. Además, los establecidos en los  artículos 3; 95. 5 y 6 
del CPP. La Convención Americana Sobre Derechos Humanos en “Habeas 
Corpus” y suspensión de garantías en artículos 27.2; 7.6; Derecho a la libertad 
personal, y, 25.1; Protección Judicial.
2.- Se violenta tanto el derecho a la defensa, como el principio de igualdad,
porque el tratamiento es desigual para los involucrados en delitos comunes y 
los cometidos por pertenecer al Crimen Organizado.
No hay duda que en nuestro sistema penal acusatorio, nos regimos por los 
Derechos y Garantías establecidos en la Constitución Política, en las Leyes y 
los Derechos Humanos. En el caso particular del Crimen Organizado, también 
nos debemos someter a estos preceptos y, generalmente esto se cumple. Sin 
embargo, existe un momento entre la detención del imputado y cuando se 
requiere su presentación ante el Juez donde es mantenido en las 
dependencias policiales y durante el cual pueden ser violentados sus derechos 
constitucionales.
2.2 Interpretación Jurisprudencial Y Comentarios Adicionales a  Las TEI.
En el capítulo anterior describimos con detalle las TEI  y la normativa sustantiva 
en que se fundamentan.  En éste apartado nos vamos a referir a jurisprudencia  
actualizada la cual  nos servirá  para aclarar algunos vacios que podamos tener
en cuanto a la aplicación de éstas técnicas especiales. Lo mismo, incluimos en 
éste capítulo algunas adiciones a los conceptos anteriormente estudiados y 
que quizás  nos brinden información adicional. Para el desarrollo de ésta
sección utilizamos el mismo formato, es decir comenzamos con la Intervención 
e Interceptación de comunicaciones.
2.2.1  Intervención e Interceptación de Comunicaciones.
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Vamos a considerar tres aspectos relevantes de las intervenciones telefónicas, 
todas aplicadas al Crimen Organizado. 1) La investigación policial previa y los 
indicios; 2) La validez de la autorización judicial que la concede; 3) La ilicitud o 
no de la prueba obtenida y la legalidad de la prueba derivada subsidiaria de la 
intervención telefónica.
Comencemos con las pruebas indiciarias como elemento para demostrar la 
necesidad de autorización de las interceptaciones. El artículo 51 de la ley 
21/2006 de Guatemala, dice que para proceder a la intervención de 
comunicaciones se debe solicitar las interceptaciones solo cuando las 
investigaciones efectuadas previamente demuestren que en los delitos 
cometidos por grupos delictivos organizados, se emplean medios de 
comunicación que igual utilizan el espectro electromagnético. En la Ley 735 
nicaragüense sobre  TEI, no lo menciona expresamente.
Además, la ley nicaragüense en su artículo 63, es muy amplia  referente al 
contenido de la autorización judicial, solo dice “una indicación expresa de los 
hechos” pero no dice que previamente, es indispensable que existan indicios 
suficientes y objetivos para acceder a la autorización, una obligación de las 
autoridades encargadas de la investigación. Veamos porqué:
La prueba indiciaria resulta una condicionante de la solicitud de autorización de 
las interceptaciones, y debe diferenciarse claramente entre ella y la simple 
sospecha de comisión de hechos delictivos.
La necesidad que fundamenta el empleo de las medidas especiales surge 
desde éste presupuesto en cuanto a la existencia de información preliminar, la 
cual sin ser prueba contundente para utilizarse dentro del juicio; y, que 
constituye prueba indiciaria de la comisión o conspiración para cometer hechos 
ilícitos. La idoneidad se deriva de la eficacia que representa la implementación 
de las interceptaciones para obtener los elementos de investigación que 
permitan cumplir con los objetivos de la Ley (evitar, interrumpir o investigar),
hechos delictivos cometidos por la delincuencia organizada.
Para ilustrar mejor, nos referimos a una sentencia del Tribunal Supremo 
Español. Esta sentencia es significante porque además de hablar de la ilicitud 
por la carencia de indicios aceptables, también expone lo referente a la 
conexión de antijuricidad, o sea, de la prueba derivada o refleja a consecuencia 
de las pruebas ilícitas obtenidas por la interceptación de comunicaciones. 
Finalmente aborda el asunto del Auto que autorizó en principio la intervención 
de comunicaciones. En conclusión el Tribunal Supremo dicta “No a lugar” al 
amparo del Ministerio Público y confirmó sentencia de primera instancia.
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La presencia de indicios para acceder a la solicitud judicial de la intervención 
de comunicaciones, es esencial para no caer en la ilicitud y por ende en 
Nulidad.
Así lo explica la STS 316/2011 del 6 de abril. Sentencia recurrida por el 
Ministerio Fiscal, por quedar absueltos en primera instancia, los presuntos 
implicados en tráfico  internacional de cocaína y Crimen Organizado, por no 
haberse observado elementos objetivos al solicitar la interceptación de 
comunicaciones en la investigación previa; que se actuó solo por sospechas en 
base a información recibida y de algún seguimiento de vigilancia por parte de 
los agentes policiales (No Encubiertos). 
En la sentencia de instancia se critica el referido oficio que precede al auto que 
autoriza las intervenciones telefónicas, argumentándose que si bien en él se 
reseña la existencia de un delito, se alude a personas determinadas, a la 
existencia de una organización entre ellas y a su propósito de introducir vía 
marítima grandes cantidades de cocaína en España procedentes de 
Sudamérica, todo ello se basa únicamente en informaciones confidenciales 
recibidas en el Centro Superior Directivo, sin que se aporten datos objetivos
que permitan concebir sospechas razonables de la realización de actividades 
previstas en el artículo 368 CP y de la implicación en las mismas de los 
usuarios de los teléfonos cuya intervención se solicita; de modo que los datos 
relativos a las personas que refiere son genéricos y equívocos <señala la 
sentencia> y desde luego insuficientes para justificar la necesidad y 
proporcionalidad de la medida restrictiva del derecho fundamental al secreto de 
las comunicaciones.
En virtud de lo argumentado, la Audiencia acaba concluyendo que el Auto de 
15 de enero de 2008, por el que se acuerdan las intervenciones telefónicas 
solicitadas con base en los "elementos" aportados en dicho oficio, carece de 
toda motivación justificativa de la necesidad y proporcionalidad de la medida 
acordada, que vulnera lo dispuesto en el artículo 18.3 CE, (Secreto de las 
comunicaciones) por lo que se declara nula.
Dada la llamativa precariedad del material indiciario, no cabía aquí sacrificar un 
derecho fundamental integrante del núcleo duro de los derechos de la persona 
con el fin de realizar una investigación prospectiva que ex ante carecía de un 
apoyo mínimamente riguroso que augurara la averiguación de un delito.
Sigue diciendo el Tribunal que a pesar que los funcionarios contaban con una 
información confidencial, después no fue complementada con una investigación 
mínimamente consistente, sino con meras conjeturas y especulaciones 
centradas en generalidades y datos estandarizados que en algún caso se 
mostraron además totalmente erróneos. Que  todo son por tanto 
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 75 
 
especulaciones y conjeturas, sin que se aporten datos concisos e 
individualizados que den pie para elaborar algún indicio objetivable que permita 
hablar de "sospechas fundadas" en una base empírica mínimamente 
consistente y real, o de lo que se entiende como "buenas razones o fuertes 
presunciones" de que las infracciones están a punto de cometerse.
Como un paréntesis, veamos a que se refiere la sentencia al hablar de 
INDICIOS y  su valoración. Es decir, a que llamamos elementos objetivos, los 
cuales deben estar presentes en la solicitud que presenta la Policía a través del 
Ministerio Público y de la valoración o motivación que debe dar el Juez que la 
concede.
Los indicios en la investigación preliminar de la comisión de un delito y la 
participación en el mismo de las personas a quien se pretenden investigar a 
través de la intervención telefónica, debe ser el soporte fáctico imprescindible 
de la decisión judicial. Esta se debe desprender de la existencia de indicios 
suficientes, entendidos, no como meras sospechas o conjeturas, sino como 
datos objetivos; quizás no poseen la seguridad de la plenitud probatoria pero si, 
la firmeza que proporciona una sospecha fundada.
Una sentencia del Tribunal Supremo No. 609/2010 del 24 de junio, reafirma lo 
dicho anteriormente sobre Indicios así: 
No basta con la constancia en la solicitud policial de meras hipótesis subjetivas 
acerca de una "posible" comisión de un hecho delictivo y de una "posible" 
participación de la persona cuyas comunicaciones se pretende intervenir, sino 
que tales hipótesis han de venir avaladas por algún dato objetivo, producto de 
una previa investigación, que permita aceptarlas provisionalmente de forma 
que justifiquen la restricción del derecho fundamental.
Pero cómo determinamos lo que son datos objetivos. Esto es muy importante 
ya que para que sean tales, deben serlo en doble sentido. Primero, ser 
accesibles a terceros, para que sean susceptibles de control; y, Segundo, en el 
que han de proporcionar una base real de la que pueda inferirse que se ha 
cometido o que se va a cometer el delito, sin que puedan consistir en 
valoraciones acerca de la persona.
Como  dice la STC 49/1999 referente al doble sentido de los datos objetivos:
Esta mínima exigencia resulta indispensable desde la perspectiva del derecho 
fundamental, pues si el secreto pudiera alzarse sobre la base de meras 
hipótesis subjetivas, el derecho al secreto de las comunicaciones, tal y como la 
Constitución lo configura, quedaría materialmente vacío de contenido.
Por lo tanto, de lo que se desprende de éstas afirmaciones podemos decir que 
las sospechas han de fundarse en datos fácticos o indicios que permitan 
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 76 
 
suponer que alguien intenta cometer, está cometiendo o ha cometido una 
infracción grave, o en buenas razones o fuertes presunciones de que las 
infracciones están a punto de cometerse.
2.2.1.1   Desconexión o Conexión de Antijuridicidad.
Hasta aquí nos hemos referido a la importancia de los indicios en los actos de 
investigación para solicitar la autorización judicial para la intervención de 
comunicaciones, lo mismo que la valoración y motivación que el juez debe 
considerar para otorgarla. Pero qué pasa con los elementos probatorios que se 
obtuvieron de las investigaciones como resultado de la intervención. 
Supongamos que los indicios no fueron suficientes y objetivos para otorgar la 
misma, y son consideradas ilícitas todas las actuaciones posteriores, ó se 
podrán utilizar algunas.
En el anterior capítulo hablamos de la Tesis del “Fruto del Árbol Envenenado” 
refiriéndonos a si las pruebas que se hubieran obtenido ilícitamente podrían 
tener validez, si de ellas se desprendieran otros hechos probatorios, o sea, una 
o varias de manera derivada. Igualmente mencionamos de cómo podríamos 
determinar si las pruebas obtenidas a través del conocimiento derivado de otra 
realizada, que vulnera un derecho fundamental, (caso del derecho al secreto de 
las comunicaciones telefónicas), deben ser excluidas o no, habiendo que 
establecerse un nexo entre unas y otras que permita afirmar que la ilegitimidad 
constitucional de las primeras se extiende también a las segundas, ya que 
muchas veces el conocimiento de la ilicitud de la fuente se conozca con 
posterioridad a la incorporación de la prueba al proceso, incluso con 
posterioridad a la práctica o conocimiento de ésta por el tribunal. A esto
agregamos lo que dice el Tribunal Constitucional Español al respecto:
Según la jurisprudencia del TC sobre la materia, la ilicitud constitucional se 
extiende también a las pruebas derivadas o reflejas si entre ellas y las anuladas 
por vulneración del art. 18.3 CE existe una conexión natural o causal <que 
constituye el presupuesto para poder hablar de prueba derivada de otra 
ilícitamente obtenida>. En estos casos, la regla general es que todo elemento 
probatorio que pretenda deducirse a partir de un hecho vulnerador del derecho 
fundamental al secreto de las comunicaciones telefónicas se halla también 
incurso en la prohibición de valoración. No obstante, en supuestos 
excepcionales, se ha venido admitiendo que estas pruebas son jurídicamente 
independientes de dicha vulneración, habiéndose reconocido como válidas y 
aptas para enervar el principio de presunción de inocencia. Para establecer si 
se está ante un supuesto en que debe aplicarse la regla general que se ha 
referido o, por el contrario, nos encontramos ante alguna de las hipótesis que 
permiten excepcionarla, habrá que delimitar si estas pruebas están vinculadas 
de modo directo a las que vulneraron el derecho fundamental sustantivo, es 
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decir, habrá que establecer si existe o no una conexión de antijuridicidad entre 
la prueba originaria y las derivadas (STS 316/2011).
Esto significa que la razón fundamental que avala la independencia jurídica de 
unas pruebas respecto de otras radica en que las pruebas derivadas son, 
desde su consideración intrínseca, constitucionalmente legítimas, pues ellas no
se han obtenido con vulneración de ningún derecho fundamental. Sin embargo, 
en caso contrario,  existe una conexión antijurídica.
En el caso que nos ocupa, (STS 316/2011), ya se determinó que las pruebas 
obtenidas por la investigación policial,  violentaron el derecho fundamental del 
secreto de comunicación y, por lo tanto eran nulas. Sin embargo, el Ministerio 
Fiscal en el segundo motivo del recurso, pide se revise si la información que se 
adquirió posteriormente podría ser validas, ya que fueron obtenidas por la 
Confesión de uno de los implicados, cuando ya había sido detenido. 
Para determinar si existe o no esa conexión de antijuridicidad se estableció en 
la STC 81/1998, de 2 de abril, una doble perspectiva de análisis: una 
perspectiva interna, que atiende a la índole y características de la vulneración
del derecho al secreto de las comunicaciones en la prueba originaria (qué 
garantías de la injerencia en el derecho se han visto menoscabadas y en qué 
forma), así como al resultado inmediato de la infracción (el conocimiento 
adquirido a través de la injerencia practicada inconstitucionalmente). Y, en
segundo lugar, una perspectiva externa, que contempla las necesidades 
esenciales de tutela que la realidad y efectividad del derecho al secreto de las 
comunicaciones exige. Estas dos perspectivas son complementarias, pues sólo 
si la prueba refleja resulta jurídicamente ajena a la vulneración del derecho y la 
prohibición de valorarla no viene exigida por las necesidades esenciales de 
tutela del mismo cabrá entender que su efectiva apreciación es 
constitucionalmente legítima, al no incidir negativamente sobre ninguno de los 
dos aspectos que configuran el contenido del derecho fundamental sustantivo 
(SSTC 81/1998, 121/1998).
Continua diciendo el Tribunal que según la jurisprudencia de la Sala se ha 
establecido en diferentes sentencias recientes, entre otras la SSTS 406/2010,  
529/2010, 617/2010, 1092/2010, una doctrina que matiza o singulariza en el 
caso concreto la aplicación de la desconexión de la antijuridicidad en los 
supuestos de reconocimiento de los hechos; pero como requisitos esenciales 
establecidos  deben citarse los siguientes: 
a) La eficacia de la prueba ilícita merced a la desconexión de antijuridicidad 
tiene carácter excepcional, según tiene afirmado reiterada jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional;
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b) La declaración debe practicarse ante el juez previa información al inculpado 
de sus derechos constitucionales, en particular del derecho a no confesarse 
culpable y a no declarar contra sí mismo, con posibilidad de guardar silencio o 
de no contestar a alguna o algunas de las preguntas que se le formulan;
c) El imputado ha de estar debidamente asistido del letrado;
d) Cuando se presta la declaración en que se admiten los hechos no debe 
estar acordado el secreto de las actuaciones, ya que ello limitaría notablemente 
el derecho de defensa;
e) Debe tratarse de una declaración voluntaria y espontánea, sin vicios ni 
situaciones sugestivas que puedan alterar dicha voluntariedad;
f) No han de ser declaraciones sumariales temporalmente cercanas al hecho 
punible descubierto mediante la diligencia o actuación procesal que luego se 
declara constitucionalmente ilícita. Ha de concurrir por tanto, cierto 
distanciamiento en el tiempo entre la fecha de la acción delictiva (y, en su caso, 
la detención) y la admisión por el imputado de la ejecución del hecho delictivo, 
como forma de garantizar la espontaneidad y voluntariedad de la declaración.
Regresando al caso concreto (STS 316/2011) el Tribunal aprecia que la 
ponderación y el análisis de las circunstancias específicas que concurren no 
permiten fundamentar la condena del acusado en pruebas alternativas lícitas, y 
en concreto en una supuesta prueba de confesión de las personas enjuiciadas. 
Por lo tanto, el Tribunal agrega que no puede concluirse que la Sala dispusiera 
de una prueba de confesión jurídicamente independiente de las diligencias 
ilícitas y que sirviera de sustento lícito acreditativo de la autoría delictiva 
atribuida a los acusados. En consecuencia, se desestima el recurso de 
casación, Interpuesto por el Ministerio Público.
Hacemos la siguiente observación con relación a los requisitos esenciales para 
que haya desconexión, de una  confesión obtenida posterior a la intervención. 
En una sentencia del Tribunal Constitucional Español 282/1993 se dio validez 
probatoria a la confesión obtenida ante la policía sin asistencia letrada ni 
instrucción sobre los derechos del detenido (artículo 17.3 constitucional), a 
partir del argumento de que constaba la inexistencia de coacción o amenazas 
destinadas a obtener la confesión. Es más, el recurrente se prestó incluso 
voluntariamente para ir a buscar al otro coautor del delito y a conducirlo hasta 
el hotel donde se encontraban los policías.
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Con todo lo anteriormente señalado, vemos la necesidad de que los indicios
juegan un papel muy importante. Que antes de proceder a cualquier actividad
de operaciones encubiertas,  éstas deben tener indicios suficientes y objetivos 
para su concesión, para no caer en ilicitud y que no sean desvirtuadas en el 
juicio oral.  
Para puntualizar esto, nos referimos a sentencia de la CSJ de Nicaragua, 
03/2010 del 11 de enero, en un caso que involucra el Tráfico Ilegal de 
Estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas, que llegó de
casación pero fue desestimado porque los indicios eran suficientes para 
desvirtuar la presunción de inocencia, dice el Tribunal:
En cuanto lo esgrimido por la defensa de la ilegalidad de la prueba indiciaria en 
nuestra legislación, la prueba indiciaria es, ante todo, una verdadera prueba, lo 
que significa no solamente que sus resultados deben ser admitidos como 
válidos por el Derecho sino además y como condición para lo primero, es 
necesario que tenga las características de seriedad, rigor y consistencia, que 
toda prueba debe tener en el campo del Derecho si se quiere que sea utilizada, 
como lo es en el caso en mención. Los criterios utilizados en reiteradas 
ocasiones por este Tribunal de Alzada para distinguir entre pruebas indiciarias 
capaces de desvirtuar la presunción de inocencia y las simples sospechas son 
las siguientes: 1) La prueba indiciaria ha de partir de hechos plenamente 
probados; 2) A través de un proceso mental razonado y acorde con las reglas 
del criterio humano.
Según lo vertido en la Sentencia del Tribunal, de las pruebas apreciadas se 
puede deducir perfectamente la participación de los procesados.
2.2.1.2   La Fiscalización.
Ya vimos la parte que corresponde a los indicios y su importancia en el proceso 
de investigación, lo mismo que los requerimientos para que una vez solicitada 
la intervención de comunicaciones, sea debidamente autorizada. Ahora 
entramos al ámbito de la fiscalización del acto, o sea, de los controles.
En lo referente a la fiscalización de los agentes una vez autorizada  la 
operación de intervención telefónica, existe mucha jurisprudencia en cuanto de 
quien recae ésta responsabilidad. Como mencionamos en la parte 
Sustanciación de las TEI, los países a los que nos referimos,  tienen diferentes 
metodologías al respecto, por ejemplo, autorización previa o posterior judicial, 
control judicial, vigilancia del ministerio público o del fiscal del caso concreto. A
veces, éstos controles son objeto de impugnaciones por parte de la defensa, 
por argumentarse de caer en irregularidades, en las intervenciones telefónicas,
y que ha originado una doctrina novedosa, por inexistente hasta ahora, y es 
sobre la falta de notificación al Fiscal del auto autorizante.  
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Al respecto, se han dictado varias sentencias del Tribunal Supremo de España, 
todas en la línea de la falta de trascendencia constitucional de tal omisión, ya 
que el ministerio fiscal no necesita un acto formal de invitación para el ejercicio 
de su función constitucional.
Las STS 26-11-2007, y 10-12-2007 entre otras, concuerdan al decir que:
El verdadero garante de los derechos fundamentales es el juez de instrucción y 
en caso de que las escuchas se hayan producido de modo ilícito el resultado 
de las intervenciones puede ser expulsado del material probatorio válido a 
instancia de cualquiera de las partes desde que tengan conocimiento de las 
mismas en los momentos procesales adecuados para ello.
Lo mismo se expresa en STS 609/2010 respondiendo a una objeción opuesta 
por el recurrente, a la intervención telefónica, consistente en cuestionar la 
regularidad de la injerencia que no fue notificada al Ministerio fiscal. 
La irrelevancia procesal y constitucional de semejante omisión, habida cuenta 
de que no sólo la tarea de tutela de los derechos del investigado viene 
constitucionalmente atribuida en nuestro sistema al Instructor, en tanto que 
órgano jurisdiccional, sino que, además, la posición del Fiscal en el 
procedimiento, en el que se encuentra permanentemente constituido, incluso 
con funciones generales de vigilancia acerca de la regularidad de la 
tramitación, hace de todo punto innecesario, o al menos irrelevante, el trámite 
de notificación expresa de lo acordado por la Autoridad judicial.
Podemos afirmar, que en el caso de las intervenciones telefónicas el garante 
de proteger los derechos constitucionales le corresponde únicamente al juez,
2.2.2  El Agente Encubierto.
Ya hemos visto la función que desempeña el agente encubierto para enfrentar 
al Crimen Organizado, también hemos desarrollado brevemente lo que dicen 
algunas legislaciones al respecto. En adelante vamos a tratar de enumerar 
algunas de las dificultades que se presentan con ésta actividad, es decir, 
cuales son las acciones permitidas y cuales son las limitaciones que se le 
imponen a éste en el desarrollo de su actividad. De mucha importancia porque 
de esto depende que la información obtenida esté acorde al principio de 
legalidad, (debe ser un medio de investigación previsto en la Ley), y por ende, 
tener validez probatoria resultante de los actos de investigación y,
posteriormente en el juicio, tanto como prueba documental, declaratoria del 
agente y testifical.
2.2.2.1  Autorización.
Una de las primeras cuestiones a resolver sería a quien le corresponde 
autorizar la participación del agente, algunos dicen que es el juez de 
instrucción, otros la unidad de la policía encargada y otros la fiscalía y 
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Ministerio Público, o se requiere  de todos ellos. Otra cuestión a resolver  sería, 
una vez autorizada la participación del agente, a quien le corresponde 
directamente el control y vigilancia de la actividad. 
Como hemos visto, en la parte sustanciación de TEI, diferentes países en sus 
normativas requieren que la autorización de las operaciones encubiertas sea 
solo  facultad del juez, otros se lo permiten al fiscal e inclusive a la misma 
policía en casos de urgencia,  con la condición de un control posterior por parte 
de juez para avalar la acción. Sin embargo, pensamos que la competencia del 
Ministerio Fiscal debe ser muy restrictiva porque estamos afectando derechos 
fundamentales, lo que significa que la regla general para su restricción debe 
ser  jurisdiccional; por tanto, sólo se acudirá a ésta posibilidad legal si se 
producen razones de extraordinaria urgencia que hagan imposible acudir al 
Juez de Instrucción.
“No podemos admitir que el órgano jurisdiccional sea un mero receptor de lo 
realizado por el Ministerio Fiscal, un convidado de piedra, sin posibilidad de 
realizar objeciones a la autorización por parte del funcionario correspondiente 
del Ministerio Fiscal” (Pozo Pérez, 2006. p. 296).
Cabe notar, que al hablar del agente encubierto propiamente, (su infiltración en 
la organización criminal),  se tiene que considerar que también participa en 
mayor o menor grado en otras operaciones encubiertas como sería la entrega 
vigilada y controlada de material ilícito. Pero además,  puede ser que también 
se da cuenta de la comisión de otros delitos que se están cometiendo o por 
cometerse,  los cuales están fuera de su ámbito de operación pero de los 
cuales debe dar información a las autoridades correspondientes; por ejemplo, 
robos, violación, daño a personas etc.
Volviendo a la pregunta en cuanto a quienes pueden autorizar la infiltración del 
agente encubierto mencionamos lo siguiente: En la Ley 735 nicaragüense, no
dice especialmente quien lo autoriza, como lo determina el artículo 282 
LECrim., de España que especifica debe ser el Juez de Instrucción y 
excepcionalmente el Ministerio Fiscal, el cual debe dar conocimiento inmediato 
al juez. La razón es porque ésta actividad conlleva la intromisión al Derecho de 
intimidad de personas que es un derecho fundamental y, por tanto, tiene que 
estar avalada conforme, además, de un juicio de proporcionalidad o
razonabilidad de la medida. 
Aún cuando corresponde al Juez la autorización,  ésta  debe cumplir ciertos 
requisitos previos como lo son la existencia de Indicios suficientes, que ya 
abordamos a fondo en las Intervenciones telefónicas, pero reforzamos así:
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El Auto TS de 18 de junio de 1992 indica que resulta indispensable que 
existan indicios, lo que ni puede equivaler jamás a sospechas o 
conjeturas (SSTC 174/1985 y 175/1985), es decir, aunque la Ley no lo 
diga expresamente, ha de exigirse racionalidad de la noticia, 
probabilidad de su existencia etc.
Idoneidad de la medida, o sea, que la medida adoptada, en el caso  de  
investigación con funcionario infiltrado, que va a contribuir al desarrollo de la 
investigación  para averiguar todos los extremos posibles relacionados con la 
organización delincuencial.
La STC 207/1996 indica que la medida debe ser idónea (apta, 
adecuada) para alcanzar el fin constitucionalmente legítimo perseguido 
con ella (art. 8 CEDH), esto es, que sirva objetivamente para determinar 
los hechos que constituyen el objeto del proceso penal.
Necesidad o subsidiariedad de la medida, es decir, la introducción del infiltrado 
es imprescindible para la obtención de indicios relevantes relacionados con la 
trama organizada, o, lo que es lo mismo, que dicho fin, la obtención de datos 
acerca de la red criminal, no se puede obtener, en ningún caso a través de otro 
medio de investigación que resulte menos gravoso, restrictivo o lesivo para los 
derechos fundamentales implicados.
Gravedad de la conducta investigada, en éste caso, la gravedad de la conducta 
va más allá de la mera valoración por el Juez de la cuantía de la pena señalada 
en la tipificación del hecho delictivo. Son de extraordinaria gravedad (secuestro, 
terrorismo o tráfico de drogas o armas), lo que por sí mismo determinará que 
se cumpla la condición que se está analizando; por tanto, el Juez, debe ir un 
paso más allá.
Pozo Pérez (2006) expresa lo siguiente:
De entre los criterios a tomar en cuenta para acreditar la 
proporcionalidad en sentido estricto, la gravedad del delito plantea no
pocos problemas. Nuestro legislador, a la hora de acreditar la gravedad 
de la infracción, desterró el parámetro de la pena abstracta, y optó por 
hacerla depender de otra serie de factores (comisión del hecho punible 
en el seno de un grupo criminal) habida cuenta que forman parte del 
objeto de la medida delitos menos graves desde el punto de vista 
penológico. Con la clara intención de salvaguardar el precepto, en el 
marco del Crimen Organizado, la gravedad no debiera venir fijada sólo 
por una pena numérica, y habría que atender a extremos como la 
dimensión geográfica y relevancia social del delito. Cualquier delito, por 
insignificante pena que conlleve, susceptible de producir un lucro 
económico elevado, será cometido por organizaciones criminales, y 
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buena prueba de ello son, por poner ejemplos de actualidad, el robo de 
objetos de arte para su posterior venta a sectores adinerados de la 
sociedad, los robos de vehículos de lujo para su comercialización en los 
mercados de segunda mano, o los delitos contra la propiedad intelectual 
cometidos mediante la reproducción e masa de obras artísticas (p. 294).
En éste mismos sentido se expresa la STEDH Malone vs. Reino Unido de 2 de 
agosto de 1984, cuando recoge que ligar el Crimen Organizado a la entidad 
cuantitativa de la infracción supone observar el fenómeno con límites muy 
estrechos y olvidar que el mayor desvalor de injusto se produce, precisamente, 
por la realización del hecho en el marco de una organización criminal.
Motivación,  según el artículo 282 LECrim., cuando indica que la autorización 
de la medida se llevará a cabo mediante resolución fundada y teniendo en 
cuenta su necesidad a los fines de la investigación; quiere decir que el juez 
está obligado indicar que la medida, pudiendo afectar derechos fundamentales 
del investigado, debe cumplir con la Jurisprudencia Constitucional, que exige, 
un específico y reforzado deber de justificación y motivación de aquellas 
resoluciones judiciales, que entre otros, afectan a derechos fundamentales.
En lo que se refiere a la autorización de las operaciones encubiertas; en
España la norma dice que todas ellas deben tener autorización judicial previa, 
en cambio, en Colombia no se requiere de autorización previa, para ninguna, 
inclusive para la intervención de comunicaciones, sin embargo, si es exigible 
una revisión por la autoridad judicial posteriormente para determinar si se 
violentaron derechos fundamentales. El plazo para acudir a la audiencia lo
determina el tipo de operación, por ejemplo, para intervenciones telefónicas es 
de 24 horas después del acto (Ver Sustanciación de TEI, primera parte capitulo 
II).
2.2.3  Agente Provocador.
Otra distinción que debe hacerse, es sobre cuando el agente puede convertirse 
en agente provocador. Existe mucha jurisprudencia al respecto pero veamos a 
que se refiere como Agente Provocador.
La STS 53/1997, de 21 de enero, define el delito provocado como aquel que 
llega a realizarse en virtud de la inducción engañosa de una determinada 
persona, generalmente miembro de las fuerzas de seguridad que, deseando la 
detención de sospechosos, incita a perpetrar la infracción a quien no tenía 
previamente tal propósito, originando así el nacimiento de una voluntad criminal 
en un supuesto concreto, delito que de no ser por tal provocación no se hubiere 
producido.
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La STS 3-10-2007 (Rc 10027/07 P), trata el caso de un guardia civil encubierto, 
cuya solicitud de ilicitud probatoria se basa, en definitiva, en que provocó el 
delito;  la sentencia rechaza la objeción, y dice: en nuestro caso el delito lo
había cometido ya el recurrente de forma libre y espontánea respecto a otra 
persona, circunstancia que llegó a conocimiento del agente policial, y ese 
primer delito suponía que el recurrente era poseedor de material ilegal que 
facilitó a un tercero.
2.2.3.1  El Engaño.
Otro argumento que puede utilizarse para oponerse en juicio de la información  
del agente encubierto, sería el  uso del engaño. Sabemos que  para obtener la 
confianza y con ello, la colaboración de los miembros de la organización 
criminal, que a la vez es una de las características esenciales de la figura del 
agente encubierto. Sin embargo, es ésta la que suscita mayor polémica, ya que 
se cuestiona la utilización por parte de los poderes públicos del engaño, que
implica, al tratar con el Crimen Organizado, el uso de la identidad ficticia y la 
“traición” de la confianza de los miembros del grupo. La pregunta será:
“Sería lícito o al menos ético, que en Democracia y en un Estado de Derecho 
se  recurra a una treta para la investigación de una conducta delictiva que 
puede desembocar en un juicio oral” (Pozo Pérez, 2006. p. 284).
Sobre esto se ha pronunciado la STS 15-11-2007 (Rc. 10307/07 P), al 
cuestionarse la aplicación de la figura del agente infiltrado, prevista en el art. 
282 de la  LECrim., por considerar, irregular la forma de infiltrarse.
En el caso, todo se redujo a que «se ha solicitado la colaboración del 
denunciante, para que, bajo control judicial, realice una indicación al tenido por 
jefe de la organización y le sugiera la intervención de un tercero, que será 
precisamente el agente encubierto.» Y como de alguna manera tiene que 
producirse la infiltracíón -una puesta en escena teatral, podríamos decir-no
cabe impedir «cualquier modo imaginativo» para lograr la introducción, que es 
el aspecto más complicado de dicha operativa policial. En consecuencia, 
respetados los derechos fundamentales en tal infiltración, cualquier otra 
actuación (simulación) para la penetración en la trama organizada, debe 
considerarse legal.
“Cuando se pueda discutir que el uso del engaño es inconstitucional, en el caso 
del agente encubierto, hay quienes opinan que de ninguna manera podemos 
compartir, que dicho engaño puede asociarse a un proceso penal autoritario, 
inquisitivo e incluso inconstitucional” (Pozo Pérez, p. 286).
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2.2.3.2  Cualificación del Agente Encubierto.
En todas las leyes que tratan sobre TEI que hemos estudiado, hay un apartado 
sobre las obligaciones y responsabilidades que debe poseer el agente 
encubierto, por ejemplo, en la Ley 735 de Nicaragua dice en la parte de 
definiciones:
Agente Encubierto, es el funcionario especializado de la Policía Nacional o del 
Ejército de Nicaragua que, con autorización del máximo órgano de la Institución 
a la que pertenezca oculta…” y, Agente Revelador, es el funcionario policial 
que con autorización del Director General de la Policía Nacional, simule interés 
en trasladar, comprar, adquirir o transportar para sí o para terceros, dinero…”,
más adelante, la ley se refiere a las obligaciones y responsabilidades de los 
agentes encubiertos. 
Estamos claros que para actuar como agente encubierto se debe pertenecer a 
una institución del orden público, ya sea la Policía Nacional o el Ejército y 
dentro de ellas a un órgano especializado. En Nicaragua es la DAJ (en  países 
se les denomina diferente manera). Sin embargo, ninguna de éstas normativas 
habla sobre las cualificaciones que se deben reunir para ser agente encubierto. 
Es decir,  no puede ser cualquier policía o militar a quien se le designe ésta 
responsabilidad. En las operaciones encubiertas existen un sin número de 
actividades especificas que no todo agente está calificado desarrollar, cuando 
se dice “pertenecer a una unidad especializada” es muy genérico. Por lo 
delicado de éstas operaciones, porque ponen en peligro el resultado final de la 
investigación, pero más importante la vida de terceros y del propio agente. Por 
ello, es de mucha importancia que además de pertenecer a la unidad 
especializada, debe considerarse que el agente también sea un profesional 
especializado en la actividad donde se desenvolverá; con una adecuada
selección y preparación de candidatos entre los voluntarios seleccionados.
Ahora veamos lo siguiente, una vez que hayamos determinado las  
cualificaciones que debe poseer el agente encubierto, cuales serían las   
actividades que puede llevar a cabo.
Junto con las cualificaciones que debe tener el agente encubierto, es 
importante señalar el ámbito de las actividades en las cuales  se le permite 
actuar.
En la ley 735 de Crimen Organizado de Nicaragua en su articulo 3, enumera 
los Delitos de Crimen Organizado donde queda claro y determinado por la 
legislación qué actuaciones se pueden llevar a cabo con autorización judicial, 
(o fiscal según el caso), por parte de los agentes encubiertos. También en los 
artículos del 86 al 91 de la misma ley, se habla sobre la finalidad de las 
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operaciones encubiertas; alteración de identidad, deberes y responsabilidades 
del agente encubierto, y, del cumplimiento constitucional. Ahora vamos a 
considerar sobre las limitaciones en que debe enfrentarse el agente en su 
intervención, algunas ya las mencionamos. Lo que nos lleva a lo siguiente: 1) 
Lo que no está expresamente prohibido en la Ley, está permitido; 2) Puede el 
agente llevar a cabo o participar en otras conductas.
De una forma muy general, y conforme todo lo que hemos visto hasta ahora, 
podemos decir que los límites a su actuación son los siguientes: 
a) En las actuaciones que afecten derechos fundamentales se requiere la 
intervención judicial autorizando la medida, todo ello de acuerdo a la 
exigencia legal.
b) Se realiza una prohibición expresa de la provocación al delito.
c) El agente debe valorar en cada momento si existe o no proporcionalidad 
con la finalidad de la investigación en las actuaciones que va a llevar a 
cabo que deben ser una consecuencia necesaria del desarrollo de la 
misma. En todo lo demás, creemos que está permitido.
2.2.3.3  Caso Hipotético.
Analicemos un caso hipotético, de los problemas que puedan derivarse del 
régimen de actuación que estamos analizando. Por ejemplo, qué sucede si un 
miembro de la organización delictiva, invita al agente encubierto a su domicilio 
particular, en el marco de la relación de confianza que les une y si como 
consecuencia de ésta invitación faculta al agente, (al existir expreso 
consentimiento),  para realizar una entrada y registro, de manera legal, sin Auto 
Judicial que lo autorice. 
Es evidente que el agente no puede negarse a entrar en dicha casa porque 
tiene que fomentar la relación de confianza, en aras de conseguir lo mejor para 
las finalidades de la investigación, además el declinar la invitación resultaría 
tremendamente sospechoso.
Al respecto, Pozo Pérez (2006) dice lo siguiente:
Dicho consentimiento está viciado de inicio, puesto que el miembro de la 
organización invita (consiente) a su casa a una persona que pertenece al 
mismo grupo de delincuentes que él, lo conoce por una identidad falsa o 
supuesta, y, por supuesto, no sabe que pueda ser funcionario de Policía, 
y en nuestra opinión, como resulta lógico, de haberlo sabido nunca 
consentiría que entrase en su domicilio.
Este engaño no puede entenderse amparado por el auto inicial que 
autoriza la infiltración, puesto que dicha resolución judicial en ningún 
caso legitima la restricción del derecho a la inviolabilidad del domicilio. 
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En sentido contrario se expresan algunos autores cuando se manifiestan 
a favor de la inclusión en la autorización inicial del engaño sobre el 
consentimiento para entrar en un lugar privado. Sentir que  considero de 
manera errónea, porque equivale a convalidar, sin habilitación legal 
alguna, el consentimiento viciado.
Por lo expuesto, no puede entenderse cumplido el requisito legal de la 
existencia del consentimiento, con lo cual en ningún caso sería válida 
una diligencia de entrada y registro del agente encubierto si pretendiese 
llevarla a cabo al amparo del mismo. 
Teniendo en cuenta que para que se cumpla la debida proporcionalidad 
nunca se podrá, aprovechando un descuido del titular que invita, 
registrar nada, sino que se acudirá al domicilio con la mera finalidad de 
cumplimentar la invitación recibida para incrementar los lazos de 
confianza y no generar sospecha respecto al agente encubierto, que 
después pueda crearle problemas; piénsese en el agravio que 
representaría, por ejemplo, no acudir a una invitación a su casa que 
realice uno de los dirigentes de la banda (p. 302).
Inchausti (2001), citado por Pozo Pérez (2006, p. 306), expresa:
A nuestro juicio de manera extrema, que las calificadas como entradas 
domiciliarias por invitación han de reputarse inconstitucionales y, lo que 
parece más importante, el agente incurre en responsabilidad penal (art. 
534 del CP), nosotros pensamos que puede ser necesario tener que 
cumplir con esa invitación para evitar sospechas innecesarias, evitar 
riesgos para la seguridad del agente e incrementar la relación con el 
miembro que invita, con lo que dicha actuación se va a llevar a cabo en 
el seno de la de la investigación, siendo una consecuencia necesaria del 
desarrollo de la misma. Por lo tanto, puede ser un supuesto en el que el 
agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal, puesto que 
cumplir con la invitación es consecuencia del desarrollo de la 
investigación, es proporcional con la finalidad de la misma y no 
constituye una provocación al delito.
En una situación como ésta, invitación por consentimiento a un agente 
encubierto, sería necesario que se realizase una reforma de la legislación y 
generar una norma que habilite de manera legal para esa entrada o registro a 
un infiltrado bajo la utilización de su identidad supuesta,  cosa que no existe en 
Nicaragua o está prohibido.
De éste ejemplo hipotético, concluimos, que dentro de las actividades del 
agente encubierto hay limitaciones que deben ser estrictamente observadas. 
La autorización judicial que concede la infiltración debe ser clara en cuanto a 
las facultades que se le otorga al agente.  
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2.2.4  La Entrega Vigilada.
El concepto de  entrega vigilada ya lo abordamos en la parte primera de éste 
capítulo, también vimos como en diferentes legislaciones el termino entrega 
vigilada interactúa con entrega controlada. Esto se debe a que, con la 
excepción de Nicaragua, en ninguna otra legislación que hemos estudiado se 
hace una distinción expresa entre ambas. En otras palabras, cuando se refiere 
a entrega vigilada, en algún momento de la operación se convierte en entrega 
controlada, pero siempre es calificada genéricamente con el término de entrega 
vigilada y, solo en el caso concreto se da la separación entre ambas, como 
veremos más adelante en algunas sentencias.
Partiendo de lo anterior, veamos que sucede al utilizar éstos términos y 
hagamos un análisis de cómo se aplican. En términos generales la entrega 
vigilada es solo eso, se vigila la entrada de sustancias ilícitas al país 
(sospechas fundadas, diferente de indicios reales que debe tener la 
autorización judicial), se observa su transito y salida del país, para finalmente 
determinar su destino y consecuentemente capturar a los responsables de 
dirigir la organización criminal y que trafican con éstas sustancias ilícitas, 
mayormente de drogas. En nuestra región, éste tráfico generalmente se hace 
por la vía terrestre, aérea y marítima. Partiendo de esto, cuales son las 
alternativas que se nos presentan: detener y proceder a la incautación de la 
droga capturando y procesando a los traficantes de menor grado, o dejar que 
prosiga la droga  ver su destino y desmantelar y capturar a los capos mayores 
de la organización.  En Nicaragua, como en el resto de la región, se procede, 
por lo general, a utilizar la técnica de entrega controlada (alternativa uno)  se 
intercepta la carga de droga, se incauta, se captura y procesa a los implicados.
Pero de que manera se da cuenta la autoridad policial de la existencia de
droga. Fue por información de un agente infiltrado o por un informante 
particular, o fue obtenida a consecuencia de escuchas telefónicas, o de alguna 
otra forma.   Es aquí donde se presentan los problemas. Claro está, que éstas 
operaciones son especiales porque atacan al Crimen Organizado y tienen por 
tanto, dispensaciones legales establecidas dentro de sus propias leyes contra 
éstas organizaciones utilizando TEI. Sin embargo, siempre prima la 
Constitución y sus principios fundamentales. 
Ya hemos hablado de los indicios que deben ser suficientes y necesarios para 
solicitar la autorización judicial, a la vez la fundamentación o motivación que 
debe dar el juez antes de concederla. En el caso de la entrega vigilada y/o 
controlada, veamos lo que dice el artículo 263 LECrim.,  y la Ley 735 de 
Nicaragua sobre ambas.
Dice la Ley Orgánica 5/1999 en su artículo 263 bis., de España (modificado).
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1. El Juez de Instrucción competente y el Ministerio Fiscal, así como los Jefes 
de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial, centrales o de ámbito provincial, 
y sus mandos superiores podrán autorizar la circulación o entrega vigilada de 
drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, así como de otras 
sustancias prohibidas. Esta medida deberá acordarse por resolución fundada, 
en la que se determine explícitamente, en cuanto sea posible, el objeto de 
autorización o entrega vigilada, así como el tipo y cantidad de la sustancia de 
que se trate. Para adoptar estas medidas se tendrá en cuenta su necesidad a 
los fines de investigación en relación con la importancia del delito y con las 
posibilidades de vigilancia. El Juez que dicte la resolución dará traslado de 
copia de la misma al Juzgado Decano de su jurisdicción, el cual tendrá 
custodiado un registro de dichas resoluciones.
Nota: Modificación por Ley Orgánica 5/2010. Se modifica el párrafo segundo 
del apartado 1 del artículo 263 bis, que queda redactado como sigue:
También podrá ser autorizada la circulación o entrega vigilada de los equipos, 
materiales y sustancias a los que se refiere el artículo 371 del Código Penal, de 
los bienes y ganancias a que se hace referencia en el artículo 301 de dicho 
Código en todos los supuestos previstos en el mismo, así como de los bienes, 
materiales, objetos y especies animales y vegetales a los que se refieren los 
artículos 332, 334, 386, 399 bis, 566, 568 y 569, también del Código Penal.:
2. Se entenderá por circulación o entrega vigilada la técnica consistente en 
permitir que remesas ilícitas o sospechosas de drogas tóxicas, sustancias 
psicotrópicas u otras sustancias prohibidas, los equipos, materiales y 
sustancias a que se refiere el apartado anterior, las sustancias por las que se 
haya sustituido las anteriormente mencionadas, así como los bienes y 
ganancias procedentes de las actividades delictivas tipificadas en los artículos 
301 a 304 y 368 a 373 del Código Penal, circulen por territorio español o salgan 
o entren en él sin interferencia obstativa de la autoridad o sus agentes y bajo su 
vigilancia, con el fin de descubrir o identificar a las personas involucradas en la 
comisión de algún delito relativo a dichas drogas, sustancias, equipos, 
materiales, bienes y ganancias, así como también prestar auxilio a autoridades 
extranjeras en esos mismos fines.
3. El recurso a la entrega vigilada se hará caso por caso y, en el plano 
internacional, se adecuará a lo dispuesto en los tratados internacionales. Los 
Jefes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial centrales o de ámbito 
provincial o sus mandos superiores darán cuenta inmediata al Ministerio Fiscal 
sobre las autorizaciones que hubiesen otorgado de conformidad con el 
apartado 1 de este artículo y, si existiese procedimiento judicial abierto, al Juez 
de Instrucción competente.
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4. La interceptación y apertura de envíos postales sospechosos de contener 
estupefacientes y, en su caso, la posterior sustitución de la droga que hubiese 
en su interior se llevarán a cabo respetando en todo momento las garantías 
judiciales establecidas en el ordenamiento jurídico, con excepción de lo 
previsto en el artículo 584 de la presente Ley.
En Nicaragua la Ley 735 en su artículo 84, sobre autorización para la entrega 
vigilada, dice:
En el caso de la entrega vigilada las autoridades del país requirente deberán 
solicitar al Fiscal General de la República la autorización para que la Policía 
Nacional aplique la entrega vigilada, permitiendo que las remesas ilícitas de 
dinero o títulos valores, armas, sustancias controladas, precursores o 
instrumentos que hubieren servido o pudiesen servir para la comisión de 
algunos de los delitos relacionados en la presente Ley, entren, circulen, 
atraviesen o salgan del territorio nacional, para ello deberán suministrarle con 
la mayor brevedad, la información referente a las acciones por emprender.
Con el consentimiento de las partes interesadas, las remesas ilícitas cuya 
entrega vigilada se acuerde, podrán ser interceptadas o autorizadas para 
proseguir intactas o bien los estupefacientes o las sustancias psicotrópicas que 
contengan, podrán ser sustituidos total o parcialmente.
Art. 85 Autorización para la entrega controlada:
En el caso de la entrega controlada el Director General de la Policía Nacional 
solicitará al Fiscal General de la República su aplicación, quien otorgará la 
autorización para el uso de la técnica especial de investigación de entrega 
controlada en caso de que existan indicios razonables de que se ha cometido 
un delito a los que se refiere esta Ley o dará comienzo su ejecución, siempre y 
cuando se cumplan una o varias de las siguientes condiciones: (las enumera).
En Colombia la entrega vigilada está regulada en (Art 241, 242 y 243 CPP).
En nuestra región centroamericana muy poco se utiliza el correo para el tráfico 
de drogas debido a la disponibilidad y utilización del mismo por otros medios 
más accesibles. Sin embargo consideramos abordar esa forma de tráfico 
porque nos dará algunos elementos jurídicos de los cuales podemos derivar y 
aplicar en cuanto a los requisitos y limitaciones en las demás actividades 
(Terrestre etc.). 
Como referencia vamos a analizar algunas Sentencias del Tribunal Supemo
Español vistas por Granados Pérez (2001), siendo Magistrado de la Sala 2da 
Tribunal Supremo español y, relacionadas a la entrega vigilada.
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 91 
 
STS del 25 de septiembre de 2000, se recuerda que la circulación o entrega 
vigilada de sustancias estupefacientes regulada por el articulo 263 bis LECrim. 
no es una diligencia tendiente a asegurar el secreto de las comunicaciones –
cuya infracción se denuncia en este motivo – sino una técnica policial de 
investigación, recientemente autorizada aunque rodeada de ciertas cautelas 
por el riesgo que objetivamente comporta, cuya adopción depende de que en 
cada caso se considere mas conveniente para la investigación del delito.
Cuando son plenamente conocidas y/o identificados el origen y destino de las 
remesas o cargamento del ilícito, no se puede recurrir a la entrega vigilada, no 
tiene sentido, porque es precisamente cuando se desconoce  que se utiliza 
ésta técnica, o sea, para descubrir e identificar. Caso contrario, si se 
desconoce cualquiera de los datos de identificación es preciso utilizar ésta 
técnica para poder determinar su origen y destino final. Como hemos dicho 
anteriormente éste es un instrumento importante en el desmantelamiento de las 
organizaciones criminales. Veamos algunas sentencias del Tribunal Superior 
Español que limitan y/o permiten el uso de ésta TEI. 
Recordemos que el objetivo de entrega vigilada según la LECrim., los acuerdos 
Internacionales y la misma ley nicaragüense,  tiene como finalidad descubrir o 
identificar a las personas involucradas en la comisión de algún delito relativo a 
dichas drogas o sustancias, o sea, procede la inaplicación de éste instrumento 
de investigación cuando está perfectamente identificado la persona destinataria 
del paquete de que se trate. Dice el Tribunal refiriéndose al motivo que acusa 
infracción de los requisitos del artículo 263 LECrim.
El Tribunal determina que no puede aplicarse entrega vigilada,  en éste caso 
concreto, (…) lo que no sucede en el presente caso puestos que los portadores 
de la remesa estaban ya identificados, así como sus receptores en territorio 
español, no siendo por ello aplicable al caso el precepto mencionado (STS 26 
de junio 2000).
Igualmente no debe operar la entrega vigilada en supuestos como el de autos 
en que son conocidas la identidad y residencia del destinatario del paquete.
Situación contraria se presenta cuando el destinatario no está perfectamente 
identificado y no existe una determinación real y nominativa, por tanto, la 
normativa permite, no solo al juez y Ministerio Público sino también a los jefes 
de las unidades especiales de la Policía, autorizar la circulación o entrega 
vigilada de drogas, sustancias tóxicas y psicotrópicas. 
La  STS 641/1998 del 8 de mayo dice: Se niega la debida identificación, 
cuando no consta domicilio. Así se declara que la estampación de un nombre y 
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unos apellidos, sin mas datos identificativos, no puede referirse que exista una 
persona consignataria del envío… es preciso el elemento identificador de 
domicilio.
Pero que sucede cuando dentro del envío, ya sea a través del régimen postal, 
ú cualquier otro ya sea terrestre, marítimo etc. y se encuentra documentación 
de carácter privado; hay violación al derecho de intimidad. (Notemos que en el 
caso de correspondencia, no se puede alegar vulneración de correspondencia 
cuando terceras personas no son remitentes ni son destinatarios).
Esto queda aclarado en STS 121/1999 del 4 de febrero. 
Que dentro del concepto de correspondencia postal, deben ser incluidos los 
paquetes postales por la posibilidad de quienes los remitan incluyan en los 
mismos mensajes personales dignos de ser amparados por el derecho a la 
intimidad, reconocido en el articulo 18.1 CE por lo que una diligencia de 
apertura no autorizada por auto motivado por autoridad judicial y no rodeada de 
las garantías legalmente establecidas, percutirá en el citado derecho y no 
podrá surtir al tenor del articulo 11 1 LOPJ efecto probatorio alguno ni directo ni 
indirectamente. Pero también ha establecido la doctrina de ésta Sala y el 
recurrente parece olvidarlo que de la mencionada extensión del concepto de 
correspondencia postal deben ser excluidos los paquetes cursados bajo la 
modalidad de “etiqueta verde” en cuya envoltura exterior se hace constar su 
contenido, pues ello implica por parte del remitente, la aceptación de la 
posibilidad de que sea abierto el paquete para control de lo que efectivamente 
el mismo contiene… es claro que se trataba de un paquete cuya remitente 
había renunciado al derecho que pudiera tener al secreto de su contenido. No 
se vulneró, en consecuencia, el derecho al secreto de las comunicaciones al 
abrirse el paquete de referencia sin previa autorización judicial, lo que conlleva 
la validez de dicha diligencia y, en principio, la de todas las que de ella traen 
causa.
Cuando solamente se tienen sospechas del contenido de drogas, sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas, y no existe un procedimiento judicial abierto, la 
propia Policía Judicial puede decidir que los paquetes o bultos sigan su 
circulación hasta su punto de destino con objeto de descubrir o identificar a las 
personas involucradas en la comisión del delito. 
Una STS 58/98 del 27 de enero solo afirma la actuación legal por parte de la 
Policía Judicial en un caso concreto donde se alegó vulneración al derecho a la 
intimidad.
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Esto es lo que ha sucedido en el presente caso por lo que la actuación policial 
se ha ajustado en todo a las provisiones legales, si bien no consta en las 
actuaciones que se diera cuenta a la Fiscalía especial para la prevención y 
represión del tráfico de drogas, defecto formal que en nada afecta a la validez y 
eficacia de la actuación policial y a la virtualidad probatoria del descubrimiento 
efectivo de la sustancia estupefaciente, si bien hubiera sido deseable que se 
hubiera cumplimentado este tramite. 
Una cuestión que se discute con frecuencia es si la entrega vigilada impide la 
consumación del delito; esto lo aclara la  STS 4791-2011 como sigue:
Tratándose de envío de droga por correo u otro sistema de transporte -la STS 
989/2004, 9 de septiembre , se refiere a un supuesto de entrega vigilada-, es 
doctrina consolidada que si el acusado hubiese participado en la solicitud u 
operación de importación, o bien figurase como destinatario de la misma, debe 
estimársele autor de un delito consumado, por tener la posesión mediata de la 
droga remitida ( SSTS 2108/1993 27 de septiembre , 383/94, 23 de febrero , 
947/1994 5 de mayo , 1226/1994, 9 de septiembre , 357/1996, 23 de abril , 
931/98, 8 de julio y 1000/1999, 21 de junio ). Reitera la STS 1594/99, 11 de 
noviembre, que en envíos de droga el delito se consuma siempre que existe un 
pacto o convenio entre los implicados para llevar a efecto la operación, en 
cuanto que, en virtud del acuerdo, la droga queda sujeta a la solicitud de los 
destinatarios, siendo indiferente que no se hubiese materializado una 
detentación física del producto. En la sentencia 1567/1994, 12 de septiembre, 
se pone de relieve que, al existir un pacto entre el remitente y el receptor es 
atribuible a éste la posesión mediata de la droga, sin que la interceptación del 
estupefaciente suponga óbice alguno para estimar que el destinatario del 
mismo ha realizado de forma completa el acto de tráfico. Según se afirma en la 
STS 162/1997, 12 de febrero, el haber proporcionado un domicilio y un 
destinatario del envío de la droga, implica una colaboración que facilita la 
comisión del delito, y en la STS 887/1997, 21 de junio, se razona que el tráfico 
existe desde que una de las partes pone en marcha el mecanismo de 
transporte de la droga, que el receptor había previamente convenido.
Puede considerarse que quedará en grado imperfecto el delito de tráfico de 
drogas, si la acción del sujeto no determina un desplazamiento territorial de la 
droga (mediante su transporte) o posesorio (mediante la transmisión), pero 
quedará consumado el delito si la acción del acusado origina un traslado 
geográfico del estupefaciente, aunque no se consiguiera el desplazamiento
posesorio pretendido, por haber sido interceptada la droga antes de su entrega 
al destinatario (cfr. SSTS 766/2008, 27 de noviembre , 658/2008, 24 de octubre 
y 598/2008, 3 de octubre).
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2.2.5  El Arrepentido.
En secciones anteriores de éste trabajo hemos abordado el concepto del 
arrepentido, también hemos visto la importancia que resulta de sus 
declaraciones en la investigación delictiva del Crimen Organizado. A 
continuación veremos una sentencia que se refiere al tema,  quizás lo más 
importante señalar aquí,  se refiere a las condicionantes exigidas para poder 
acceder a los privilegios que se ofrecen al arrepentido a través de su confesión.
Veamos lo que dice la legislación española al respecto:
Según el artículo 376 LECrim., los jueces podrán aplicar atenuantes por 
resolución fundada y solamente en los casos de tráfico de drogas; sin embargo,
deben ser cumplidas ciertas condiciones, las cuales se aclaran en el siguiente 
Auto del Tribunal Supremo (ATS 9359-2011-A).
Se alega la indebida aplicación del artículo 376 del Código Penal  (En los casos 
previstos en los artículos 368 a 372, tráfico de drogas). Interesa en ésta 
ocasión la aplicación del tipo privilegiado que prevé el inciso primero del 
artículo 376 CP, al darse en él los presupuestos del arrepentido, con 
colaboración efectiva con la Justicia.
Como expresa la STS nº 697/2007, de 17 de Julio , con cita de otras anteriores, 
en los delitos de tráfico de drogas, se ha planteado en algunas sentencias de 
ésta Sala la relación de la atenuante específica prevista en el artículo 376 CP 
con la atenuante genérica de confesar a las autoridades la infracción, 
habiéndose establecido las diferencias al objeto de delimitar los ámbitos de 
aplicación y la posible compatibilidad de éste tipo privilegiado y de la atenuante 
genérica prevista en el art. 21.4 CP . Así, mientras que la atenuante de 
arrepentimiento del art. 21.4 requiere como presupuesto material la confesión 
del acusado y como elemento cronológico que se produzca antes de conocer 
que el procedimiento judicial se dirige contra él, la atenuación especifica de 
colaboración no está condicionada por ningún limite temporal y no precisa que 
la colaboración se materialice a modo de confesión, pudiendo revestir otras 
modalidades diferentes. Nótese que la modificación de dicho precepto operada 
por L.O. 15/2003, de 25.11, buscando una interpretación más flexible de éste 
tipo privilegiado, ha suprimido los requisitos de la presentación ante las 
autoridades y de la confesión de los hechos en los que hubiera participado el 
colaborador, que exigía el precepto en su originaria redacción. En 
consecuencia, las dos instituciones obedecen a un mismo fundamento y no 
pueden apreciarse simultáneamente, ya que el tipo privilegiado del art. 376, 
con un ámbito de aplicación más amplio abarca los supuestos hasta ahora 
incardinables en la circunstancia genérica de arrepentimiento del art. 21.4 (vid. 
Circular 1/2005 de la Fiscalía General del Estado).
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Este tipo privilegiado, aplicable únicamente a los delitos de tráfico de drogas 
comprendidos en los artículos 368 a 372 CP, requiere para su apreciación, tres 
tipos de actividades o presupuestos que detentan un carácter conjunto: 1) Que 
el acusado haya abandonado voluntariamente sus actividades delictivas; 2) Se 
haya presentado a las autoridades confesando los hechos en que hubiere 
participado; y, 3) Haya colaborado activamente con éstas, bien para impedir la 
producción del delito, bien para obtener pruebas decisivas para la identificación 
o captura de otros responsables, o para impedir el desarrollo de las 
organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya 
colaborado.
La STS nº 923/2005, de 13 de Julio expresa:
De nuevo desde la redacción histórica resulta inviable la queja expuesta: así, 
además de lo señalado en el anterior fundamento de esta resolución, que deja 
en evidencia la falta del primero de los requisitos exigidos en el art. 376.1 CP, 
cual es el abandono voluntario de las actividades delictivas, expresamente se 
señala en el pasaje que acabamos de transcribir esa falta de operatividad de la 
colaboración prestada por el acusado, lo que condujo al Tribunal de instancia a 
no aplicar dicho tipo privilegiado, como razonablemente expone en el F.J. 5º.
Creemos que la figura del arrepentido y los resultados obtenidos por la 
información o confesión de éstos, es esencial para el descubrimiento de las 
actividades delictivas del Crimen Organizado. Pero como hemos visto, para 
poder acceder a  los beneficios que la ley concede a los implicados, se debe 
proceder con cautela y valorar correctamente si se cumple con las  mínimas 
exigencias que pide la ley.
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Capítulo III: Análisis de Caso Práctico.
3.1 Propósito.
Lo que pretendemos hacer en éste capítulo es analizar un expediente  que 
tiene que ver con Crimen Organizado, es decir, desde la perspectiva de la 
investigación policial, acusación de la fiscalía o procuraduría, su admisión a 
juicio y finalmente la valoración y resolución final por el juez (La Sentencia).
Nuestro propósito es hacer ciertas observaciones sobre como se pueden 
considerar o mejorar ciertos procedimientos que muchas veces se omiten 
esclarecer o mencionar cuando se hace la investigación y posteriormente al 
presentar el libelo acusatorio.
Recordemos que tratamos sobre una actividad delictiva que está regulada por 
una ley especial,  la cual indica los procedimientos a seguir y también 
menciona sobre las Técnicas Especiales de Investigación, que se consideran 
adecuadas para el proceso investigativo. 
Como el tema principal de éste trabajo es sobre TEI con aplicación al Crimen 
Organizado, tal como es definido en nuestro ordenamiento jurídico, éste será la 
base para el análisis que haremos a continuación, pero además, por lo 
dispuesto en  el CPP sobre la materia. Por lo tanto, en éste análisis del caso
nos vamos a referir  o fundamentar por lo que disponen éstas normativas. 
3.2 Generales del Caso.
EXP PN: No 0267-2010 
EXP MP: No 6221-10JD 
EXP JUD: No: 013736-ORMI-2010-PN
La Ley 735 CO se publica en LGDO los días 19 y 20 de octubre de 2010  y 
tiene “vacatio legis” por 30 días o sea hasta el 19 o 20 de noviembre.2010,
fecha en que se inician los hechos del caso.  Sin embargo, esto no impide 
analizar éste caso como lo determina el Código Penal en cuanto la tipificación 
de  los delitos, y en especial lo referente a Crimen Organizado. También 
utilizamos lo dispuesto en el Código Procesal Penal.de Nicaragua.  
ESTUDIO DE LAS TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACION EN EL 
CRIMEN ORGANIZADO 
 
Guy Arthur Bebout Amador Página 97 
 
3.3 Relación de los hechos.
1) Entrada Ilegal (5 personas).
El día viernes 19 de noviembre 2010 a las 7 pm.,  la Policía Nacional informa a 
la Dirección de Auxilio Judicial que 5 individuos de nacionalidad colombiana 
habían ingresado ilegalmente al país por punto ciego del puesto fronterizo del 
Guasaule. Ese mismo día la DAJ procedió a confirmar ésta información.
2) Aterrizaje forzoso de aeronave al AIACS por 3 individuos con 
procedencia de USA.
El día sábado 20 de noviembre 2010 a las 1:35 pm (en acto separado) ingresan 
en avioneta 3 individuos de nacionalidad norteamericana, al aeropuerto AIACS,
la cual dejan abandonada y luego salen del país.
3) El día 23 de noviembre 2010 a las 11:15 am, penetran 3 personas al 
AIACS a revisión técnica de la avioneta para trasladarla fuera del país,
ya que tenia derrame de combustible.
Ese mismo día a las 9:10 pm, llegan a bordo de un vehículo los 5 individuos e 
intentan penetrar al AIACS para despegar la aeronave. En ese momento son 
detenidos por la Policía Nacional en coordinación con el Ejercito Nacional y 
Aeronáutica Civil.
4) El día 24 de noviembre a las 10 am, un equipo técnico de DAJ 
inspecciona la aeronave y mediante prueba química de Trac II detecta 
partículas de droga, procediendo a la ocupación de la nave.
5) El día 25 de noviembre de 2010 se presenta el Libelo Acusatorio.
3.4 Imputación Policial Y Fiscal.
 La procedencia de la aeronave.
 Para trasladar la droga en C A y Colombia.
 Utilizan Trecer Vapor II para detectar partículas de droga.
 Pertenecer a la organización de Pedro Renteria.
 Prueba indiciaria los diferentes objetos ocupados (GPS, vehículos, 
indumentaria, teléfonos etc.).
3.5 Análisis del Caso.
En su conjunto,  todas las acciones anteriores, dan la impresión válida de que 
se trata de actividades de Crimen Organizado. Sin embargo, cada uno de  los 
actos vistos individualmente, constituyen ilícitos diferentes. Para poder calificar 
como una organización criminal organizada, (como hemos explicado en 
anteriores secciones de éste trabajo), se debe reunir ciertas características que 
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lo califiquen como tal, de manera que no se puede decir que se pertenece al 
Crimen Organizado si no cumple con éstas condiciones.
El artículo 393 del Código Penal establece que sean dos o más personas, 
nacional o internacional con estructura, que actúen concertadamente y por 
cierto tiempo para obtener beneficios económicos y con el propósito de 
cometer uno o más delitos graves. 
(Esta definición omite decir que debe tener estructura jerárquica, una 
condicionante necesaria para ser calificado como Crimen Organizado).
En el presente caso, desde el punto de vista jurídico, no existe una vinculación 
directa de los imputados de pertenecer a una organización estructurada 
jerárquicamente y dirigida por Pedro Rentería, no se logra demostrar con 
certeza.
Con relación al delito de Actos Preparatorios para el transporte de 
estupefacientes tipificados en el articulo 352 párrafo segundo del CPP,  por los 
indicios presentados, la tipificación es válida, lo mismo que su participación 
como coautores del ilícito. Como ya hemos explicado, el simple hecho de que 
un grupo esté organizado,  y que se distribuyan funciones para cometer un 
delito grave,  no implica que sean parte del Crimen Organizado y por tanto, es 
con relación a esto que discrepamos con el Ministerio Público cuando impone 
ésta agravante en su libelo acusatorio. 
Otro asunto que queremos destacar es sobre los actos de Investigación inicial 
por la Policía Nacional. Desde el ingreso ilegal de los imputados hasta el 
momento que son detenidos por la Policía (4 días después), hay un periodo de 
tiempo que se desconocen las medidas que se tomaron en cuanto a la 
investigación, solo podemos  suponer que se actuó lícitamente y conforme la 
ley sin violentar derechos fundamentales. 
3.6 Análisis de TEI.
Primero veamos lo siguiente, dice la acusación que por información de 
inteligencia de la Policía Nacional, un Detective de la DAJ es informado del 
ingreso ilegal de los 5 individuos por punto ciego de la frontera norte, y que 
posteriormente éste procedió a verificar la información; esto es todo lo que se 
conoce. Nos preguntamos: cómo se obtiene esa información de inteligencia;
fueron los implicados detenidos al momento y dejados en libertad, o
simplemente fueron puestos bajo vigilancia,  y  si éste es el caso, con qué
autorización y de que autoridad. 
El CPP establece que la Policía puede detener o podrá iniciar una investigación 
en las siguientes situaciones:
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Por iniciativa propia y en caso de flagrancia (art.113). Es potestad del Jefe de la 
Delegación Policial, conforme el artículo 231 CPP, que dice: “en casos de 
flagrancia y sin mandamiento judicial puede emitir orden para proceder a la 
detención y aplicar medidas preventivas por un máximo de  12 horas para 
informar al Ministerio Público”, sin embargo, debe haber probabilidad fundada 
de la comisión de un delito y que ese delito debe estar sancionado con pena 
privativa de libertad. El CPP en su artículo 246 párr. 2 dice: “en caso de 
urgencia se procederá (investigación) sin necesidad de autorización judicial (a 
priori) pero debe el juez examinar la validez de los actos dentro de 24 horas (a 
posteriori).”
En una declaración testifical durante el juicio oral, el testigo que es agente 
investigador y Detective de la Policía Nacional refiere  que tuvo información (no 
puede revelar nombre, se asume es informante o agente encubierto) del 
ingreso ilegal al país de 5 individuos con el fin de trasladar avioneta y proceder 
en actividades de Transporte ilegal de drogas, así mismo, el Detective consulta 
con INTERPOL los nombres de los implicados y le informan que dos de ellos 
se dedican a ésta actividad delictiva. En su declaración, el agente,  no se 
refiere  a que TEI es utilizada, pero si menciona que éstos fueron vigilados 
posteriormente de todas sus actividades (inclusive con fotografías etc.), y hasta 
el mismo día de su detención, lo que nos lleva suponer el uso de la técnica de 
entrega controlada.
Es importante señalar que  la Ley 735 CO,  entra en vigencia el 19 de 
noviembre de 2010 y es a partir de esa fecha que se debió comenzar a aplicar 
la nueva normativa o sea, al momento de iniciar las investigaciones; y, en éste 
caso concreto, desde el conocimiento por la Policía Nacional de la entrada 
ilegal al país de los implicados.
Ahora bien, si se sospechó que los implicados eran miembros del Crimen 
Organizado, se debe haber procedido conforme la ley especial que regula ésta 
vigilancia, la que puede ser entrega vigilada o controlada, a fin de determinar y 
dar seguimiento a las actividades delictivas que ejecutan los 5 coautores. 
Además, estos procedimientos están permitidos en los convenios 
internacionales ratificados por Nicaragua, entre las que se encuentra la 
Convención de Palermo. 
El artículo 83 de Ley 735 dice: “En caso de ser necesario para la investigación 
de los delitos a que se refiere en ésta Ley, el Fiscal. General de la República 
deberá autorizar las técnicas especiales de investigación de entrega vigilada y 
entrega controlada, según corresponda, las que una vez autorizadas deberán 
ser controladas en su ejecución por la máxima autoridad de la Policía 
Nacional.”
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Pero antes de proceder a ésta vigilancia, el  Art. 85 sobre autorización para la 
entrega controlada, dice lo siguiente: 
“En el caso de la entrega controlada el Director General de la Policía Nacional 
solicitará al Fiscal General de la República su aplicación, quien otorgará la 
autorización para el uso de la técnica especial de investigación de entrega 
controlada en caso de que existan indicios razonables de que se ha cometido 
un delito a los que se refiere ésta Ley o dará comienzo su ejecución, siempre y 
cuando se cumplan una o varias de las siguientes condiciones: a) Cuando la 
investigación del caso aparezca como imposible o sumamente difícil…”
Si se actuara conforme las disposiciones de ésta ley, desde el momento del 
conocimiento del hecho, la Policía Nacional a través de su Director General 
debe solicitar al Fiscal General de la Republica, autorización para proceder a la 
técnica de entrega controlada.
En la Ley 735 sobre Crimen Organizado y TEI  no se establece  plazos  para la 
tramitación de la solicitud, ni de la autorización. El problema se plantea porque 
en éste caso no hay acusado detenido y la Policía debe iniciar la investigación 
por los medios que le concede el CPP., por lo tanto, se podrá recurrir a lo que 
dice el artículo 231 CPP “debiendo informar al  Ministerio Publico en un plazo 
de doce horas de las diligencias realizadas…” Esto daría tiempo suficiente para 
que el Fiscal General autorice la solicitud de la Policía. La entrega controlada 
no requiere de autorización judicial previa, pero si se exige cuando se utilizan 
métodos investigativos que pueden violentar Derechos Fundamentales.
La Vigilancia a éstos individuos, no necesariamente debe ser con la 
participación de agente encubierto, la ley no lo exige; pudiéndose utilizar 
cualquier método que no violente disposiciones legales. En el caso concreto 
analizado, al utilizar vigilancia fotográfica, puede haber conflicto con el derecho 
a la privacidad si no se hubiera obtenido una autorización judicial anterior y 
debidamente fundada; esto es muy delicado porque muchas veces no se 
percibe y se omite, especialmente cuando éstas serán utilizadas como medio 
probatorio. Recordemos que las fotografías pueden ser manipuladas para 
aparentar lo que no son verdaderamente.  
La procedencia de la avioneta.
Todos los testimonios y otros elementos de prueba  presentados  durante el 
juicio oral,  revelan que la avioneta entró al país sin la debida autorización, con 
matricula falsa,  y que su origen era dudoso.  Los tripulantes de la nave no 
portaban  los documentos que los  acreditaran como  corresponde. 
Sin embargo, uno de los elementos de prueba que no fueron investigados 
plenamente y sustentados para determinar la presencia de Crimen Organizado 
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es con relación al origen y presencia de la aeronave y la falta de un 
seguimiento adecuado por parte de la DAJ.  
Nos llama la atención que por ningún lado, ya sea  en los documentos 
presentados o por testificales,   se dice si se  investigó debidamente  si la
avioneta Tipo BE-200 con matrícula Francesa F-GKCV proveniente de Fort 
Lauderdale, Florida (Aeropuerto Ejecutivo KKFXE) fue autorizada su salida o 
no. Si fuera así, es muy llamativo que las autoridades de Aeronáutica de la 
Florida, hubieran dejado despegar (a plena luz del día) una aeronave sin la 
debida documentación y autorización correspondiente, tomando en cuenta que 
las medidas de seguridad son muy estrictas con relación al tráfico de drogas y 
el terrorismo. 
En cuanto a la imputación del supuesto traslado de droga de Centro América  a 
Colombia, tampoco fue investigado con propiedad. La única información que se 
tiene al respecto proviene de una consulta de la DAJ a la INTERPOL la cual 
informa que tiene conocimiento de que dos de los cinco imputados habían,  en 
años anteriores, participado en el Transporte Ilegal de drogas; ésta 
participación tampoco se demostró con la existencia de antecedentes penales,  
lo cual nos parece, no es suficiente  para vincularlo al Crimen Organizado.
La investigación debió ser más diligente usando las técnicas (TEI) que le 
concede la Ley 735,  en éste caso, el uso de la técnica de entrega vigilada. 
Además, la Ley 735 en el artículo 96 párrafo 2, <Trámite de cooperación o 
asistencia> dice: “Sin perjuicio, de lo establecido en el párrafo anterior el 
Ministerio Público, la Policía Nacional o el Ejército de Nicaragua, podrán dirigir 
directamente comunicaciones a cualquier tribunal o autoridad extranjera, 
conforme lo establezca los instrumentos internacionales suscritos por 
Nicaragua y las leyes de la materia.”
Para resumir sobre la avioneta; porqué una organización criminal (CO)  se 
comprometería utilizando una aeronave que no está en buenas condiciones 
mecánicas para realizar un operativo de tráfico Internacional de drogas; ya que 
por los  diferentes testimonios presentados, se determinó que había ciertos 
daños significativos. (Fuselaje, fuga de combustible, falta de equipo de 
comunicación etc.). Esto nos hace suponer que la preparación para el
transporte internacional de drogas corresponde a un hecho autónomo que se 
iba perpetuar por un grupo de individuos que pretendían beneficios 
económicos, pero muy ajeno de ser parte de una operación sofisticada 
característica del Crimen Organizado.
Ninguna de las otras pruebas de cargo presentadas en la imputación es
cuestionada, porque se siguieron los procedimientos establecidos en la Ley 
735 sobre CO y los métodos normales de investigación de la Policía Nacional. 
Por tanto, están conforme lo dispuesto en la parte de Bienes incautados de la 
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Ley 735 y artículos 239 (Registro de Aeronaves) y 245 (Piezas de convicción) 
del CPP. 
3.7 Análisis de la Sentencia.
Al Juez no se le brindó suficientes elementos probatorios para que pudiera 
valorar si en realidad existía CO. Lo que obtuvo fueron apreciaciones subjetivas 
y no bien fundamentadas por la Policía y por ende, de la Fiscalía.  No se 
investigó plenamente la identidad de Pedro Renteria, ni tampoco se probó si 
existe la organización criminal en Honduras,  la que tanto se menciona.
Para determinar si pertenecían a la estructura de Pedro Renteria (si en verdad 
ese es su nombre), el Juez debió valorar que no existe información objetiva de 
que esto sea cierto, porque se omitió consultar con las autoridades de 
Honduras y Colombia, de la presunta existencia de ésta organización.
En su resolución en el Considerando No. 2  el Juez explica que  para la 
existencia de Crimen Organizado ésta debe reunir ciertas condiciones. El Juez 
está en lo correcto al describir acertadamente cuales son las características 
esenciales, tales como: estructura jerárquica; mando centralizado de poder; 
beneficios económicos; delitos graves etc. Pero en el presente caso,  en las 
investigaciones no se pudo probar ninguna de ellas, por tanto, el Juez no tuvo 
más opción  que valorar con los “elementos probatorios” que le presentaron.
Sobre la Aeronave y su conexión al Crimen Organizado, es otro de los 
supuestos que no fueron debidamente investigados y consecuentemente 
valorados por el Juez.  La Fiscalía presentó todo como Crimen Organizado, (los 
implicados pertenecientes a una estructura organizada y dirigida por Pedro 
Rentería). Es de suponer que la avioneta también sería usada para esas 
actividades, el Juez debió valorar si en realidad sería usada por lar 
organización de Pedro Rentería (CO) o solo como un medio utilizado por 5 
individuos que pretendían cometer el ilícito de tráfico Internacional de drogas. 
Al haber el Judicial determinado que todo era una actividad de Crimen 
Organizado se impuso en la pena la agravante que corresponde para éste 
delito. 
3.8 Conclusiones del Caso.
Como sabemos, por lo general, en todos los casos penales donde se sospecha 
la participación de Crimen Organizado, de antemano ya se va prejuiciado, 
resultado del cual, hay una <presunción de culpabilidad> de hecho, contrario a 
lo exigido en la ley <presunción de inocencia>. En éste caso, se destaca la 
carencia de los elementos objetivos suficientes y fundamentados que 
verdaderamente sustenten la acusación, que los imputados son en verdad 
pertenecientes al Crimen Organizado.  
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Nadie pone en duda que los implicados entraron al país ilegalmente, con 
documentación falsa y con la intención de preparar las condiciones para 
cometer delito de tráfico Internacional de drogas. Tampoco se pone en duda las 
testificales de los investigadores, peritos y las pruebas documentales 
presentadas en éste caso; con las excepciones ya señaladas sobre la 
procedencia de la avioneta, y falta de verificación con las autoridades 
extranjeras sobre la condición de Pedro Rentería como dirigente de una 
organización criminal.
Desde que se tuvo conocimiento de la entrada ilegal al país de los imputados y 
de sospechar de participar en actividades del Crimen Organizado se debe 
proceder y aplicar la normativa de  la Ley 735 CO, la cual dispone los métodos 
de investigación que se deben emplear para enfrentar ésta actividad. 
(Como la vigencia de la Ley 735, entro en efecto el 19 de noviembre de 2010, 
puede ser que no se haya utilizado la normativa de ésta ley).
Nuestra opinión es que estos actos de investigación y métodos TEI deben ser 
incluidos o de alguna manera mencionados en la acusación, porque de aquí 
depende de que todos los elementos probatorios obtenidos sean incorporados 
legal y lícitamente al proceso.
Es importante conocer en éste expediente o en cualquier otro con relación al 
Crimen Organizado, todos los procedimientos de la investigación preliminar por 
parte de la Policía Nacional o DAJ, lo mismo que la actuación o incidencia  del 
Ministerio Público en el proceso investigativo (Art 31 LOMP).
La tipificación de Coautoría en el presente caso está bien aplicado y solo 
reafirma la ausencia de Crimen Organizado, ya que la coautoría se agota 
cuanto el delito es consumado, en cambio en el Crimen Organizado la figura de 
coautoría no existe porque el ilícito  continúa, no se agota debido a que su 
estructura funcional trasciende al concreto acto delictivo realizado.
No estamos ciertos si se utilizaron las TEI de la Ley 735 en éste caso concreto, 
solo lo mencionamos porque al igual que las disposiciones mencionadas en el 
CPP deben de haber sido estrictamente cumplidas, lo mismo que el 
cumplimiento de garantías constitucionales, porque sino, la información 
obtenida con inobservancia de las mismas no tendrá valor probatorio, serían 
ilegales o serian ilícitas. 
.
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CONCLUSIONES.
 Las Técnicas Especiales de Investigación son un medio efectivo para 
enfrentar al Crimen Organizado si son aplicadas correctamente. En 
nuestro país,  la Ley 735,  la cual regula éstos procedimientos, es de 
reciente data y por tanto, hay ocasiones en que no se procede conforme 
lo dicta dicha ley. 
 En  la Ley 735 no existe una verdadera distinción entre el Crimen 
Organizado y grupos delincuenciales comunes.  No hay diferencia en 
cuanto a su formación y desarrollo de la conducta delictiva, ya que en 
ambas figuras para su existencia bastaría el acuerdo estable de unos 
pocos individuos, dos o tres personas, para cometer delitos graves.
 El Crimen Organizado se caracteriza por estar bien estructurado 
jerárquicamente, o sea, con diferentes niveles de ejecución vertical bien 
sincronizados,  Por tanto, es de gran necesidad definir éste tipo de 
organización criminal para saber como enfrentarla aplicando las TEI. En 
la tipificación de delitos, muchas veces se opta aplicar a la delincuencia 
común, rasgos similares al Crimen Organizado. Por ejemplo: la 
tipificación de las conductas al sospechar de pertenecer o colaborar con 
una organización delictiva, y no como delito independiente de los hechos 
punibles que tenga como finalidad la organización.
 En la aplicación de éste tipo penal se transfiere la responsabilidad de un 
colectivo a cada uno de los miembros de la organización delictiva, 
dejándose aparte la imputación individual de responsabilidad a los 
acusados, Imponiendo el agravante de Crimen Organizado. 
 A lo largo de éste trabajo tuvimos la oportunidad de estudiar diferentes 
legislaciones, las cuales tienen leyes especiales para enfrentar al 
Crimen Organizado. La base fundamental para el desarrollo de estas
actividades son las Operaciones Encubiertas,  las cuales ya describimos 
y analizamos, pero dentro  de éstas, la más cuestionada, excluyendo la 
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intervención de comunicaciones, es el uso del Agente Encubierto. 
Aunque en todas las leyes especiales sobre Crimen Organizado,  se 
determina cuando y donde se debe utilizar ésta figura, notamos que de 
país en país hay variaciones significativas en cuanto a quien la autoriza 
y en que momento se debe comenzar utilizar al agente. 
 La falta de plazos taxativos en la Ley 735 en lo relacionado a la 
vigilancia como técnica de investigación, vulnera el éxito de la misma, en 
cuanto que  tiende a desmejorar la coordinación entre el Ministerio 
Público, la Policía Nacional y el Ejército, debido a la inexistencia de 
plazos para la solicitud de aprobación de ésta técnica al Ministerio 
Público.
 Es de vital importancia para la buena aplicación de las TEI, una efectiva 
coordinación entre las Instituciones a cargo: Policía Nacional, Ejercito 
Nacional y Ministerio Público, cuando se investigan delitos de Crimen 
Organizado, ya que de dicha coordinación depende la aprobación 
judicial y el cumplimiento efectivo del propósito de la investigación en los 
plazos pertinentes para el éxito de la  misma investigación.
 Durante el desarrollo de éste trabajo recurrimos frecuentemente al 
derecho comparado, siendo una herramienta de gran valor para apreciar 
y distinguir más efectivamente como se aplican estas TEI en diferentes 
sistemas jurídicos. Notamos que en todas ellas, no existe una diferencia 
de fondo sustantiva, sin embargo, hay diferencias en cuanto a la forma 
de aplicación, siendo algunas leyes más estrictas que otras.
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RECOMENDACIONES.
 Creemos importante que se debe revisar y actualizar con cual definición 
nos regimos para determinar número de personas que componen el 
Crimen Organizado, o sea, cuantos miembros se requieren. Pero 
además, debemos revisar la definición de Crimen Organizado, que 
actualmente usamos, en su conjunto para incluir diferencias claras y 
precisas con la delincuencia común, por ejemplo: lo que se refiere a  
estructura  jerárquica, distribución de funciones, fin económico etc.
 El Código Penal de Nicaragua en los artículos 392 y 393 se refiere a 
Asociación para delinquir y Crimen Organizado, y en ambos artículos 
dice “asociación” y “estructurado” por dos o más personas.  Se debe 
revisar el término estructurado y estructura jerárquica, para evitar 
confundir y aplicar a la delincuencia común la figura de Crimen 
Organizado.
 Las figuras jurídicas de Asociación Ilícita para delinquir debiera utilizarse 
no solo para delitos menos graves, sino también para delitos graves, en 
virtud de ser diferente en su concepto al delito de Crimen Organizado. 
Tomando en cuenta que en ocasiones,  delitos relacionados con 
estupefacientes donde existen varios autores son propios de una 
asociación ilícita y no de Crimen Organizado por estar ausente la 
estructura jerárquica.
 En las investigaciones preliminares la Policía Nacional o la Dirección de 
Auxilio Judicial deben tener elementos indiciarios objetivos y suficientes 
para sustentar en la  imputación de pertenecía al Crimen Organizado.
No basta el mero indicio de pertenecer al crimen organizado sin 
considerar los rasgos esenciales de éstos.
 Se debe regular mas eficientemente sobre la solicitud; la previa y 
posterior autorización del juez y en que actuaciones son aplicables, 
especialmente en  el uso del agente encubierto, la ley 735 no especifica 
si es solo por el Juez o basta que sea el Fiscal General el que autorice.
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 Nos parece que en la acusación de la Fiscalía debe especificarse el 
método utilizado en la investigación, ya que es través de ésta 
información que podemos determinar si se cumplieron las exigencias 
legales y procedimentales.
 Determinar el ámbito y régimen de actuación de las  operaciones del 
agente encubierto. Cuales son las actividades en que se le permite 
actuar y los limites de su actuación; la autorización judicial debe
contener todas éstas condiciones.
 Debemos notar que en el Transporte ilegal de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Otras Sustancias Controladas, por lo general, hay 
Concurso Real (clasificación heterogénea) porque existe pluralidad de 
conductas que conllevan a varios delitos, siendo los coautores acusados 
por tráfico de drogas, modalidad internacional y  de pertenecer al Crimen 
Organizado. En esto se debe tener mucho cuidado al tipificar el delito y 
demostrar verdaderamente si se trata de una actividad de Crimen 
Organizado.
 Cuando son sospechas de involucramiento en el Crimen Organizado y 
hay detenido en la Delegación Policial,  la ley debe determinar 
específicamente la actuación que debe seguirse con éstos detenidos 
para evitar violaciones la los derechos fundamentales. Por ejemplo, 
después de la detención, en que momento habrá presencia por parte la
defensa y acceso al expediente.
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